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Introducción  

 

La Defensoría Penal Pública de Chile, creada en el año 2001, mediante la Ley N° 19.718, 

bajo el marco de la Reforma Procesal Penal, proporciona defensa penal a los imputados o 

acusados por un crimen, simple delito o falta que carezcan de abogado, asegurando de esta 

manera el derecho a defensa por un letrado y el debido proceso en el juicio penal. Es decir, 

a través de la Defensoría Penal Pública se garantiza el derecho de las personas a contar con 

un abogado defensor. 

El trabajo de la Defensoría Penal Pública tiene directa relación con la satisfacción del derecho 

al debido proceso y acceso a la justicia en Chile. En ese entendido, el V Boletín de 

Jurisprudencia Interamericana, elaborado por la Unidad de Derechos Humanos de la 

Defensoría Penal Pública, recoge las consideraciones jurídicas de la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos (Corte IDH), contenidas en las sentencias pronunciadas por ésta y 

publicadas con posterioridad al 18 de diciembre de 2019, y hasta el 18 de junio de 2020, 

que son relevantes para el trabajo de la defensa penal pública.  

Los principales temas de las sentencias dictadas y publicadas por la Corte IDH entre el 18 

de diciembre de 2019 y 18 de junio de 2020, dijeron relación con aspectos relativos a 

violencia institucional; detención arbitraria; tortura; recurso judicial efectivo y plazo 

razonable en la sustanciación de un proceso. Todos los temas vinculados, de una u otra 

manera, a la libertad personal y el debido proceso y protección judicial. Como parte de los 

temas destacados, se incluye el reconocimiento del derecho de comunidades indígenas a 

derechos económicos, sociales y culturales; derecho de acceso a la salud de personas 

privadas de libertad; aplicación del principio del nen bis in ídem; y, violencia sexual contra 

comunidad LGBTI.  

Metodológicamente, el Boletín consta de dos partes. En la primera se refieren el contenido 

y alcance de los aspectos de fondo del derecho a la vida, integridad personal, libertad 

personal, garantías judiciales y a la protección judicial, contenidas en los artículos 4, 5, 7, 8 

y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH). En la segunda parte 

se agregan temas relevantes para la comprensión de la responsabilidad internacional del 

Estado en materia de derechos humanos en materia de seguridad social.   
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Listado de sentencias de fondo dictadas y publicadas por la Corte IDH entre el 

18 de diciembre de 2019 y el 18 de junio de 2020.  

 

1. Corte IDH. Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_388_esp.pdf 

2. Corte IDH. Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_392_esp.pdf 

3. Corte IDH. Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_393_esp.pdf 

4. Corte IDH. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia 

Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. 

Serie C No. 394. https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_394_esp.pdf 

5. Corte IDH. Caso Hernández Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C No. 395. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_395_esp.pdf 

6. Corte IDH. Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2020. Serie C No. 398. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_398_esp.pdf 

7. Corte IDH. Caso Carranza Alarcón Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de febrero de 2020. Serie C No. 399. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_399_esp.pdf 

8. Corte IDH. Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat 

(Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 

febrero de 2020. Serie C No. 400. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_400_esp.pdf 

9. Corte IDH. Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 9 de marzo de 2020. Serie C No. 401. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_401_esp.pdf 

10. Corte IDH. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_402_esp.pdf 
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PRIMERA PARTE: ASPECTOS DE FONDO 

 

I. DERECHO A LA VIDA (ARTÍCULO 4 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 

DERECHOS HUMANOS).  

 

a. Contenido esencial del Derecho a la Vida.  

 

Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. 

65. Este Tribunal ha establecido que el derecho a la vida juega un papel fundamental en la 

Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás 

derechos. La observancia del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención 

Americana, no sólo presupone que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente 

(obligación negativa), sino que además requiere que los Estados adopten todas las medidas 

apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida (obligación positiva)1, conforme 

al deber de garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo 

su jurisdicción2. 

66. En consecuencia, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las 

condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho 

inalienable y, en particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra el mismo. 

Esta protección activa del derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus 

legisladores, sino a toda institución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean 

éstas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas3.  

Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. 

63. La Corte ha reconocido que los Estados tienen la obligación de garantizar la 

seguridad y mantener el orden público dentro de su territorio y, por tanto, tienen el derecho 

de emplear legítimamente la fuerza para su restablecimiento de ser necesario. Si bien los 

agentes estaduales pueden recurrir al uso de la fuerza y en algunas circunstancias, incluso 

la fuerza letal, el poder del Estado no es ilimitado para alcanzar sus fines 

independientemente de la gravedad de ciertas acciones y de la culpabilidad de sus autores4. 

La Corte ha recurrido a los diversos instrumentos internacionales en la materia y, en 

                                                             
1 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999, párr. 144, y Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327, párr. 100. 
2 Cfr. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala, párr. 153, y Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 100. 
3 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, párrs. 144 y 145, y Caso 
Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala, párr. 100. 
4 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 154, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en 
Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. 
Serie C No 371, párr. 159. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491211/index.do
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491311/index.do
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particular, a los Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley5 y al Código de conducta para funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley6, para dotar de contenido a las obligaciones relativas al 

uso de la fuerza por parte del Estado7. […]  

88. Sobre este punto, cabe recordar que en otros casos, esta Corte ha señalado que 

corresponde a las autoridades internas esclarecer los hechos y determinar las 

responsabilidades individuales. En efecto, en todo caso de uso de la fuerza por parte de 

agentes estatales que hayan producido la muerte o lesiones a una o más personas, 

corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente de 

lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos 

probatorios adecuados8, lo que no ha ocurrido en el presente caso, dadas las contradicciones 

no esclarecidas y defectos de técnica criminalística señalados. 

 

b. Personas bajo custodia del Estado. 

 

Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. 

67. Respecto de las personas bajo la custodia del Estado las cuales incluye también a los 

miembros de las fuerzas armadas en servicio activo acuartelado, esta Corte ha señalado que 

el Estado debe garantizar su derecho a la vida y a la integridad personal, en razón de que 

éste se encuentra en posición especial de garante con respecto a dichas personas9. Así, la 

Corte ha interpretado que, en relación con esas personas en especial situación de sujeción 

en el ámbito militar, el Estado tiene el deber de: i) salvaguardar la integridad y el bienestar 

de los militares en servicio activo; ii) garantizar que la manera y el método de entrenamiento 

no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a esa condición, y iii) proveer una 

explicación satisfactoria y convincente sobre las afectaciones a la integridad y a la vida que 

presenten las personas que se encuentran en una especial situación de sujeción en el ámbito 

militar, sea que se encuentran prestando servicio militar de forma voluntaria u obligatoria, 

o que se hayan incorporado a las fuerzas armadas en carácter de cadetes u ostentando un 

grado en la escala jerárquica militar. En consecuencia, procede la presunción de considerar 

responsable al Estado por las afectaciones a la integridad personal y a la vida que sufre una 

                                                             
5 Cfr. Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de las Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados 
de Cumplir la Ley (en adelante, “Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza”). Adoptados por el Octavo 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente celebrado en La 
Habana, Cuba, del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990. 
6 Cfr. Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. Aprobado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979. 
7 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párrs. 68 y 69, y Caso Mujeres Víctimas 
de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, párr. 160. 
8 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, párr. 80 y Caso Isaza Uribe y otros Vs. 
Colombia, párr. 88.  
9  Cfr. Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. Sentencia de 23 de noviembre de 2015. Serie C No. 308, párr. 124.  

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491211/index.do
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persona que ha estado bajo autoridad y control de funcionarios estatales, como aquellos 

que participan en la instrucción o escuela militar10.  

68. Por otra parte, cuando el Estado se encuentra en presencia de niñas y niños que están 

bajo su custodia, como ocurre en el presente caso, tiene, además de las obligaciones 

señaladas para toda persona que se encuentra en esa condición, una obligación adicional 

establecida en el artículo 19 de la Convención Americana. Por una parte, debe asumir su 

posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas 

especiales orientadas en el principio del interés superior del niño11.  

69. Por último, con relación a personas bajo custodia del estado en instalaciones militares, 

la Corte ha afirmado que los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa 

e inmediatamente vinculados con la atención a la salud humana12 y que la falta de atención 

médica adecuada puede conllevar la vulneración del artículo 5.1 de la Convención13. De ese 

modo, la Corte estima que, entre las medidas de seguridad que es preciso adoptar en el 

marco de los procesos de formación de las fuerzas militares, se encuentra la de contar con 

atención médica adecuada y de calidad en el transcurso de los entrenamientos militares, ya 

sea dentro de los cuarteles o en el exterior, incluyendo la asistencia médica de emergencia 

y especializada que se considere pertinente14. 

 

II. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL (ARTÍCULO 5 DE LA CONVENCIÓN 

AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS).  

 

a. Marco conceptual general de la afectación del derecho a la integridad 

personal. 

 
Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador.  
 

150. La Convención Americana reconoce expresamente el derecho a la integridad personal, 

física y psíquica, cuya infracción “es una clase de violación que tiene diversas connotaciones 

de grado y […] cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según los factores 

                                                             
10  Cfr. Ortiz Hernández y otros Vs Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de agosto de 
2017, párr. 107. 
11 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, párrs. 124, 163-164, y 171, Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. 
Guatemala. Sentencia de Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de mayo de 
2019. Serie C No. 359, párr. 132. 
12 Cfr. Caso Albán Cornejo y otros. Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 22 de noviembre de 2007. Serie C No. 171 párr. 117, Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 
170, y Caso Ortiz Hernández y otros Vs Venezuela, párr. 119. 
13 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 157, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, párr. 161. 
14 Cfr. Caso Ortiz Hernández y otros Vs. Venezuela, párr. 119. 

file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Caso%20Montesinos%20Mejía%20Vs.%20Ecuador
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endógenos y exógenos que deberán ser demostrados en cada situación concreta”15. 

Asimismo, esta Corte ha indicado que, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la 

Convención, toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de 

detención compatibles con su dignidad persona16. Al respecto, ha precisado que el Estado, 

como responsable de los establecimientos de detención, se encuentra en una posición 

especial de garante de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia17. Esto 

implica el deber de salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos, brindándoles, entre 

otras cosas, la asistencia médica requerida, y de garantizar que la manera y el método de 

privación de libertad no excedan el nivel de sufrimiento inherente a la detención18. 

 

Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela 

91. Por otra parte, la Corte recuerda que la Convención reconoce expresamente el derecho 

a la integridad personal, el cual es un bien jurídico cuya protección encierra la finalidad 

principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes19. Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea 

estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un 

atentado a la dignidad humana en violación del artículo 5 de la Convención Americana20. 

92. A su vez, la Corte recuerda que, conforme a su jurisprudencia, debe tener presente que 

“en todo caso de uso de fuerza [por parte de agentes estatales] que haya producido la 

muerte o lesiones a una o más personas corresponde al Estado la obligación de proveer una 

explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su 

responsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados”21. Del mismo modo, la 

jurisprudencia constante de esta Corte reconoce que existe una presunción por la cual el 

                                                             
15 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 57, 
y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, párr. 177. 
16 Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C No 20, párr. 60 y 
Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No 387, párr. 71.  
17 Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú, párr. 60 y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala, párr. 71. 
18 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 159, y Caso Rodríguez Revolorio y otros 
Vs. Guatemala, párr. 71. 
19 Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C 
No. 149, párr. 126, y Caso Ruíz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 384, párr. 120  
20 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 57, 
y Caso Omeara Carrascal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre 
de 2018. Serie C No. 368, párr. 193. 
21 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 134 y Caso Isaza Uribe y otros Vs. Colombia, 
párr. 88. 
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Estado es responsable por las lesiones que exhibe una persona que ha estado bajo la 

custodia de agentes estatales22. 

 

b. Afectación de la integridad personal por torturas y obligación de 

investigar. 

 

Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador.  

151. De acuerdo con lo establecido por la Corte, de conformidad con el artículo 1.1 de la 

Convención Americana, la obligación de garantizar los derechos reconocidos en los artículos 

5.1 y 5.2 de la Convención Americana implica el deber del Estado de investigar posibles 

actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Tal obligación se ve 

precisada por los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura23, todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos 

Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 

Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1)24. Sobre el 

deber de investigar, ha especificado que es una obligación de medio y no de resultado, la 

cual debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio25 e iniciarse de oficio e 

inmediatamente cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un 

acto de tortura26. 

 
Caso Azul Rojas Marín Vs. Perú.  
 

140. La Corte ha establecido que la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes están absoluta y estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos. Esta prohibición es absoluta e inderogable, aún en las circunstancias 

más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y 

cualesquiera otros delitos, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, 

suspensión de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras emergencias 

                                                             
22 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 311, y Caso Munárriz Escobar y otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de agosto de 2018. Serie C No. 355, párr. 73. 
23 Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 147; Caso Herrera 
Espinoza y otros Vs. Ecuador, párr. 103. 
24 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, párr. 91, y Caso Herrera Espinoza y 
otros Vs. Ecuador, párr. 103. 
25 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 177, y Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador, 
párr. 103. 
26 Caso Tibi Vs. Ecuador, párr. 159, y Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador, párr. 103. 

file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Caso%20Montesinos%20Mejía%20Vs.%20Ecuador
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o calamidades públicas27, y pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional28. Los 

tratados de alcance universal29 y regional30 consagran tal prohibición y el derecho 

inderogable a no ser sometido a ninguna forma de tortura. 

 

c. Afectación de la integridad personal por violencia sexual 

 

Caso Azul Rojas Marín Vs. Perú. 

141. Asimismo, en casos que involucran alguna forma de violencia sexual, se ha precisado 

que las violaciones a la integridad personal conllevan la afectación de la vida privada de las 

personas, protegida por el artículo 11 de la Convención, la cual abarca la vida sexual o 

sexualidad de las personas31. La violencia sexual vulnera valores y aspectos esenciales de 

la vida privada de las personas, supone una intromisión en su vida sexual y anula su derecho 

a tomar libremente las decisiones respecto a con quien tener relaciones sexuales, perdiendo 

de forma completa el control sobre sus decisiones más personales e íntimas, y sobre las 

funciones corporales básicas32. 

                                                             

27  Cfr. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2004. Serie C No. 119, párr. 100, y Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 180. 
28 Cfr. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2003. Serie C No. 103, párr. 92, y Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 180. Al respecto, véase, el artículo 53 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, el cual establece: “Tratados que están en oposición con una norma 
imperativa de derecho internacional general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento de su 
celebración esté en oposición con una norma imperativa de derecho internacional general. Para los efectos de 
la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y 
reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en 
contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el 
mismo carácter”. 
29 Cfr. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 7; Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, artículo 2; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 37, y 
Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares, artículo 10. 
30 Cfr. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, artículos 1 y 5; Carta Africana de los 
Derechos Humanos y de los Pueblos, artículo 5; Carta Africana de los Derechos y Bienestar del Niño, artículo 
16; Convención de Belém do Pará, artículo 4, y Convenio Europeo de Derechos Humanos, artículo 3. 
31 Cfr. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 129, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 179. 
32 Cfr. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 367, y Caso Mujeres 
Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, supra, párr.  179. 
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142. Asimismo, ha considerado que la violación sexual es cualquier acto de penetración 

vaginal o anal, sin consentimiento de la víctima, mediante la utilización de otras partes del 

cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante el miembro viril33.  

 

d. Calificación jurídica de la afectación del derecho a la integridad personal. 

 

Caso Azul Rojas Marín Vs. Perú. 

158. El Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario 

por el propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad 

humana, en violación del artículo 5 de la Convención Americana34. En el presente caso, el 

Estado no ha demostrado que la fuerza utilizada al momento de la detención fue necesaria. 

Asimismo, la violación sexual a la que fue víctima la señora Rojas Marín constituye también 

una violación a su derecho a la integridad personal. 

159. La violación del derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas 

connotaciones de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos 

crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad 

según factores endógenos y exógenos de la persona (duración de los tratos, edad, sexo, 

salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán ser analizados en cada situación 

concreta35.  

160. La Corte ha entendido que, a la luz del artículo 5.2 de la Convención “tortura” es todo 

acto de maltrato que: i) sea intencional; ii) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y 

iii) se cometa con cualquier fin o propósito36. Asimismo, el Tribunal ha reconocido que las 

amenazas y el peligro real de someter a una persona a graves lesiones físicas produce, en 

determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada 

“tortura psicológica37. De igual manera, la Corte ha reiterado que la violación y otras formas 

de violencia sexual pueden configurar tratos crueles, inhumanos o degradantes, e incluso 

                                                             

33 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 306, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 182. 

34 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 57, 
y Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392, párr. 91. 
35 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo, supra, párrs. 57 y 58, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 150. 
36  Cfr. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie 
C No. 164, párr. 79, y Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 129. 
37 Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre de 2001. Serie C 
No. 88, párr. 102, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 192. 
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actos de tortura si se satisfacen los elementos de la definición38. Para calificar una violación 

sexual como tortura deberá atenerse a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a 

la finalidad del acto, tomando en consideración las circunstancias específicas de cada caso39. 

En este sentido, se procederá a examinar si los maltratos de los que fue víctima Azul Rojas 

Marín cumplen con estos elementos. 

 

e. Derecho a la integridad persona de los familiares. 

 

Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. 

136. La Corte recuerda que en su jurisprudencia ha establecido consistentemente que los 

familiares de las víctimas de violaciones de los derechos humanos pueden ser, a su vez, 

víctimas40. Además indicó que se puede declarar la violación del derecho a la integridad de 

familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos, aplicando una 

presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y 

compañeros y compañeras permanentes, siempre que ello responda a las circunstancias 

particulares en el caso. En relación a los familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar 

dicha presunción41. Asimismo, dicha presunción también es aplicable a las hermanas y 

hermanos de las víctimas, salvo que se demuestre lo contrario por las circunstancias 

específicas del caso42. 

 

III. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL (ARTÍCULO 7 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA 

SOBRE DERECHOS HUMANOS).  

 

a. Contenido del derecho a la libertad personal. 

 

Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. 

                                                             
38 Cfr. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párrs. 
110 y 112, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 193. 
39 Cfr. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, 
párr. 128, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 193. 
40 Cfr. Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, punto resolutivo 
cuarto, y Caso Ruíz Fuentes y otra Vs. Guatemala, párr. 188. 
41 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre 
de 2008. Serie C No. 192, párr. 119, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, párr. 
320. 
42 Cfr. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2012. Serie C No. 253, párr. 253, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. 
México, párr. 320. 
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90. La Corte ha señalado que el contenido esencial del artículo 7 de la Convención Americana 

es la protección de la libertad del individuo contra toda interferencia arbitraria o ilegal del 

Estado43. La Convención ha reconocido como principal garantía de la libertad y la seguridad 

individual la prohibición de la detención o encarcelamiento ilegal o arbitrario. La Corte ha 

manifestado que el Estado, en relación con la detención ilegal, “si bien […] tiene el derecho 

y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden público, su poder no es 

ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de aplicar procedimientos conformes a 

Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo individuo que se encuentre 

bajo su jurisdicción”44. 

 

Caso Carranza Alarcón Vs. Ecuador.  

60. La Corte ha sostenido que el contenido esencial del artículo 7 de la Convención 

Americana es la protección de la libertad del individuo contra toda interferencia arbitraria o 

ilegal del Estado45. Ha afirmado que este artículo tiene dos tipos de regulaciones bien 

diferenciadas entre sí, una general y otra específica. La general se encuentra en el primer 

numeral: “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales”. Mientras 

que la específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el derecho a no 

ser privado de la libertad ilegalmente (artículo 7.2) o arbitrariamente (artículo 7.3), a 

conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido (artículo 

7.4), al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de la prisión 

preventiva (artículo 7.5), a impugnar la legalidad de la detención (artículo 7.6) y a no ser 

detenido por deudas (artículo 7.7)46. Cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 

7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma47. Al 

respecto, en lo que es relevante para este caso, cabe recordar lo que sigue.  

 

61. El artículo 7.2 de la Convención establece que “nadie puede ser privado de su libertad 

física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones 

Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. Este numeral 

reconoce la garantía primaria del derecho a la libertad física: la reserva de ley, según la 

cual, únicamente a través de una ley puede afectarse el derecho a la libertad personal48. La 

                                                             
43  Cfr. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 223, y Caso Romero 
Feris Vs. Argentina, párr. 76. 
44  Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. 
Serie C No. 100, párr. 124, y Caso Espinoza González Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr. 117. 
45 Cfr. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 223, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 
71. 
46 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 51, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 71. 
47 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 54, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 71. 
48 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 55, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391, párr. 77. 
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reserva de ley debe forzosamente ir acompañada del principio de tipicidad, que obliga a los 

Estados a establecer, tan concretamente como sea posible y “de antemano”, las “causas” y 

“condiciones” de la privación de la libertad física. Adicionalmente exige su aplicación con 

estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en la ley49. De ese modo, el 

artículo 7.2 de la Convención remite automáticamente a la normativa interna. Cualquier 

requisito establecido en la ley nacional que no sea cumplido al privar a una persona de su 

libertad, generará que tal privación sea ilegal y contraria a la Convención Americana50.  

 

62. Respecto a la interdicción de la “arbitrariedad” en la privación de libertad, mandada por 

el artículo convencional 7.3, la Corte ha establecido que nadie puede ser sometido a 

detención o encarcelamiento por causas y métodos que -aun calificados de legales- puedan 

reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo 

por ser, entre otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad51. Ha 

considerado que se requiere que la ley interna, el procedimiento aplicable y los principios 

generales expresos o tácitos correspondientes sean, en sí mismos, compatibles con la 

Convención. Así, no se debe equiparar el concepto de “arbitrariedad” con el de “contrario a 

ley”, sino que debe interpretarse de manera más amplia a fin de incluir elementos de 

incorrección, injusticia e imprevisibilidad52.   

 

63. En cuanto al artículo 7.4, esta Corte ha dicho que “el mismo alude a dos garantías para 

la persona que está siendo detenida: i) la información en forma oral o escrita sobre las 

razones de la detención, y ii) la notificación, que debe ser por escrito, de los cargos”53. 

 

64. El artículo 7.5, por su parte, establece que una persona detenida debe ser “juzgada 

dentro de un plazo razonable” o “puesta en libertad” aun si continúa el proceso. La 

disposición señala que la “libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren [la] 

comparecencia en el juicio”. El sentido de esta norma indica que las medidas privativas de 

la libertad durante el proceso penal son convencionales, siempre que tengan un propósito 

                                                             
49 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 57, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 77. 
50  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 57, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 
77. 
51 Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. 
Serie C No. 16, párr. 47, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 73. 
52 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 92, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 73. 
53 La Corte ha explicado que: “[l]a información de los ‘motivos y razones’ de la detención debe darse ‘cuando 
ésta se produce’, lo cual constituye un mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias desde el 
momento mismo de la privación de libertad y, a su vez, garantiza el derecho de defensa del individuo. Asimismo, 
esta Corte ha señalado que el agente que lleva a cabo la detención debe informar en un lenguaje simple, libre 
de tecnicismos, los hechos y bases jurídicas esenciales en los que se basa la detención y que no se satisface el 
artículo 7.4 de la Convención si solo se menciona la base legal si la persona no es informada adecuadamente de 
las razones de la detención, incluyendo los hechos y su base jurídica, no sabe contra cuál cargo defenderse y, 
en forma concatenada, se hace ilusorio el control judicial”. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 180, párr. 105, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual 
en Atenco Vs. México, párr. 246.  
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cautelar, es decir, que sean un medio para la neutralización de riesgos procesales, en 

particular la norma se refiere al de no comparecencia al juicio54.  

 

b. Procedencia de la prisión preventiva. 

  

Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú.  

200. La Corte recuerda el principio de la libertad del procesado mientras se resuelve sobre 

su responsabilidad penal. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, la prisión 

preventiva es la medida más severa que se puede aplicar al imputado de un delito, motivo 

por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud de que se encuentra 

limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y 

proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática55. Además, la decisión judicial 

que restringe la libertad personal de una persona por medio de la prisión preventiva debe 

fundamentar y acreditar, en el caso concreto, la existencia de indicios suficientes que 

permitan suponer razonablemente la conducta delictiva de la persona y que la detención 

sea estrictamente necesaria, y por tanto no puede tener como base la mera sospecha o 

percepción personal sobre la pertenencia del acusado a un grupo ilícito determinado56.  

201. Además, “la privación de libertad del imputado u […]sólo se puede fundamentar en un 

fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento 

ni eludirá la acción de la justicia57. 

202. Al respecto, esta Corte ha señalado que la regla general debe ser la libertad del 

imputado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal58, ya que este goza de 

un estado jurídico de inocencia que impone que reciba del Estado un trato acorde con su 

condición de persona no condenada59.  

Caso Carranza Alarcón Vs. Ecuador.  

65. En relación con lo anterior, debe destacarse que la prisión preventiva constituye la 

medida más severa que se puede imponer a una persona imputada, y por ello debe aplicarse 

excepcionalmente: la regla debe ser la libertad de la persona procesada mientras se resuelve 

acerca de su responsabilidad penal60. Uno de los principios que limitan la prisión preventiva 

                                                             
54 Cfr. Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 100. 
55 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 106, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 353. 
56 Cfr. Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 
2012. Serie C No. 241, párr. 106, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 353. 
57 Cfr. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador, supra, párr. 111, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 
357. 
58 Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras, párr. 67, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 367. 
59 Cfr. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2013. Serie C No. 275, párr. 157, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 367. 
60 Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. 
Serie C No.141, párr. 67, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr 72. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491305/index.do
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491186/index.do


16 | P á g i n a  
 

es el de presunción de inocencia, contenido en el artículo 8.2, según el cual una persona es 

considerada inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada. De esta garantía se 

desprende que los elementos que acreditan la existencia de los fines legítimos de la privación 

preventiva de la libertad tampoco se presumen, sino que el juez debe fundar su decisión en 

circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto, que corresponde acreditar al titular de 

la persecución penal y no al acusado, quien además debe tener la posibilidad de ejercer el 

derecho de contradicción y estar debidamente asistido por un abogado61. Así, la Corte ha 

sostenido que las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito que 

se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva62. 

 

67. Como surge de lo ya expuesto, en algunos aspectos, las garantías judiciales previstas 

en el artículo 8 de la Convención pueden verse estrechamente relacionadas con el derecho 

a la libertad personal. Así, es relevante a efectos del caso señalar que siendo la prisión 

preventiva una medida cautelar, no punitiva63, mantener privada de libertad a una persona 

más allá del tiempo razonable para el cumplimiento de los fines que justifican su detención 

equivaldría, en los hechos, a una pena anticipada64, lo que atentaría no solo contra el 

derecho a la libertad personal sino también contra la presunción de inocencia contemplada 

en el artículo 8.2 de la Convención. Otro vínculo entre el derecho a la libertad personal y las 

garantías judiciales se refiere al tiempo de las actuaciones procesales, en caso en que una 

persona esté privada de la libertad. Así, la Corte ha señalado que “el principio de ‘plazo 

razonable’ al que hacen referencia los artículos 7.5 y 8.1 de la Convención Americana tiene 

como finalidad impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y 

asegurar que ésta se decida prontamente”65. 

 

Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador.  

109. Del artículo 7.3 de la Convención se desprende que para que la medida privativa de la 

libertad no se torne arbitraria debe cumplir con los siguientes parámetros: i) que existan 

elementos para formular cargos o llevar a juicio: deben existir indicios suficientes que 

permitan suponer razonablemente que un hecho ilícito ocurrió y que la persona sometida al 

proceso pudo haber participado en el mismo66; ii) que la finalidad sea compatible con la 

                                                             
61 Cfr. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 357, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 101. 
62 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 74; Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 159, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, 
párr. 101. 
63 Cfr. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. 
Serie C No. 319, párr. 122, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 97. 
64 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 
77, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388, párr. 214.  
65 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 70. 
66 Cfr. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 90 y Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. 

file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Caso%20Montesinos%20Mejía%20Vs.%20Ecuador
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Convención67, a saber: procurar que la persona acusada no impedirá el desarrollo del 

procedimiento ni eludirá la acción de la justicia68; iii) que las medidas sean idóneas, 

necesarias y estrictamente proporcionales69 y iv) que la decisión que las impone contenga 

una motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas70. 

Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación suficiente que permita 

evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el artículo 

7.3 de la Convención71. 

Caso Hernández Vs. Argentina.  

105. Lo anterior debe entenderse teniendo en cuenta que, en principio y en términos 

generales, esta decisión no debería tener ningún efecto frente a la decisión del juzgador 

respecto de la responsabilidad del procesado, dado que suele ser tomada por un juez o 

autoridad judicial diferente a la que finalmente toma la decisión sobre el fondo72. Asimismo, 

en relación con esos presupuestos, la Corte ha considerado que la sospecha o los indicios 

                                                             
Ecuador, párrs. 101 y 103. Esto no debe constituir en sí mismo un elemento que sea susceptible de menoscabar 
el principio de presunción de inocencia contenido en el artículo 8.2 de la Convención. Por el contrario, se trata 
de un supuesto adicional a los otros requisitos. Esta decisión no debe tener ningún efecto frente a la decisión 
del juzgador respecto de la responsabilidad del procesado. La sospecha tiene que estar fundada en hechos 
específicos y articulados con palabras, esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas. De allí se deduce 
que el Estado no debe detener para luego investigar, por el contrario, sólo está autorizado a privar de la libertad 
a una persona cuando alcance el conocimiento suficiente para poder llevarla a juicio. 
67 Cfr. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras, párr. 90, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en 
Atenco Vs. México, párr. 251.  
68 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, párr. 77, Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 170, 
Caso Wong Ho Wing Vs. Perú, párr. 250, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, párr. 
250. La exigencia de dichos fines, encuentra fundamento en los artículos 7.3, 7.5 y 8.2 de la Convención (Cfr. 
Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 144). 
69 Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Serie C No. 135, párr. 197, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México, párr. 251. Esto 
significa: i) idóneas, o sea aptas para cumplir con el fin perseguido; ii) necesarias, en el sentido de que sean 
absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa respecto 
al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo 
propuesto, y iii) que resulten estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción 
del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal 
restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida (Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, 
párr. 92, Caso Argüelles y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr. 120, Caso Wong Ho Wing Vs. Perú, párr. 248, y 
Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, párr. 356).  
70 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 128, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco 
Vs. México, párr. 251. En efecto, la Corte ha considerado que cualquier restricción a la libertad que no contenga 
una motivación suficiente (artículo 8.1) que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será 
arbitraria y, por tanto, viola el artículo 7.3 de la Convención. De este modo, para que se respete la presunción 
de inocencia (artículo 8.2) al ordenarse medidas cautelares restrictivas de la libertad, es preciso que el Estado 
fundamente y acredite, de manera clara y motivada, según cada caso concreto, la existencia de los referidos 
requisitos exigidos por la Convención. 
71 Caso Garcia Asto y Ramirez Rojas Vs. Perú, párrs. 128 y 129 y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en 
Atenco Vs. México, párr. 251. 
72 Cfr. Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. 
Serie C No. 391., párr. 95, y mutatis mutandis. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 174.  

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491315/index.do
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suficientes que permitan suponer razonablemente que la persona sometida al proceso pudo 

haber participado en el ilícito que se investiga, deben estar fundados y expresados con base 

en hechos específicos, esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas. De allí se 

deduce que el Estado no debe detener para luego investigar, por el contrario, sólo está 

autorizado a privar de la libertad a una persona cuando alcance el conocimiento suficiente 

para poder llevarla a juicio73.  

 

106. Respecto del segundo punto, la Corte ha afirmado que corresponde a la autoridad 

judicial desarrollar un juicio de proporcionalidad al momento de imponer una medida 

privativa de la libertad. La Corte ha considerado la detención preventiva como una medida 

cautelar y no punitiva74, que debe aplicarse excepcionalmente al ser la más severa que se 

puede imponer al procesado de un delito que goza del principio de presunción de 

inocencia75. A su vez, este Tribunal ha indicado en otros casos que la privación de libertad 

de un imputado o de una persona procesada por un delito no puede residir en fines 

preventivo-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena76. En consecuencia, ha 

indicado que la regla debe ser la libertad del procesado mientras se resuelve acerca de su 

responsabilidad penal77. 

 

107. En consideración a lo anterior, corresponde a la autoridad judicial imponer medidas de 

esta naturaleza únicamente cuando acredite que: a) la finalidad de las medidas que priven 

o restrinjan la libertad sea compatible con la Convención; b) que las medidas adoptadas sean 

las idóneas para cumplir con el fin perseguido; c) que sean necesarias, en el sentido de que 

sean absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una 

medida menos gravosa respecto al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan 

con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto, y d) que resulten estrictamente 

proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la 

libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante 

tal restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida78. 

                                                             
73 Cfr. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279, párr. 311, y Caso Romero 
Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 
96. 
74 Cfr. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. 
Serie C No. 319., párr. 122, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 97.  
75 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 106, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 97.  
76 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 103, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 97. 
77 Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. 
Serie C No. 141., párr. 67, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 98. 
78 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 92, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 98. 
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108. En lo que refiere al primer punto, el Tribunal interamericano ha indicado, que la medida 

solo se debe imponer cuando sea necesaria para la satisfacción de un fin legítimo, a saber: 

que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la 

justicia79. Asimismo, ha destacado que el peligro procesal no se presume, sino que debe 

realizarse la verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas 

del caso concreto80. La exigencia de dichos fines encuentra fundamento en los artículos 7.3, 

7.5 y 8.2 de la convención. El artículo 7.5 establece que “[t]oda persona detenida o retenida 

debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para 

ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o 

a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 

condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio”. El sentido de esta 

norma indica que las medidas privativas de la libertad en el marco de procedimientos 

penales son convencionales, siempre que tengan un propósito cautelar, es decir, que sean 

un medio para la neutralización de riesgos procesales, en particular la norma se refiere a la 

finalidad relacionada con la comparecencia al proceso. 

 

109. El artículo 8.2 por su parte, contiene el principio de presunción de inocencia, según el 

cual una persona es inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada. De esta garantía 

se desprende que los elementos que acreditan la existencia de los fines legítimos tampoco 

se presumen, sino que el juez debe fundar su decisión en circunstancias objetivas y ciertas 

del caso concreto81, que corresponde acreditar al titular de la persecución penal y no al 

acusado82, quien además debe tener la posibilidad de ejercer el derecho de contradicción y 

estar debidamente asistido por un abogado. Además, la Corte ha sostenido que la gravedad 

del delito que se le imputa no es, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión 

preventiva83.  

 

110. De este modo, el Tribunal considera que únicamente deben ser considerados como 

finalidades legítimas, aquellas que están atadas directamente con el desarrollo eficaz del 

proceso, es decir, que estén vinculadas con el peligro de fuga del procesado, directamente 

                                                             
79 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 
77, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. 
Serie C No. 391., párr. 99. 
80 Cfr. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354., párr. 357, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 99. 
81 Cfr. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354., párr. 357, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 101. 
82 Cfr. Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. 
Serie C No. 391., párr. 101, y TEDH. Caso Ilijkov Vs. Bulgaria, Sentencia de 26 de julio de 2001, aplicación N° 
33977/96, párr. 85 
83 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 74, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 101. 
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establecido en el artículo 7.5 de la Convención Americana, y aquella que busca evitar que 

el procesado impida el desarrollo del procedimiento. 

113. En primer lugar, la Corte recuerda que la privación de libertad del imputado debe 

cumplir con el requisito de legalidad, de forma tal que la imposición de la prisión preventiva 

debe ser impuesta “por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las 

Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. […] 

115. En segundo lugar, el Tribunal recuerda que la privación de libertad del imputado sólo 

debe tener como fin legítimo el asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del 

procedimiento ni eludirá la acción de la justicia84. El peligro procesal no se presume, sino 

que debe realizarse la verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias 

objetivas y ciertas del caso concreto85. […] 

116. La Corte considera que la verificación de la existencia de indicios que permitan suponer 

la responsabilidad de la conducta cumple la función de prevenir que una persona sea 

detenida sobre la base de la mera sospecha o percepción personal respecto de su 

responsabilidad, y de esta forma se constituye como una garantía más de la persona a la 

hora de proceder a la aplicación de la prisión preventiva. Sin embargo, la comprobación de 

dichos indicios no constituye per se una finalidad legítima para la adopción de la medida de 

prisión preventiva, pues esto constituiría un juicio anticipado sobre la culpabilidad de la 

persona imputada y una violación al principio de presunción de inocencia. La determinación 

de la finalidad de la prisión preventiva requiere un análisis independiente, mediante el cual 

el juez funde su decisión en circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto86, que 

corresponde acreditar al titular de la persecución penal y no al acusado87, quien además 

debe tener la posibilidad de ejercer el derecho de contradicción y estar debidamente asistido 

por un abogado88. […]  

 

c. Arbitrariedad de la prisión preventiva.  

 

                                                             
84 Cfr. Caso Servellón García. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 90, y Caso Romero 
Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 
99. 
85 Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 206, párr. 115, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 99.  
86 Cfr. Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de abril de 2018, párr. 357, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 99. 
87 Cfr. Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. 
Serie C No. 391., párr. 101, y TEDH. Caso Ilijkov Vs. Bulgaria, Sentencia de 26 de julio de 2001, aplicación N° 
33977/96, párr. 85. 
88 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 74, y Cfr. Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 391., párr. 101. 
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Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú 

203. Respecto a la arbitrariedad referida en el artículo 7.3 de la Convención, la Corte ha 

establecido que nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y 

métodos que –aun calificados de legales- puedan reputarse como incompatibles con el 

respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas, irrazonables, 

imprevisibles o faltos de proporcionalidad89. En este sentido, la arbitrariedad de la que habla 

el artículo 7.3 convencional tiene un contenido jurídico propio, cuyo análisis sólo es necesario 

cuando se trata de detenciones consideradas legales. No obstante, se requiere que la ley 

interna, el procedimiento aplicable y los principios generales expresos o tácitos 

correspondientes sean, en sí mismos, compatibles con la Convención. Así, no se debe 

equiparar el concepto de “arbitrariedad” con el de “contrario a ley”, sino que debe 

interpretarse de manera más amplia a fin de incluir elementos de incorrección, injusticia e 

imprevisibilidad90. 

d. Duración de la prisión preventiva. 

 

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador.  

120. Respecto a la razonabilidad temporal de la detención, la Corte ha señalado que cuando 

el plazo de la prisión preventiva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá limitar la libertad 

del imputado con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, 

distintas de la privación de libertad91. De conformidad al artículo 7.5 de la Convención, la 

persona detenida tiene derecho “a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta 

en libertad”. Por ende, si una persona permanece privada preventivamente de su libertad y 

las actuaciones no transcurren en un tiempo razonable, se vulnera dicha disposición 

convencional (el artículo 7.5 de la Convención).  

 

Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. 

 

213. En casos relativos a detenciones preventivas en el marco de procesos penales, la Corte 

ha señalado que esta norma impone límites temporales a la duración de la prisión preventiva 

y, en consecuencia, a las facultades del Estado para asegurar los fines del proceso mediante 

esta medida cautelar. Cuando el plazo de la detención preventiva sobrepasa lo razonable, 

el Estado podrá limitar la libertad del imputado con otras medidas menos lesivas que 

aseguren su comparecencia al juicio, distintas de la privación de libertad92.  

                                                             
89 Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. 
Serie C No. 16, párr. 47, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 355 
90 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, supra, párrs. 92 y 96, y Caso Amrhein y otros Vs. 
Costa Rica, supra, párr. 355. 
91 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 70, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 109. 
92 Cfr. Caso Barrari Vs. Argentina, supra, párr. 70, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 362. 
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214. Además de sus efectos en el ejercicio del derecho a la libertad personal, tanto la 

Comisión como la Corte han indicado que el uso indebido de la detención preventiva puede 

tener un impacto en el principio de presunción de inocencia contenido en el artículo 8.2 de 

la Convención. Al respecto se ha destacado la importancia del criterio de razonabilidad, pues 

mantener privada de libertad a una persona más allá del tiempo razonable para el 

cumplimiento de los fines que justifican su detención equivaldría, en los hechos, a una pena 

anticipada93 y la convierte en una medida punitiva y no cautelar, lo cual desnaturaliza dicha 

medida y, por tanto, transgrede el artículo 8.2 de la Convención94. 

e. Impugnación de la prisión preventiva: recursos efectivos. 

  

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador.  

116. La Corte ha determinado que son las autoridades nacionales las encargadas de valorar 

la pertinencia o no, de mantener las medidas cautelares que emitan conforme a su propio 

ordenamiento95. La detención preventiva debe estar sometida a revisión periódica, de tal 

forma que no se prolongue cuando no subsistan las razones que motivaron su adopción96. 

El juez debe valorar periódicamente si las causas, necesidad y proporcionalidad de la medida 

se mantienen, y si el plazo de la detención ha sobrepasado los límites que imponen la ley y 

la razón. En cualquier momento en que aparezca que la prisión preventiva no satisface estas 

condiciones, deberá decretarse la libertad. Al evaluar la continuidad de la medida, “las 

autoridades internas deben ofrecer los fundamentos suficientes que permitan conocer los 

motivos por los cuales se mantiene la restricción de la libertad, la cual, para que sea 

compatible con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe estar fundada en la 

necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las 

investigaciones ni eludirá la acción de la justicia”97. De igual forma, ante cada solicitud de 

liberación del detenido, el juez tiene que motivar, aunque sea en forma mínima, las razones 

por las cuales considera que la prisión preventiva debe mantenerse98.  

 

129. Conforme lo ha establecido la Corte, el artículo 7.6 de la Convención protege el derecho 

de toda persona privada de la libertad a recurrir la legalidad de su detención ante un juez o 

tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de la privación 

                                                             
93 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 
77, y Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. 
Serie C No. 319, párr. 122.   
94 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, supra, párrs. 110 y 111, y Caso Arguelles y otros Vs. Argentina, supra, párr. 
131. 
95 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Iñiguez Vs. Ecuador, párr. 107 y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 
111. 
96 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 74, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 111.  
97 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 74, y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 111. 
98 Caso Arguelles y Otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
20 de noviembre de 2014. Serie C No. 288, párr. 122 y Caso Romero Feris Vs. Argentina, párr. 111. 
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de libertad y, en su caso, decrete su libertad99. Al respecto, la Corte ha destacado que la 

autoridad que debe decidir la legalidad del arresto o detención debe ser un juez o tribunal. 

Asimismo, ha precisado que los recursos disponibles para el cumplimiento de esta garantía 

“no sólo deben existir formalmente en la legislación sino que deben ser efectivos, esto es, 

cumplir con el objetivo de obtener sin demora una decisión sobre la legalidad del arresto o 

de la detención”100. 

 

Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. 

210. Ha sido criterio de este Tribunal que una detención o prisión preventiva debe estar 

sometida a revisión periódica, de tal forma que no se prolongue cuando no subsistan las 

razones que motivaron su adopción. En este orden de ideas, el juez no tiene que esperar 

hasta el momento de dictar sentencia absolutoria para que una persona detenida recupere 

su libertad, sino que debe valorar periódicamente si las causas, necesidad y proporcionalidad 

de la medida se mantienen, y si el plazo de la detención ha sobrepasado los límites que 

imponen la ley y la razón. En cualquier momento en que aparezca que la prisión preventiva 

no satisface estas condiciones, deberá decretarse la libertad, sin perjuicio de que el proceso 

respectivo continúe101. 

 

f. Legalidad de la detención  

 

Caso Azul Rojas Marín y Otra Vs. Perú. 

110. La Corte ha expresado que la restricción del derecho a la libertad personal únicamente 

es viable cuando se produce por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por 

las Constituciones Políticas o por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material), y 

además, con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en las mismas 

(aspecto formal)102. Y ello en mérito de que es la propia Convención la que remite al derecho 

interno del Estado concernido, motivo por el que tal remisión no importa que la Corte deje 

de fallar de acuerdo a la Convención103, sino precisamente hacerlo conforme a ella y no 

según el referido derecho interno. La Corte no realiza, en tal eventualidad, un control de 

constitucionalidad ni tampoco de legalidad, sino únicamente de convencionalidad. 

                                                             
99 Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 de 30 de enero de 1987, párr. 33; Caso Romero Feris Vs. 
Argentina, párr. 122. 
100 Cfr. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio de 2005. 
Serie C No.129, párr. 97; Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, párr. 370. 
101 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, supra, párr. 76, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 362. 
102 Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. 
Serie C No. 16, párr. 47, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas, supra, párr. 94. 
103 Artículo 62.3 de la Convención. 
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111. Lo anterior es precisamente lo que ocurre con el artículo 7.2 de la Convención 

Americana, el que establece que “nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las 

causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los 

Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas”. Así, en cuanto al requisito de 

legalidad de la detención, el Tribunal ha señalado que al remitir a la Constitución y leyes 

establecidas “conforme a ellas”, el estudio de la observancia del artículo 7.2 de la 

Convención implica el examen del cumplimiento de los requisitos establecidos tan 

concretamente como sea posible y “de antemano” en dicho ordenamiento en cuanto a las 

“causas” y “condiciones” de la privación de la libertad física. Si la normativa interna, tanto 

en el aspecto material como en el formal, no es observada al privar a una persona de su 

libertad, tal privación será ilegal y contraria a la Convención Americana, a la luz del artículo 

7.2104. 

  

IV. DERECHO A LAS GARANTÍAS PROCESALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL 

(ARTÍCULOS 8 Y 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS). 

 

a. Contenido del Derecho a las Garantías Judiciales. 

 

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador. 

174. La Corte ha establecido que si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula 

“Garantías Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, 

“sino al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales105” a efecto 

de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier acto emanado del 

Estado que pueda afectar sus derechos106. 

 

175. Así, para que en un proceso existan verdaderas garantías judiciales conforme a las 

disposiciones del artículo 8 de la Convención, es preciso que se observen todos los requisitos 

que “sirv[a]n para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un 

derecho”107, es decir, las “condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada 

                                                             
104 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas, supra, párr. 57, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas, supra, párr. 94. 
105 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A, No. 9, párr. 27. 
106 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 
2001. Serie C No. 71, párr. 69 y Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019, Serie C, No. 396, párr. 198. 
107 Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 147 y Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380, párr. 144.  
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defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial”108. 

 

176. Además, la Corte ha establecido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la 

Convención, en la determinación de los derechos y obligaciones de las personas, de orden 

penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, se deben observar “las debidas 

garantías” que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido 

proceso; y que el incumplimiento de una de esas garantías conlleva una violación de dicha 

disposición convencional109. Asimismo, ha indicado que el artículo 8.2 de la Convención 

establece, adicionalmente, las garantías mínimas que deben ser aseguradas por los Estados 

en función del debido proceso legal110. Por ello, es un derecho humano el obtener todas las 

garantías mínimas que permitan alcanzar decisiones justas, las cuales deben respetarse en 

cualquier procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas111. 

 

Caso Hernández Vs. Argentina.  

 

122. Por otro lado, este Tribunal ha sostenido que el deber de motivación es una de las 

debidas garantías incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho al debido 

proceso112. La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar 

a una conclusión113. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada a la recta 

administración de justicia, que le garantiza a los ciudadanos el derecho a ser juzgados por 

las razones que el derecho otorga, a la vez que brinda credibilidad a las decisiones judiciales 

en una sociedad democrática114. La motivación de un fallo debe permitir conocer cuáles son 

los hechos, motivos y normas en las que se basó el órgano que lo dictó. Además, debe 

mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el 

conjunto de pruebas ha sido analizado115. 

                                                             
108 Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago, párr. 147, y Caso Álvarez Ramos Vs. 
Venezuela, parr. 144. 
109 Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
2006. Serie C No. 151, párr. 117, y Caso López y otros Vs. Argentina, párr. 200.  
110 Cfr. Caso Baena Ricardo Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. 
Serie C No. 72, párr. 137. 
111 Caso Baena Ricardo Vs. Panamá, párr. 127, y Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. 
Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C 
No. 268, párr. 167. 
112 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 78, y Caso 
Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 268. 
113 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 107, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de abril de 2018. Serie C No. 354, 
párr. 268. 
114 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 77, y Caso 
Amrhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
abril de 2018. Serie C No. 354, párr. 268. 
115 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 78, y Caso 
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b. Debido proceso. 

 

Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. 

Argentina. 

294. Respecto de las garantías judiciales comprendidas en el artículo 8.1 de la Convención, 

esta Corte ha entendido que el debido proceso legal “abarca las condiciones que deben 

cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones 

que están bajo consideración judicial”116. Por otro lado, el artículo 25 de la Convención 

contempla “la obligación de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su 

jurisdicción, un recurso judicial sencillo, rápido y efectivo ante juez o tribunal 

competente"117. Los artículos 8, 25 y 1 se encuentran interrelacionados en la medida que 

“[l]os […] recursos judiciales efectivos […] deben ser sustanciados de conformidad con las 

reglas del debido proceso legal, […] dentro de la obligación general a cargo de los […] 

Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 

Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (art. 1)”118. La efectividad 

de los recursos debe evaluarse en el caso particular teniendo en cuenta si “existieron vías 

internas que garantizaran un verdadero acceso a la justicia para reclamar la reparación de 

la violación”119. 

 

c. Presunción de inocencia. 

 

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador. 

135. El artículo 8.2 de la Convención establece que “[t]oda persona inculpada de delito tiene 

derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 

culpabilidad”.  

 

                                                             
Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie 
C No. 351, párr. 187. 
116  Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 
2001, Serie C No. 71, párr. 69, párr. 108, y Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396, párr. 199. 
117  Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
5 de julio de 2011, Serie C No. 228, párr. 95, y Caso López y otros Vs. Argentina, párr. 209. 
118  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. 
Serie C No. 1, párr. 91, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393, párr. 64. 
119  Caso Goiburú y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 153, párr. 120, y Caso García Lucero y otras Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo y Reparaciones. 
Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 267, párr. 182. 
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136. Tal como lo ha expresado la Corte, la prisión preventiva constituye la medida más 

severa que se puede imponer a una persona imputada y, por ello, debe aplicarse 

excepcionalmente: la regla debe ser la libertad de la persona procesada mientras se resuelve 

acerca de su responsabilidad penal120. Uno de los principios que limitan la prisión preventiva 

es el de presunción de inocencia, contenido en el artículo 8.2, según el cual una persona es 

inocente hasta que su culpabilidad sea demostrada121. De esta garantía se desprende que 

los elementos que acreditan la existencia de los fines legítimos de la privación preventiva 

de la libertad tampoco se presumen, sino que el juez debe fundar su decisión en 

circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto122, que corresponde acreditar al titular 

de la persecución penal y no al acusado, quien, además, debe tener la posibilidad de ejercer 

el derecho de contradicción y estar debidamente asistido por un abogado123. Así, la Corte 

ha sostenido que las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito 

que se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva124. 

 

 

d. Derecho a contar con una comunicación previa y detallada de la acusación. 

 

Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú.  

127. En este sentido el artículo 8.2.b de la Convención establece que “Toda persona 

inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 

legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 

igualdad, a las siguientes garantías mínimas: […] b) la comunicación previa y detallada al 

inculpado de la acusación formulada”. Este precepto ordena a las autoridades competentes 

notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, con una descripción clara, 

detallada y precisa de los hechos que se le imputan, las razones por las cuales se le acusa 

y los delitos o faltas por los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa 

a la realización del proceso. 

 

128. Si bien el contenido de la notificación variará de acuerdo al avance de las investigaciones, 

y la naturaleza del proceso como mínimo el investigado deberá conocer con el mayor detalle 

                                                             
120 Entre otros, Caso Tibi Vs. Ecuador, párr. 106; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador, párr. 74; Caso Palamara 
Iribarne Vs. Chile, párr. 196; Caso Lopez Alvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 
de febrero de 2006. Serie C No 191, párr. 67 y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 72. 
121 Cfr. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. 
Serie C No. 111, párr. 153 y Caso Hernández Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C No 395, párr. 109. 
122 Cfr Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, párr. 357, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 109. 
123 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 74 y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 116. 
124 Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras, párr. 69 y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 109. En el mismo 
sentido la Comisión Interamericana ha sostenido que: “Por lo tanto, es contrario a esta norma y al derecho a la 
presunción de inocencia, e incongruente con el principio de interpretación pro homine, el que se justifique la 
detención previa al juicio en fines preventivos como la peligrosidad del imputado, la posibilidad de que cometa 
delitos en el futuro o la repercusión social del hecho. No sólo por las razones expuestas, sino porque se apoyan 
en criterios de derecho penal material, no procesal, propios de la respuesta punitiva. Informes sobre el uso de 
la prisión preventiva en las Américas. OEA/Ser.L/V/II. Doc. 46/13. 30 diciembre 2013, párr. 144. 
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posible los hechos que se le atribuyen, llegando a su punto máximo cuando se produce la 

presentación formal y definitiva de cargos125. Esta Corte ha establecido que el investigado, 

antes de declarar, tiene que conocer de manera oficial cuáles son los hechos que se le 

imputan, no sólo deducirlos de las preguntas que se le formulan126. Además este Tribunal 

advierte que dicha obligación estatal adquiere mayor relevancia cuando se trata de procesos 

penales y el procesado se encuentra sujeto a una medida privativa de libertad como en el 

presente caso127.  

 

e. Plazo razonable. 

 

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador. 

178. Conforme estableció la Corte, el principio de “plazo razonable” tiene como finalidad 

impedir que los acusados permanezcan largo tiempo bajo acusación y asegurar que ésta se 

decida prontamente128. Así, una demora prolongada en el proceso puede llegar a constituir, 

por sí misma, una violación a las garantías judiciales129.  

 

179. La evaluación del plazo razonable se debe analizar, en cada caso, en relación con la 

duración total del proceso. De esta manera, la Corte ha considerado cuatro elementos para 

analizar si se cumplió con la garantía del plazo razonable: i) la complejidad del asunto, ii) la 

actividad procesal del interesado, iii) la conducta de las autoridades judiciales, y iv) la 

afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. Sobre 

el tema, la Corte recuerda que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los 

criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los 

casos y, en la eventualidad de que éste no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones 

para hacer su propia estimación al respecto130. 

 

180. Del mismo modo, se ha señalado que el “plazo razonable” al que se refiere el artículo 

8.1 de la Convención se debe apreciar en relación con la duración total del proceso, desde 

                                                             
125  Cfr. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 
2013, párrafo 199, y Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de 
noviembre de 2009, párr. 31. 
126  Cfr. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005, párrs. 
67 y 68, y Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre 
de 2013, párr. 199.   
127  Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005, párr. 
225, y Caso J. Vs. Perú, supra, párr. 199.  
128 Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 70. 
129 Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago, párr. 145, y Caso Jenkins Vs. Argentina, 
párr. 106. 
130 Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156, y Caso Jenkins Vs. Argentina, párr. 106. 
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el primer acto procesal hasta que se dicte una decisión definitiva, incluyendo los recursos 

de instancia que pudieran eventualmente presentarse131. […] 

Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela.  

a) Sobre la complejidad del caso 

113. En relación al primer elemento, este Tribunal ha tenido en cuenta diversos criterios 

para determinar la complejidad de un asunto. Entre ellos se encuentra i) la complejidad de 

la prueba132; ii) la pluralidad de sujetos procesales133 o la cantidad de víctimas134; iii) el 

tiempo transcurrido desde que se ha tenido la noticia del presunto hecho delictivo135; iv) las 

características del recurso contenidos en la legislación interna136, o v) el contexto en el que 

ocurrieron los hechos137. 

b) La actividad procesal de los interesados 

117. En relación con este segundo elemento, corresponde a la Corte evaluar si los 

interesados realizaron intervenciones que les eran razonablemente exigibles en las distintas 

etapas procesales138. Al respecto, el Estado alegó que las presuntas víctimas contribuyeron 

a incrementar la duración del proceso penal; sin embargo, este Tribunal considera que la 

ausencia preliminar a una diligencia judicial o el hecho de presentar un recurso de recusación 

contra una jueza, tal como ha sido alegado por el Estado, son intervenciones que eran 

razonablemente exigibles por parte de los interesados. 

c) La conducta de las autoridades judiciales 

118. En cuanto a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte ha entendido que, como 

rectoras del proceso, tienen el deber de dirigir y encausar el procedimiento judicial con el 

                                                             
131 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 71, y Caso Wong Ho Wing Vs. Perú, párr. 209. 
132 Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero de 1997. 
Serie C No. 30, párr. 78, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr. 166 
133 Cfr. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio de 2005. 
Serie C No. 129, párr. 106, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr. 166. 
134 Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párr. 156 y Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia, 
párr. 107. Del mismo modo, véase Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
6 de abril de 2006. Serie C No. 147, párr. 152, y Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 155, párr. 103, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, 
párr. 166. 
135 Mutatis mutandis, Cfr. Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 2008. Serie C No. 186, párr. 150, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. 
Colombia, párr. 107. 
136 Cfr. Caso Salvador Chiriboga Vs. Ecuador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. 
Serie C No. 179, párr. 83, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr. 166. 
137 Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, párr. 156, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr. 
166.  
138 Cfr. Caso Fornerón e hija Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril de 2012. 
Serie C No. 242, párr. 69, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr. 166. 
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fin de no sacrificar la justicia y el debido proceso en pro del formalismo139. En el presente 

caso la Corte nota que: a) luego de la presentación de la acusación por parte del Ministerio 

Público el 13 de junio de 2003140, el proceso pasó a etapa de juicio oral y público el 18 de 

enero de 2007 luego de que transcurrieran casi cuatro años141; b) en el trámite del recurso 

de apelación interpuesto por el Ministerio Público el 19 de julio de 2007142, el proceso estuvo 

suspendido al menos siete meses por la inhibición de la Magistrada Presidente de la Corte 

de Apelaciones143, y la decisión final sobre dicho recurso se adoptó finalmente casi dos años 

después el 1 de abril de 2009144; c) Luego de la interposición del recurso de casación, el 

trámite duró aproximadamente dos años adicionales hasta la decisión de 14 de diciembre 

de 2011145; d) Finalmente, el nuevo proceso judicial concluyó con sentencia absolutoria el 4 

                                                             
139 Cfr. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2003. Serie C No. 101, párr. 211, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr. 166. 
140 Cfr. Escrito de acusación de la Fiscalía Novena de la Circunscripción Judicial del estado Aragua de 13 de junio 
de 2003 (expediente de prueba, folio 10 a 48). 
141 Cfr. Acta de juicio unipersonal oral y público (Continuación) del Juzgado Quinto de Juicio de 25 de enero de 

2007 (expediente de prueba, folios 860 a 866). 
142 Cfr. Recurso de apelación de la Fiscalía Novena de la Circunscripción Judicial del estado Aragua de 19 de julio 
de 2007 (expediente de prueba, folios 6480 y 6548). 
143 Cfr. Corte de Apelaciones, Circuito Judicial Penal del estado Aragua. Inhibición de la Magistrada Fabiola 

Colmenarez de 29 de abril de 2008 (expediente de prueba, folio 4431). En el transcurso de todo el proceso hubo 

ocho inhibiciones que suspendieron el proceso en los siguientes periodos: a) El primer periodo tardó un año y 

cuatro meses a causa de la inhibición de la Magistrada Fabiola Colmenarez, seguido por tres excusas de los 

suplentes del 16 de marzo de 2004 al 10 de marzo de 2005, resolviéndose hasta el 26 de julio de 2005. Cfr. 

Corte de Apelaciones, Circuito Judicial Penal del estado Aragua. Inhibición de la Magistrada Fabiola Colmenarez 

de 16 de marzo de 2004 (expediente de prueba, folio 1010), y Corte de Apelaciones, Circuito Judicial Penal del 

estado Aragua. Excusa del abogado Attaway Diego Marcano Ruiz de 24 de setiembre de 2004 (expediente de 

prueba, folio 1024). Tribunal Penal de Juicio de Puerto Cabello. Excusa de la Jueza Anna María Del Giaccio Celli 

de 9 de marzo de 2005 (expediente de prueba, folio 1032), y Tribunal de Primera Instancia en función de juicio. 

Circuito Judicial Penal del estado Carabobo. Excusa de la Jueza Carina Zacchei Manganilla de 10 de marzo de 

2005 (expediente de prueba, folio 1034); b) La resolución de la apelación interpuesta por parte de la Fiscal 

Noveno del Ministerio Público del estado Aragua de 19 de julio de 2007, fue suspendida al menos siete meses, 

la Magistrada Fabiola Colmenarez se inhibe nuevamente de conocer la causa el 29 de abril de 2008. Cfr. Corte 

de Apelaciones, Circuito Judicial Penal del estado Aragua. Inhibición de la Magistrada Fabiola Colmenarez de 29 

de abril de 2008 (expediente de prueba, folio 4431); c) Finalmente, el recurso de casación de 6 de mayo de 

2009, se inhibió antes de conocer el recurso el Magistrado Alejandro Perrillo el 16 de junio de 2010, 

posteriormente se excusan dos suplentes, el primero de 23 de junio de 2010, luego la excusa de 3 de diciembre 

de 2010, lo que dio lugar a que dos años después se resolviera el recurso de casación el 14 de diciembre de 

2011. Cfr. Corte de Apelaciones, Circuito Judicial Penal del estado Aragua. Inhibición del Magistrado Alejandro 

Jose Perrillo Silva de 16 de junio de 2010 (expediente de prueba, folio 4837); Corte de Apelaciones, Circuito 

Judicial Penal del estado Aragua. Inhibición de la Magistrada Iris Brito Rausseo de 23 de junio de 2010 

(expediente de prueba, folio 4848), y Tribunal de Primera Instancia en función de juicio. Circuito Judicial Penal 

del estado Carabobo. Excusa de la Jueza Jalexi Sandoval de Sánchez de 3 de diciembre 2010 (expediente de 

prueba, folio 4890). 
144 Cfr. Sentencia de la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del Estado Aragua de 1 de abril de 2009 
(expediente de prueba, folios 6498 a 6511). 
145 Cfr. Decisión de la Sala Accidental No. 66 de la Corte de Apelaciones del Circuito Judicial Penal del estado 
Aragua de 14 de diciembre de 2011 (expediente de prueba, folios 172 a 184). 
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de setiembre de 2014146 y no fue apelada por el Ministerio Público de conformidad con lo 

señalado en el auto expedido por el juzgado competente147.  

 

f. Derecho a la defensa. 

 

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador. 

189. La Corte ha entendido que “[e]l derecho a la defensa es un componente central del 

debido proceso”, y que “debe necesariamente poder ejercerse desde que se señala a una 

persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza 

el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena”148. 

 

190. El artículo 8 de la Convención incluye garantías específicas respecto al derecho a la 

defensa. Así, en el literal “b” de su segundo apartado, se determina la necesidad de que se 

comunique “al inculpado” la “acusación” en su contra en forma “previa y detallada”. La Corte 

ha expresado que esta norma “rige incluso antes de que se formule una ‘acusación’ en 

sentido estricto, [pues p]ara que el mencionado artículo satisfaga los fines que le son 

inherentes, es necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su 

primera declaración ante cualquier autoridad pública”149.  

 

191. La Convención regula garantías para la defensa técnica, como el derecho a ser asistido 

por un defensor (artículo 8.2.d y e). Este último derecho se ve vulnerado cuando no se 

asegura que la defensa técnica pueda participar asistiendo al imputado en actos centrales 

del proceso, como, por ejemplo, en caso de recibirse la declaración del imputado sin la 

asistencia de su abogado defensor150. Así, en decisiones sobre casos anteriores respecto de 

Ecuador, la Corte ha considerado las circunstancias de que una persona “rindi[era] su 

declaración preprocesal ante el fiscal sin contar con la asistencia de un abogado defensor”, 

o que no tuviera esa asistencia al “momento de realizar el interrogatorio inicial ante la 

policía” como parte de un conjunto de hechos violatorios del segundo apartado del artículo 

8.2 en sus literales “d” y “e”151.  

                                                             
146 Cfr. Sentencia del Juzgado de Primer Instancia en lo Penal del Circuito Judicial Penal del estado Aragua en 
funciones de Segundo de Juicio de 4 de setiembre de 2014 (expediente de prueba, folios 6538 a 6582). 
147 Cfr. Auto del Juzgado de Primera Instancia del Circuito Judicial del estado Aragua en función de Segundo de 
Juicio de 28 de octubre de 2014 (expediente de prueba, folio 6584). 
148 Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 206, párr. 29, y Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador, párr. 181. 
149 Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 30 y Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador, párr. 182. 
150 Cfr. Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador, párrs. 193, 194 y 196, Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador, párr. 183 
151 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador, párrs. 193, 194 y 196, Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador, párrs. 124 y 126, y 
Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador, párr. 181-187. En sentido similar, en el caso Chaparro Álvarez y 
Lapo Íñiguez vs. Ecuador, párr. 158), la Corte encontró que la circunstancia de que la víctima “no cont[ara] con 
la presencia de un abogado defensor al momento de ser interrogado por parte de la Policía” formaba parte de 
hechos violatorios del artículo 8.2.d) de la Convención. 
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Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. 

142. Los literales d) y e) del artículo 8.2 expresan, dentro del catálogo de garantías mínimas, 

que el inculpado tiene derecho de “defenderse personalmente o de ser asistido por un 

defensor de su elección” y que si no lo hiciere tiene el “derecho irrenunciable de ser asistido 

por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna”. 

La Corte considera que esta garantía era aplicable al procedimiento disciplinario militar 

adelantado contra el señor Rosadio Villavicencio debido a que en el marco del mismo fue 

privado de su libertad.  

143. La Corte resalta que la defensa suministrada por el Estado debe ser efectiva, para lo 

cual el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas152. Esta Corte ha señalado que el 

investigado debe tener acceso a la defensa técnica en la diligencia en la que se recibe su 

primera declaración. Impedir a éste contar con la asistencia de su abogada o abogado 

defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona desequilibrio 

procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder punitivo153. 

174. A la luz de lo señalado supra respecto del derecho a la asistencia legal, el Tribunal 

recuerda que no basta que el procesado cuente con una abogada o abogado defensor para 

garantizar su derecho a la defensa, sino que se debe garantizar el ejercicio efectivo de dicha 

defensa, proporcionando el tiempo y los medios adecuados para preparar la misma154.  

175. Esta Corte ha considerado que nombrar a una defensora o defensor de oficio con el 

sólo objeto de cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa 

técnica, por lo que es imperante que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de 

proteger las garantías procesales del acusado y evite así que sus derechos se vean 

lesionados y se quebrante la relación de confianza. La Corte ha reconocido que para cumplir 

con este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas adecuadas. Entre ellas, contar 

con defensoras y defensores idóneos y capacitados que puedan actuar con autonomía 

funcional155.  

176. La Corte ha establecido que el derecho de defensa implica que esta sea eficaz, 

oportuna, realizada por personal técnico, que permita fortalecer la protección del interés 

concreto del imputado. Por ende, cualquier forma de defensa aparente resultaría violatoria 

                                                             
152 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 159, y Caso Martínez Coronado Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019. Serie C No. 376, párr. 83. 
153 Cfr. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009, 
párr. 62; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2010, párr. 155.   
154 Cfr. Caso Palamara Iribarne vs. Chile, párr. 170, y Caso Martínez Coronado Vs, Guatemala, supra, párrs. 83-84. 
155 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007, párr. 159, y Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de mayo de 2019, párr. 83.  
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de la Convención Americana.156 Asimismo, este Tribunal ha indicado que cuando el 

ordenamiento interno permita la defensa común de varios coimputados, corresponde al 

Estado, mediante las autoridades competentes, identificar si existen incompatibilidades y 

adoptar las medidas conducentes para que se garantice de forma efectiva el derecho a la 

defensa de los involucrados157.  

g. El derecho a ser oído. 

Caso Noguera y otra Vs. Paraguay.  

78. El artículo 8.1 de la Convención reconoce el derecho de toda persona a ser oída con las 

debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada en su contra o para la determinación de sus derechos, 

todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el 

libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se 

encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1)158. 

 

Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú.  

146. Esta Corte ha desarrollado el derecho a ser oído, previsto en el artículo 8.1 de la 

Convención, en el sentido general de comprender el derecho de toda persona a tener acceso 

al tribunal u órgano estatal encargado de determinar sus derechos y obligaciones159. La 

Corte ha reconocido que el derecho a ser oído comprende dos ámbitos: por un lado, un 

ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al órgano competente para que determine 

el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales (tales como la 

presentación de alegatos y la aportación de prueba). Por otra parte, ese derecho abarca un 

ámbito de protección material que implica que el Estado garantice que la decisión se 

produzca a través de un procedimiento que satisfaga el fin para el cual fue concebido160. 

 

h. El deber de investigar. 

 

                                                             
156 Cfr. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 
2015. Serie C No. 303, párr. 157, y Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala, supra, párr. 84. 
157 Cfr. Caso Martínez Coronado Vs. Guatemala, supra, párrs. 86 y 87. 
158 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. 
Serie C No. 1, párr. 91, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, párr. 151. 
159 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008, párr. 72, y Caso Wong Ho Wing 
Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 
297, párr. 228.    
160Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008, párr. 72; Caso Barbani Duarte y 
Otros Vs. Uruguay. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de octubre de 2011, párr. 120-122.  
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Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. 

81. La Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una obligación 

de medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 

propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como 

una mera gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las 

víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios161. 

Asimismo, la debida diligencia exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas 

actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se persigue162.  

82. Además, la Corte ha señalado de forma constante que, en el marco de la investigación, 

es crucial la importancia que tienen las primeras etapas de la investigación y el impacto 

negativo que las omisiones e irregularidades en tales etapas puede tener en las perspectivas 

reales y efectivas de esclarecer el hecho163. En ese sentido, en aras de garantizar la efectividad 

de la investigación se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento 

de líneas lógicas de investigación164.  

 

Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela  

103. Con respecto a la recaudación y conservación del material probatorio, este Tribunal ha 

dicho que “las diligencias realizadas para la investigación de los hechos deben ser valoradas 

en su conjunto y no compete a la Corte, en principio, resolver la procedencia de las medidas 

de investigación”165. En efecto, no le incumbe al Tribunal “sustituir a la jurisdicción interna 

estableciendo las modalidades específicas de investigación y juzgamiento en un caso 

concreto para obtener un mejor o más eficaz resultado, sino constatar si en los pasos 

efectivamente dados a nivel interno se violaron o no obligaciones internacionales del Estado 

derivadas […] de la Convención”166. Únicamente correspondería semejante análisis cuando 

pueda existir un notorio o flagrante apartamiento de las diligencias mínimas que se deben 

efectuar en este tipo de situaciones dispuesto en la norma interna que esté en violación del 

deber de debida diligencia167. De ese modo, el Tribunal tiene la posibilidad, en el ámbito de 

                                                             
161 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 177, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 393, párr. 
65. 
162 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo 
de 2005. Serie C No. 120, párr. 83, y Caso Omeara Carrascal y otros Vs. Colombia. Interpretación de la Sentencia 
de Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 389, párr. 211. 
163 Cfr. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, 
párr. 119, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala, párr. 73. 
164 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
marzo de 2005. Serie C No. 120, párrs. 88 y 105, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala, párr. 77. 
165 Cfr. Caso Castillo González y otros Vs. Venezuela. Fondo. Sentencia de 27 de noviembre de 2012. Serie C No. 
256, párr. 153, y Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 213. 
166 Cfr. Caso Nogueira de Carvalho y Otro Vs. Brasil. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 28 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 161, párr. 80, y Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México, párr. 213. 
167 Cfr. Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia, párr. 124 y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia, párr 
178. 
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su competencia, coadyuvante y complementaria, de examinar los procedimientos internos 

de investigación168, lo cual puede llevarlo a la determinación de fallas en la debida diligencia 

en los mismos169, aunque ello será procedente únicamente en tanto se evidencie que las 

falencias que se aduzcan pudieran haber afectado la investigación en su conjunto170. En ese 

sentido, no debe asumirse que fallas en medidas puntuales de investigación tuvieron un 

impacto negativo sobre el conjunto del proceso si, pese a ellas, la investigación tuvo un 

resultado efectivo en la determinación de los hechos171. 

 

Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala 

73. La Corte ha señalado de forma constante que la eficiente determinación de la verdad 

en el marco de la obligación de investigar una muerte debe mostrarse desde las primeras 

diligencias con toda acuciosidad172. En la investigación de la muerte violenta de una persona 

es crucial la importancia que tienen las primeras etapas de la investigación y el impacto 

negativo que las omisiones e irregularidades en tales etapas puede tener en las perspectivas 

reales y efectivas de esclarecer el hecho173. Conforme a lo anterior, este Tribunal ha 

especificado los principios rectores que son precisos observar en una investigación cuando 

se está frente a una muerte violenta, como la ocurrida en el presente caso. Las autoridades 

estatales que conducen la investigación deben realizar como mínimo, inter alia: i) identificar 

a la víctima; ii) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte; iii) 

identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte que se 

investiga; iv) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así como cualquier 

procedimiento o práctica que pueda haberla provocado, y v) distinguir entre muerte natural, 

muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario investigar exhaustivamente 

la escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma 

rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados174. 

74. Además, la Corte ha señalado a lo largo de su jurisprudencia, en relación con la escena 

del delito, que los investigadores deben, como mínimo: i) fotografiar dicha escena, cualquier 

otra evidencia física y el cuerpo como se encontró y después de moverlo; ii) recoger y 

                                                             
168 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala, párr. 222, y Caso Carvajal 
Carvajal y otros Vs. Colombia, párr. 117. 
169 Cfr. Caso Yarce y otras Vs. Colombia, párr. 282, y Caso Arrom Suhurt y otros Vs. Paraguay. Fondo. Sentencia 
de 13 de mayo de 2019. Serie C No. 377, párr. 143. 
170 Cfr. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
septiembre de 2010. Serie C No. 217, párr. 172, y Caso Arrom Suhurt y otros Vs. Paraguay, párr. 143. 
171 Cfr. Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. 
Serie C No. 269, párr. 167, y Caso Arrom Suhurt y otros Vs. Paraguay, párr. 143. 
172 Cfr. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, 
párr. 120, y Caso Ruiz Fuentes y Otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 384, párr. 178. 
173 Cfr. Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, 
párr. 119, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C No. 364, párr. 175. 
174 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 127, y Caso Ruiz Fuentes y Otra Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019.  Serie C No. 384, párr. 178. 
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conservar todas las muestras de sangre, cabello, fibras, hilos u otras pistas; iii) examinar el 

área en busca de huellas de zapatos o cualquier otra que tenga naturaleza de evidencia, y 

iv) hacer un informe detallando cualquier observación de la escena, las acciones de los 

investigadores y la disposición de toda la evidencia coleccionada175. La Corte también ha 

establecido que al investigar una escena del delito esta se debe preservar con el fin de 

proteger toda evidencia176. 

 

i. Regla de exclusión de prueba obtenida bajo coacción.  

 

Caso Montesinos Mejías Vs. Ecuador.   

196. La Corte ha observado que la regla de exclusión de pruebas obtenidas mediante la 

tortura o tratos crueles e inhumanos (en adelante “regla de exclusión”) ha sido reconocida 

por diversos tratados177 y órganos internacionales de protección de derechos humanos que 

han establecido que dicha regla es intrínseca a la prohibición de tales actos178. Al respecto, 

la Corte ha considerado que esta regla ostenta un carácter absoluto e inderogable179.  

 

                                                             
175 Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 301, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. 
Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 364, párr. 176. 
176 Cfr. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 281, párr. 254, y Caso Villamizar Durán y otros Vs. 
Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 364, párr. 176. 
177 El artículo 15 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
establece que “[t]odo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se demuestre que ha sido 
hecha como resultado de tortura pueda ser invocada como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de 
una persona acusada de tortura como prueba de que se ha formulado la declaración”. Por su parte, el artículo 
10 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura indica que “[n]inguna declaración que 
se compruebe haber sido obtenida mediante tortura podrá ser admitida como medio de prueba en un proceso, 
salvo en el que se siga contra la persona o personas acusadas de haberla obtenido mediante actos de tortura y 
únicamente como prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal declaración”. 
178 Al respecto, el Comité contra la Tortura ha señalado que “las obligaciones previstas en los artículos 2 (según 
el cual “en ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales como justificación de la tortura”), 15 (que 
prohíbe admitir como prueba las confesiones obtenidas mediante tortura, salvo en contra del torturador) y 16 
(que prohíbe los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes) deben respetarse en todo momento”. Cfr. 
Naciones Unidas. Comité contra la Tortura. Observación General No. 2, ‘Aplicación del artículo 2 por los Estados 
Partes’ de 24 de enero de 2008 (CAT/C/GC/2), párr. 6. Por su parte, el Comité de Derechos Humanos ha indicado 
lo siguiente: “Las garantías procesales nunca podrán ser objeto de medidas derogatorias que soslayen la 
protección de derechos que no son susceptibles de suspensión. (…) ninguna declaración o confesión o, en 
principio, ninguna prueba que se obtenga en violación de esta disposición podrá admitirse en los procesos 
previstos por el artículo 14, incluso durante un estado de excepción, salvo si una declaración o confesión obtenida 
en violación del artículo 7 se utiliza como prueba de tortura u otro trato prohibido por esta disposición”. Naciones 
Unidas. Comité de Derechos humanos. Observación general N° 32, El derecho a un juicio imparcial y a la igualdad 
ante los tribunales y cortes de justicia (HRI/GEN/1/Rev.9 (vol. I), párr 6. 
179 Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 165. 
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197. En este sentido, la Corte ha sostenido que la anulación de los actos procesales 

derivados de la tortura o tratos crueles constituye una medida efectiva para hacer cesar las 

consecuencias de una violación a las garantías judiciales180. Además, la Corte ha recalcado 

que la regla de exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales se haya cometido tortura o 

tratos crueles. Así, el artículo 8.3 de la Convención es claro al señalar que “[l]a confesión 

del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es decir 

que no se limita el supuesto de hecho a que se haya perpetrado un acto de tortura o trato 

cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de coacción. En efecto, al comprobarse cualquier 

tipo de coacción capaz de quebrantar la expresión espontánea de la voluntad de la persona, 

ello implica necesariamente la obligación de excluir la evidencia respectiva del proceso 

judicial. Esta anulación es un medio necesario para desincentivar el uso de cualquier 

modalidad de coacción181.  

 

198. Por otra parte, este Tribunal ha considerado que las declaraciones obtenidas mediante 

coacción no suelen ser veraces, ya que la persona intenta aseverar lo necesario para lograr 

que los tratos crueles o la tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor 

probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la 

persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo. Asimismo, la 

Corte ha manifestado que el carácter absoluto de la regla de exclusión se ve reflejado en la 

prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a la prueba obtenida directamente 

mediante coacción, sino también a la evidencia que se desprende de dicha acción182.  

 

100. La defensa pública corresponde a una función estatal o servicio público, pero se 

considera una función que debe gozar de la autonomía necesaria para ejercer 

adecuadamente sus funciones de asesorar según su mejor juicio profesional y en atención 

a los intereses del imputado, la Corte estima que el Estado no puede ser considerado 

responsable de todas las fallas de la defensa pública, dado la independencia de la profesión 

y el juicio profesional del abogado defensor. En este sentido, la Corte considera que, como 

parte del deber estatal de garantizar una adecuada defensa pública, es necesario 

implementar adecuados procesos de selección de los defensores públicos, desarrollar 

controles sobre su labor y brindarles capacitaciones periódicas183.  

j. Derecho a juez imparcial e independiente.  

 

Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. 

                                                             
180 Cfr. Caso Bayarri vs. Argentina, párr. 108; Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 166. 
181 Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 166. 
182 Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 167. 
183 Cfr. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador, supra, párr. 163. 
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186. El derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía fundamental 

del debido proceso184, debiéndose garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su 

función como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio185. Este 

Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una 

contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, 

de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que 

inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una 

sociedad democrática186. La imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes no tengan 

un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no 

se encuentren involucrados en la controversia187. Ello puesto que el juez debe aparecer 

como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, 

directa o indirecta188, sino única y exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho189. 

k. Derecho a la protección judicial y acceso a la justicia. 

 

Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. 

Argentina. 

295. La Corte ha precisado que el Estado está obligado a proveer recursos efectivos que 

permitan a las personas impugnar aquellos actos de autoridades que consideren violatorios 

de sus derechos “independientemente de si la autoridad judicial declarare infundado el 

reclamo de la persona que interpone el recurso por no estar cubierto por la norma que 

invoca o no encontrare una violación del derecho que se alega vulnerado”190. En esta línea, 

el Tribunal advierte que los artículos 8 y 25 de la Convención también consagran el derecho 

de obtener respuesta a las demandas y solicitudes planteadas a las autoridades judiciales, 

ya que la eficacia del recurso implica una obligación positiva de proporcionar una respuesta 

en un plazo razonable191. 

 

Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. 

                                                             
184 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 171, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 385.  
185 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 171, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 385. 
186 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 171, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 385. 
187 Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Serie C No. 135, párr. 146, y Caso Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 385. 
188 Principio 2 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la Judicatura. 
189 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 56, y Caso 
Amrhein y otros Vs. Costa Rica, supra, párr. 385. 
190 Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 101.  
191 Cfr. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2002. Serie 
C No. 97, párr. 57. En el mismo sentido, señalando que la responsabilidad estatal frente al derecho a la protección 
judicial implica la emisión de una decisión, Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú, párr. 103. 
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79. Este Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación 

de los Estados Parte de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial 

sencillo, rápido, y efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales192. 

Teniendo en cuenta lo anterior, es posible identificar dos obligaciones específicas del Estado. 

La primera, consiste en reconocer normativamente y asegurar la debida aplicación de recursos 

efectivos ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo su 

jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven la 

determinación de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los medios 

para ejecutar las respectivas decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades 

competentes, de manera que se protejan efectivamente los derechos declarados o 

reconocidos193. 

Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia 

Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB – SUNAT) Vs. Perú.  

103. En relación con el cumplimiento de las sentencias, la Corte ha indicado que la 

responsabilidad estatal no termina cuando las autoridades competentes emiten una decisión 

o sentencia, sino que requiere además que el Estado garantice los medios y mecanismos 

eficaces para ejecutar las decisiones definitivas, de modo que se protejan de manera 

efectiva los derechos declarados194. Asimismo, este Tribunal ha establecido que la efectividad 

de las sentencias depende de su ejecución, cuyo proceso debe tender a la materialización de 

la protección del derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación 

idónea de dicho pronunciamiento195. La Corte también ha señalado que para lograr 

plenamente la efectividad de la sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, integral 

y sin demora196.  

 

Caso Hernández Vs. Argentina.  

 

137. La Corte recuerda que el derecho a un recurso judicial efectivo incluya la obligación de 

la autoridad competente de examinar las razones invocadas por un demandante, de 

manifestarse expresamente sobre ellas, y de verificar el cumplimiento de sus fallos. Sin 

                                                             
192 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
5 de julio de 2011. Serie C No. 228, párr. 95, y Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396, párr. 209. 
193 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, párr. 237 y Caso López 
y otros Vs. Argentina, párr. 209. 
194 Cfr. Garantías judiciales en estados de emergencia (Arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 24, y Caso Muelle Flores 
Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C 
No. 375, párr. 125. 
195 Cfr. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 noviembre de 2002. Serie C 
No. 96, párr. 58, y Caso Romero Feris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre 
de 2019. Serie C No. 391, párr. 135. 
196 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
5 de julio de 2011. Serie C No. 228, párr. 105, y Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C No. 375, párr. 125. 
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embargo, esta obligación no implica que la efectividad de un recurso se mida en función de 

que éste produzca un resultado favorable para el demandante. La obligación del Estado de 

garantizar este derecho es una obligación de medios o comportamiento, por lo que, en el 

presente caso, el hecho de que el Juez de la Causa no arribara a la conclusión jurídica que 

deseaban los accionantes, no constituye per se una violación al derecho de acceso a la 

justicia. Sin perjuicio de ello, la Corte recuerda que, en virtud del artículo 8.1 de la 

Convención, las autoridades competentes tienen la obligación de motivar sus decisiones. Sin 

embargo, la argumentación de un fallo debe permitir conocer cuáles fueron los hechos, 

motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, de manera clara y 

expresa, a fin de descartar cualquier indicio de arbitrariedad. El deber de motivar no exige 

una respuesta detallada a todo argumento de las partes, sino que puede variar según la 

naturaleza de la decisión, por lo que corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha 

sido satisfecha197. 

 

143. La Corte ha señalado que por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional 

administración de justicia y la efectiva protección de los derechos de las personas, los 

Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad de los recursos 

internos, de carácter judicial o de cualquier otra índole. De tal manera que si bien dichos 

recursos internos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y 

fundadamente el asunto planteado, así como eventualmente proveer la reparación 

adecuada, no cabría considerar que siempre y en cualquier caso los órganos y tribunales 

internos deban resolver el fondo del asunto que les es planteado, sin que importe la 

verificación de los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del particular 

recurso intentado198. Asimismo, la Corte ha determinado que la aplicación de causales de 

admisibilidad de un recurso resulta compatible con la Convención Americana y la efectividad 

del recurso implica que potencialmente, cuando se cumplan dichos requisitos, el órgano 

judicial evalúe sus méritos199. 

 

 

 

 

 

 

                                                             
197 Cfr. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94, y Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. 
Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 383., párr. 75. 

198 Cfr. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 126. 
199 Cfr. Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94. 
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SEGUNDA PARTE: SENTENCIAS DESTACADAS  

 

I. PRINCIPIO DE NE BIS IN IDEM  RESPECTO DE LOS PROCESOS SEGUIDOS CONTRA 

UNA PRESUNTA VÍCTIMA: CASO ROSADIO VILLAVICENCIA VS. PERÚ.  

 

88. Cabe observar que ante esta Corte no se ha presentado previamente un supuesto en el 

cual se alegara que un Estado violó el principio ne bis in idem o el artículo 8.4 de la 

Convención en razón de que, con posterioridad a una sentencia condenatoria, la presunta 

víctima fue procesada y sancionada de nueva cuenta por la misma conducta. Se impone, 

por ende, considerar el alcance del artículo 8.4 de la Convención y determinar si abarca el 

presente supuesto.  

89. Es posible que la redacción del artículo 8.4 de la Convención genere dudas respecto del 

alcance del principio ne bis in idem, en razón de que su mero entendimiento exegético se 

limita al caso en que una persona sea juzgada por el mismo hecho por el que antes fue 

absuelta, lo que, a estar a ese entendimiento literal, el presente caso no estaría abarcado 

por esa norma, dado que se trataría eventualmente del mismo hecho por el que había sido 

condenada. Esta circunstancia requiere un análisis y adecuada interpretación del artículo 

8.4 –y en especial de su naturaleza- en relación con las particularidades del presente caso. 

Al respecto es menester precisar que el método exegético o literal de interpretación de 

textos jurídicos, conforme a la doctrina y jurisprudencia ampliamente difundida, debe ser 

armonizado con otros métodos de interpretación contenidos en la Convención de Viena 

sobre el Derecho de los Tratados, y otros tratados internacionales de Derechos Humanos. 

A este respecto, cabe entender que las garantías del artículo 8º por una parte constituyen 

un Derecho Humano previsto en la Convención y, por otra parte, no son limitativas por lo 

que debe interpretarse que su texto abarca todo lo que sea necesario para realizar las 

normas garantizadoras referidas al derecho penal material o de fondo y otras normas de 

derecho internacional aplicables.   

90. En aplicación del artículo 29.b de la Convención, la Corte recuerda que “[n]inguna 

disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: [...] b) limitar 

el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo 

con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que 

sea parte uno de dichos Estados” [...]. En este sentido, cabe observar que el artículo 14.7 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) dispone que “[n]adie podrá 

ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por 

una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país”200. 

                                                             
200 El Comité de Derechos Humanos ha emitido 35 observaciones generales (la última en 2014) dentro de las 
cuales se ha pronunciado acerca del contenido del PIDCP y los alcances de diversos principios aplicables a la 
administración de justicia, entre ellos la garantía de ne bis in idem. En su observación 13, al examinar los 
informes de los Estados, el Comité advirtió que se han expresado con frecuencia opiniones diferentes sobre el 
alcance del párrafo 7 del artículo 14. Algunos Estados Partes han sentido, incluso, la necesidad de formular 
reservas sobre los procedimientos para la reanudación de procesos penales. El Comité estimó que la mayoría de 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491305/index.do


42 | P á g i n a  
 

Conforme al PIDCP el ne bis in idem comprende una garantía procesal (“nadie puede ser 

juzgado”), pero también una garantía de derecho penal material (también llamado “de 

fondo”), que se expresa con el agregado “ni sancionado”. 

 

91. Sin perjuicio de lo anterior, de entenderse que la Convención sólo contiene la garantía 

procesal y no la material –tal como surgiría de su mera interpretación literal- debería 

entenderse que ésta habilita a los Estados para imponer puniciones plurales por un mismo 

hecho, lo que en verdad no está previsto en ninguna legislación penal vigente en los países 

miembros y, conforme al PIDCP, tampoco en el Sistema Universal de Derechos Humanos. 

De toda forma, debe tenerse presente que el Perú firmó el PIDCP el 11 de agosto de 1977, 

y lo ratificó el 28 de abril de 1978201. 

 

92. Ahora bien, el artículo 8.4 de la Convención se encuentra bajo el acápite “Garantías 

Judiciales”, es decir que, claramente se refiere a una garantía de carácter procesal. El 

derecho procesal penal (también llamado “derecho penal de forma”) se distingue del 

derecho penal (también llamado “derecho penal material”) por el carácter diferencial de sus 

respectivas sanciones: la violación de las normas procesales acarrea la sanción de nulidad, 

en tanto que la de las normas penales habilita la imposición de una pena. Por ende, sus 

prescripciones deben estar dispuestas para contribuir a la del derecho penal material”202. “El 

derecho penal determina sólo la pena que en cada caso corresponde y sus requisitos; el 

procesal determina las actividades humanas que han de realizarse para lograr la inflicción 

de la pena en su caso”, por lo que el derecho procesal penal “no se podría imaginar sin el 

derecho penal”203. 

 

93. Conforme a lo expuesto, la garantía “judicial” de la prohibición del ne bis in idem, dado 

su carácter procesal, debe entenderse siempre como “realizadora” del derecho penal 

material y, por ende, por limitada que fuese su letra, no puede ser interpretada en un 

sentido contrario a todas las legislaciones penales de los países miembros y, en general, de 

toda la doctrina y jurisprudencia dominante en el mundo, como también opuesta a las 

previsiones del principal instrumento del Sistema Universal de Derechos Humanos y, en 

                                                             
los Estados Partes establecen una clara distinción entre la reanudación de un proceso justificada por 
circunstancias excepcionales y la incoación de un nuevo proceso, cosa prohibida en virtud del principio ne bis in 
idem contenido en el párrafo 7. En la Observación General núm. 13, de 1984, el Comité consideró que esta 
interpretación del significado ne bis in idem, tal vez alentaría a los Estados Partes a reconsiderar sus reservas al 
párrafo 7 del artículo 14. En la Observación General núm. 32 de 2007, el Comité dispuso que el párrafo 7 del 
artículo 14 del Pacto encarna el principio de la cosa juzgada y prohíbe hacer comparecer a una persona, una vez 
declarada culpable o absuelta por un determinado delito, ante el mismo tribunal o ante otro por ese mismo 
delito; así pues, por ejemplo, una persona que haya sido absuelta por un tribunal civil no podrá ser juzgada 
nuevamente por el mismo delito por un tribunal militar. A juicio del Comité, el párrafo 7 del artículo 14 no prohíbe 
repetir el juicio de una persona declarada culpable in absentia que solicite la repetición, pero se aplica al segundo 
fallo condenatorio. 
201 Esta información se encuentra disponible en el sitio de la Organización de Naciones Unidas, en el siguiente 
enlace: 
https://treaties.un.org/Pages/ViewDetails.aspx?src=TREATY&mtdsg_no=IV4&chapter=4&lang=en#EndDec  
202 Cfr. Claus Roxin, “Derecho Procesal Penal”, Ediciones del Puerto, Buenos Aires, 2000, p. 1.  
203 Cfr. Ernst Beling, “Derecho Procesal Penal“, Labor, Barcelona, 1945, p. 6.  
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general, al entendimiento racional del derecho, según el cual a un delito corresponde una 

punición y sólo una, y a dos o más delitos, dos o más puniciones. Dada la inadmisibilidad 

de cualquier otro entendimiento, debe concluirse en definitiva que, cualquiera sea la 

interpretación del artículo 8.4 de la Convención, incluso admitiendo ad demostrationem que 

omite el aspecto de derecho penal material (sustancial o de fondo) de esa garantía, nunca 

podrá interpretarse que la Convención desconoce la prohibición de múltiple punición por el 

mismo hecho. 

 

94. De lo contrario, se permitiría que una persona a quien se le impusiera una punición por 

un delito, incluso habiendo ya cumplido ésta, pudiese ser nuevamente condenada y punida 

por el mismo delito, lo que se traduciría en una cadena interminable de condenas, sólo 

eventualmente interrumpida por la prescripción. Nunca una disposición de naturaleza 

procesal, por limitada que fuese, puede habilitar una solución contraria al derecho penal 

material, sencillamente porque el derecho procesal debe realizar al de fondo y en ningún 

caso deformarlo permitiendo soluciones aberrantes a su respecto, como es el elemental 

principio de que a un único delito corresponde una única punición. Por ende, la única 

interpretación del artículo 8.4 de la Convención que evita esta consecuencia es la que lleva 

a considerar que en ese dispositivo está implícita la realización del principio de derecho 

penal material que impide la punición múltiple por el mismo delito.   

 

95. Quedando claro que, conforme a una interpretación dogmática de la Convención, siendo 

inadmisible entender ninguna de sus disposiciones como contradictoria con el Sistema 

Universal de Derechos Humanos ni con todas las legislaciones penales de los países de la 

región, se impone considerar implícitamente prohibida en el artículo 8.4 de la Convención 

la punición múltiple por un único delito, corresponde en el caso determinar si la punición 

impuesta a la presunta víctima en el fuero penal ordinario y la impuesta en el fuero penal 

militar se refieren al mismo delito o si se trata de dos delitos. A este respecto –y aunque no 

fue alegado por las partes- conviene advertir que alguna doctrina ha considerado al fuero 

penal militar de naturaleza “administrativa”, argumento que se descartaría ab initio en el 

presente caso, dada la naturaleza claramente penal de la sanción impuesta a la presunta 

víctima.  

 

96. Del artículo 9º de la Convención se desprende que los delitos no pueden ser más que 

“acciones u omisiones” y, por ende, lo que la Convención prohíbe es que alguien que haya 

sido absuelto o penado por una acción u omisión sea penado nuevamente por la misma 

acción u omisión. La cuestión a dilucidar, finalmente, es si en el caso se aplicaron dos 

puniciones por la misma acción. Esto impone necesariamente determinar si la supuesta 

víctima habría incurrido en la comisión de una o de dos acciones.  

 

97. La propia legislación penal peruana plantea esta pregunta, en razón de que el artículo 

48 del Código Penal del Perú dice: “[c]uando varias disposiciones son aplicables al mismo 

hecho se reprimirá hasta con el máximo de la pena más grave, pudiendo incrementarse ésta 
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hasta en una cuarta parte […]”. Se trata de la previsión referida al llamado “concurso ideal” 

que, en cuanto a la punición -según las legislaciones- se rige por la regla del “principio de 

la absorción” (la pena mayor absorbe a las menores), o bien –como en la ley peruana- por 

el de la “aspersión” (la pena mayor se “asperja” agravándola en cierta medida), soluciones 

que, con ligeras variantes, se reiteran en todos los códigos penales. El Código Penal del 

Perú, al igual que todos los de los países miembros y en general en toda la codificación 

penal del mundo, impone responder a esta pregunta para distinguir el “concurso ideal” (una 

única acción, un único delito y, por ende, una única punición) del “concurso real” (dos o 

más acciones, dos o más delitos independientes y, por ende, dos o más puniciones). Si bien 

las previsiones de los códigos difieren en cuanto a las penas aplicables, rige siempre el 

principio de que una acción sólo puede dar lugar a un delito y, por consiguiente, a una 

punición, en tanto que una pluralidad de acciones da lugar a una pluralidad de delitos y 

consiguientes puniciones, que se acumulan o se unifican, según diferentes soluciones 

legales, que no viene al caso analizar.   

 

98. Una única acción requiere como mínimo que haya una única decisión de voluntad, como 

presupuesto necesario, pero no suficiente para determinar la unidad de acción. Es obvio 

que cuando existe un movimiento único no puede considerarse la existencia de una 

pluralidad de acciones, pero por lo general una unidad de acción abarca una pluralidad de 

movimientos. En tal caso debe existir un elemento jurídico de unidad de desvaloración.  

 

99. En el caso no es menester considerar todas las posibles dificultades doctrinarias para 

determinar la presencia del hecho único, siendo suficiente con señalar que la pluralidad de 

tipicidades no multiplica las acciones, sino que, justamente, se trata de la hipótesis de un 

único delito (una única acción) con tipicidades plurales, o sea, un claro caso del llamado 

“concurso ideal” de concurrencia de tipicidades en una única conducta.  

 

101. La Corte observa que cuando una misma conducta o acción resulta prohibida a la luz 

de las normas que subyacen en dos o más tipos penales, siempre se trata de un único delito, 

pues todo delito es una conducta humana y a un único delito debe corresponder una única 

punición. Esto es precisamente lo que ocurre en este caso, se trata de una única conducta 

imputada al señor Rosadio Villavicencio: permitir el vuelo de aeronaves que transportaban 

droga, lo que encuadra simultáneamente en los tipos penales de desobediencia y de tráfico 

ilícito de drogas. Entender que la posibilidad del doble encuadramiento típico de los mismos 

hechos supone la comisión de dos delitos distintos, los cuales a su vez pueden ser 

sancionados con dos puniciones distintas, parte del errado supuesto que se trata de dos 

conductas distintas, lo que habilitaría la plural e interminable cadena de puniciones que el 

derecho penal material no permite y a la que se llegaría por efectos del desdoblamiento del 

mismo hecho en tantos pretendidos delitos como número de tipos penales aplicables.   

 

102. Aun siendo sobreabundante, corresponde precisar que poco importa, a los efectos de 

considerar si se trata de una única conducta, que se ofenda a diferentes bienes jurídicos, 
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porque precisamente no son las ofensas las que multiplican las conductas, cuya unidad, en 

este caso, es un dato de la realidad que no puede destruir ninguna interpretación jurídica. 

Son múltiples los ejemplos de concurso ideal en que los tipos que coinciden en la única 

conducta requieren la afectación de bienes jurídicos diferentes: es común en cualquier 

tribunal resolver casos de concurso ideal entre robo con violencia física y lesiones, con 

afectación de la propiedad y la integridad física, sin que esto permita desdoblar lo que 

ónticamente no puede ser sino una única conducta, con una única decisión de voluntad y 

hasta incluso a veces con un único movimiento (un tirón del que despoja de una cartera de 

mano, que desequilibra a la víctima, haciéndola caer y lesionarse).   

 

103. Cabe insistir en que la pretensión de multiplicar los delitos conforme al número de tipos 

penales concurrentes desconoce la realidad del mundo incluso físico, pues multiplica un 

único objeto pluralmente desvalorado en tantos otros como desvaloraciones recaigan sobre 

él. Se trataría de un derecho que, al ignorar la necesaria base óntica que lo vincula a la 

realidad del mundo, se atribuiría la facultad de “crear” una realidad inexistente, coincidiendo 

de esta forma con el viejo filósofo Antístenes, quien sostenía que un caballo blanco y de 

carreras eran dos caballos, a lo que respondió acertadamente Platón en su momento: sigue 

siendo un único caballo96F204. Estando a la letra de la Convención, semejante 

desdoblamiento de un hecho único, o sea, la pretensión de punir delitos conforme al número 

de tipicidades, resulta incompatible con la señalada exigencia de “acciones u omisiones” del 

artículo 9º de la Convención.  

 

104. Es necesario señalar que –además de las razones señaladas- la exigencia del artículo 

9º responde a un claro rechazo de todo derecho penal material con fuerte aspiración 

autoritaria. En efecto, considerar que hay tantos delitos como normas violadas, significa 

punir conforme al número de sus mandatos incumplidos, o sea, atender al número de 

“desobediencias” y no de las acciones ilícitas de sus habitantes, por lo que los delitos no 

serían acciones, sino omisiones de cumplimiento de los mandatos estatales. Por esta vía, se 

suele llegar –en las versiones más autoritarias y totalitarias del derecho penal material- a la 

supresión de la exigencia de afectación de bien jurídico, pues pasa a primer plano la 

“desobediencia” al mandato estatal. Esto no impide que una acción resulte pluralmente 

tipificada como en el caso, en la ley penal ordinaria y en la ley penal militar, sino que el 

orden jurídico de cada Estado debe resolver, en tales supuestos, la cuestión de competencia 

en forma que evite el desdoblamiento del hecho único.  

 

105. En síntesis, lo que resulta violatorio de la Convención Americana es la imposición de 

una pluralidad de puniciones por la misma acción u omisión, lo que presupone, como 

garantía judicial, que una única acción u omisión no sea sometida a una pluralidad de 

procesos.  

 

                                                             
204 N. Abbagnano. Historia de la filosofía, Montaner y Suimon, Barcelona, 1973, Vol. I, pag 68. 
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II. DERECHOS A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS 

PRIVADAS DE LIBERTAD: CASO HERNÁNDEZ VS. ARGENTINA. 

 

55. La Convención Americana reconoce en su artículo 5 que toda persona tiene derecho a 

que se respete su integridad física, psíquica y moral, prevé que nadie debe ser sometido a 

torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, y establece que toda persona 

privada de libertad deberá ser tratada con el respeto debido a la dignidad inherente del ser 

humano. La Corte ha establecido que la infracción a la integridad personal es una clase de 

violación que tiene diversas connotaciones de grado y cuyas secuelas físicas y psíquicas 

varían de intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser 

demostrados en cada situación concreta205. El Tribunal también ha señalado que el derecho 

a la integridad personal es de tal importancia que no puede ser suspendido bajo ninguna 

circunstancia206. Asimismo, la Corte ha señalado que de las obligaciones generales de 

respetar y garantizar los derechos que establece el artículo 1.1 de la Convención Americana 

derivan deberes especiales determinables en función de las particulares necesidades de 

protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 

específica en que se encuentre207. 

 

56. En tal sentido, en relación con las personas que han sido privadas de su libertad, la 

Corte ha determinado que el Estado se encuentra en una posición especial de garante, toda 

vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre quienes se 

encuentran sujetos a su custodia208. Lo anterior, como resultado de la interacción especial 

de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular 

intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las 

circunstancias propias del encierro, en donde al privado de libertad se le impide satisfacer 

por cuenta propia una serie de necesidades básicas esenciales para el desarrollo de una 

vida digna209. En consecuencia, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, 

toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención 

                                                             
205 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 
57, y Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de octubre de 2019. Serie C No. 390., párr. 78. 
206 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 157, y Caso Chinchilla Sandoval y otros 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie 
C No. 312, párr. 167. 
207 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, 
párr. 111; y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 168. 
208 Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C No. 20, párr. 60, 
y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 168. 
209 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 152, y Caso Chinchilla Sandoval y otros 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie 
C No. 312, párr. 168. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491315/index.do
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compatibles con su dignidad personal. Esto implica el deber del Estado de salvaguardar la 

salud y el bienestar de las personas privadas de libertad y de garantizar que la manera y el 

método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente a la 

misma210. 

 

57. Asimismo, la Corte ha establecido que la integridad personal se halla directa e 

inmediatamente vinculada con la atención a la salud humana211, y que la falta de atención 

médica adecuada puede conllevar la vulneración del artículo 5 de la Convención212. Este 

Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada a una persona que se 

encuentra privada de la libertad y bajo custodia del Estado podría considerarse violatoria 

del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, dependiendo de las circunstancias concretas de la 

persona en particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el 

lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos213 y, en algunos 

casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros214. La Corte recuerda que numerosas 

decisiones de organismos internacionales invocan las Reglas Mínimas de Naciones Unidas 

para el Tratamiento de Reclusos a fin de interpretar el contenido del derecho de las personas 

privadas de la libertad a un trato digno y humano, como normas básicas respecto de su 

alojamiento, higiene, tratamiento médico y ejercicio físico, entre otros215. 

 

B.2. La afectación del derecho a la integridad personal del señor José Luis Hernández 

59. El Tribunal ha señalado que la falta de atención médica adecuada no satisface los 

requisitos materiales mínimos de un tratamiento digno conforme a la condición de ser 

                                                             
210 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 159, y Caso Chinchilla Sandoval y otros 
Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie 
C No. 312, párr. 169. 
211 Cfr. Caso Albán Cornejo y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2007. Serie C No. 171, párr. 117, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387., párr. 90. 
212 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párrs. 156 y 157, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387., 
párr. 90. 
213 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 103, y Caso Rodríguez Revolorio 
y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 
2019. Serie C No. 387., párr. 90. 
214 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala, Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 74, y Caso Rodríguez Revolorio y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 387., párr. 90. 
215 Cfr. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 133, párr. 99; y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 174. Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1995, y aprobadas por el 
Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXVII) de 13 de 
mayo de 1977.  
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humano en el sentido del artículo 5 de la Convención Americana. En casos de personas 

privadas de libertad, la ausencia de propósito por parte de las autoridades de humillar o 

degradar a una víctima no lleva inevitablemente a la conclusión de que no ha habido 

violación al artículo 5.2 de la Convención. En el régimen de la Convención Americana, el 

sufrimiento y el deterioro a la integridad personal causado por la falta de atención médica 

adecuada –y el consecuente daño a su salud- de una persona privada de libertad pueden 

constituir por sí mismos tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

 

60. Asimismo, la Corte recuerda que de conformidad con el artículo 5 de la Convención, 

toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en situación de detención compatible 

con su dignidad personal. En ese sentido, el Tribunal ha señalado que las lesiones, 

sufrimientos, daños a la salud o perjuicios sufridos por una persona mientras se encuentra 

privada de libertad pueden llegar a constituir una forma de pena cruel cuando, debido a las 

condiciones de encierro, exista un deterioro de la integridad física, psíquica y moral, 

estrictamente prohibido por el inciso 2 del artículo 5 de la Convención, que no es 

consecuencia natural y directa de la privación de libertad en sí misma216. En relación a las 

condiciones de las instalaciones en las cuales se encuentran las personas privadas de 

libertad, mantener a una persona detenida en condiciones de hacinamiento, con falta de 

ventilación y luz natural, sin cama para su reposo ni condiciones adecuadas de higiene, en 

aislamiento e incomunicación o con restricciones indebidas al régimen de visitas constituye 

una violación a la integridad personal217. Como responsable de los centros de detención, el 

Estado debe garantizar a los reclusos condiciones que respeten sus derechos fundamentales 

y dejen a salvo su dignidad218. 

 

B.3.3. Estándares sobre el derecho a la salud aplicables al presente caso 

 

76. Esta Corte ya ha reconocido que la salud es un derecho humano fundamental e 

indispensable para el ejercicio adecuado de los demás derechos humanos, y que todo ser 

humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir 

dignamente, entendida la salud no sólo como la ausencia de afecciones o enfermedades, 

sino también como un estado completo de bienestar físico, mental y social, derivado de un 

estilo de vida que permita alcanzar a las personas un balance integral. El Tribunal ha 

precisado que la obligación general de protección a la salud se traduce en el deber estatal 

de asegurar el acceso de las personas a servicios esenciales de salud, garantizando una 

                                                             
216 Cfr. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 
2004. Serie C No. 119, párr. 101 y Caso del Penal Miguel Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 160, párr. 314. 
217 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004, párr. 150 y Caso del Penal Miguel Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2006, párr. 315. 
218 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, 
párr. 223, y Caso del Penal Miguel Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2006. Serie C No. 160, párr. 315. 
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prestación médica de calidad y eficaz, así como de impulsar el mejoramiento de las 

condiciones de salud de la población219. 

 

77. En el mismo sentido, el Tribunal ha establecido que la operatividad de dicha obligación 

comienza con el deber de regulación, por lo que ha indicado que los Estados son 

responsables de regular con carácter permanente la prestación de servicios (tanto públicos 

como privados) y la ejecución de programas nacionales relativos al logro de una prestación 

de servicios de calidad220. La Corte ha tomado en cuenta la Observación General No. 14 del 

Comité DESC sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud221. En particular, 

en dicha Observación destacó que el derecho abarca la atención de salud oportuna y 

apropiada, así como los siguientes elementos esenciales e interrelacionados de 

disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad, cuya aplicación dependerá de las 

condiciones prevalecientes en cada estado: 

 

a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de 

establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de la 

salud, así como de programas. La naturaleza precisa de los establecimientos, 

bienes y servicios dependerá de diversos factores, en particular el nivel de 

desarrollo del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los factores 

determinantes básicos de la salud, como agua limpia potable y condiciones 

sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas y demás establecimientos relacionados 

con la salud, personal médico y profesional capacitado y bien remunerado habida 

cuenta de las condiciones que existen en el país, así como los medicamentos 

esenciales definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos esenciales de 

la OMS. 

 

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser 

accesibles a todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado 

Parte. La accesibilidad presenta cuatro dimensiones superpuestas: 

 

i) No discriminación: los establecimientos, bienes y servicios de salud 

deben ser accesibles, de hecho y de derecho, a los sectores más 

vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por 

cualquiera de los motivos prohibidos. 

 

ii) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y servicios de salud 

deberán estar al alcance geográfico de todos los sectores de la población, 

                                                             
219 Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. 
Serie C No. 349, párr. 118, Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., párr. 105. 
220 Cfr. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
21 de mayo de 2013. Serie C No. 261., párr. 134, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., párr. 106. 
221 Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. 
Serie C No. 349, párr. 118, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., párr. 106. 
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en especial los grupos vulnerables o marginados, como las minorías étnicas 

y poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las 

personas mayores, las personas con discapacidades y las personas con 

VIH/SIDA. La accesibilidad también implica que los servicios médicos y los 

factores determinantes básicos de la salud, como el agua limpia potable y 

los servicios sanitarios adecuados, se encuentran a una distancia 

geográfica razonable, incluso en lo que se refiere a las zonas rurales. 

Además, la accesibilidad comprende el acceso adecuado a los edificios para 

las personas con discapacidades. 

 

iii) Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, bienes y 

servicios de salud deberán estar al alcance de todos. Los pagos por 

servicios de atención de la salud y servicios relacionados con los factores 

determinantes básicos de la salud deberán basarse en el principio de la 

equidad, a fin de asegurar que esos servicios, sean públicos o privados, 

estén al alcance de todos, incluidos los grupos socialmente desfavorecidos. 

La equidad exige que sobre los hogares más pobres no recaiga una carga 

desproporcionada, en lo que se refiere a los gastos de salud, en 

comparación con los hogares más ricos. 

 

iv) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho de solicitar, 

recibir y difundir información e ideas acerca de las cuestiones relacionadas 

con la salud. Con todo, el acceso a la información no debe menoscabar el 

derecho de que los datos personales relativos a la salud sean tratados con 

confidencialidad. 

 

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán 

ser respetuosos de la ética médica y culturalmente apropiados, es decir 

respetuosos de la cultura de las personas, las minorías, los pueblos y las 

comunidades, a la par que sensibles a los requisitos del género y el ciclo de vida, 

y deberán estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado 

de salud de las personas de que se trate. 

 

d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los 

establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser también apropiados 

desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad. Ello requiere, 

entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y equipo 

hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y 

condiciones sanitarias adecuadas222. 

 

                                                             
222 Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. 
Serie C No. 349, párrs. 120 y 121, y Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General 
No. 14: El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, 11 de agosto de 2000, U.N. Doc. E/C.12/2000/4, 
párr. 12. 
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78. En relación con lo anterior, la Corte concluye que el derecho a la salud se refiere al 

derecho de toda persona a gozar del más alto nivel de bienestar físico, mental y social. Este 

derecho abarca la atención de salud oportuna y apropiada conforme a los principios de 

disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad. El cumplimiento de la obligación del 

Estado de respetar y garantizar este derecho deberá dar especial cuidado a los grupos 

vulnerables y marginados, y deberá realizarse de conformidad con los recursos disponibles 

de manera progresiva y de la legislación nacional aplicable. A continuación, el Tribunal se 

referirá a las obligaciones específicas que surgen para la atención a la salud para personas 

que padecen tuberculosis. La Corte advierte que los conceptos referidos se recogen de 

diferentes fuentes responsables, pero que la ciencia médica avanza continuamente en esta 

materia, y, por ende, las citas reproducidas aquí para ilustración no obstan ni ponen en 

duda conocimientos más recientes, ni la Corte toma partida en cuestiones y discusiones 

propias de la ciencia médica y biológica223. 

 

81. Tal y como lo ha reiterado en su jurisprudencia reciente, la Corte considera que la 

naturaleza y alcance de las obligaciones que derivan de la protección del derecho a la salud 

incluyen aspectos que tienen una exigibilidad inmediata, así como aspectos que tienen un 

carácter progresivo224. Al respecto, la Corte recuerda que, en relación con las primeras 

(obligaciones de exigibilidad inmediata), los Estados deberán adoptar medidas eficaces a fin 

de garantizar el acceso sin discriminación a las prestaciones reconocidas para el derecho a 

la salud, garantizar la igualdad de derechos entre hombres y mujeres, y en general avanzar 

hacia la plena efectividad de los DESCA. Respecto a las segundas (obligaciones de carácter 

progresivo), la realización progresiva significa que los Estados partes tienen la obligación 

concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena 

efectividad de dicho derecho, en la medida de sus recursos disponibles, por vía legislativa u 

otros medios apropiados. Asimismo, se impone la obligación de no regresividad frente a la 

realización de los derechos alcanzados. En virtud de lo anterior, las obligaciones 

convencionales de respeto y garantía, así como de adopción de medidas de derecho interno 

(artículos 1.1 y 2), resultan fundamentales para alcanzar su efectividad225. 

 

B.4. La afectación del derecho a la salud del señor José Luis Hernández 

 

                                                             
223 Cfr. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., párr. 39. 
224 Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. 
Serie C No. 349, párr. 104 y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., párr. 98, y mutatis mutandi, Caso 
Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 
2019. Serie C No. 375, párr. 190 
225 Cfr. Caso Muelle Flores Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de 
marzo de 2019. Serie C No. 375, párr. 190. 
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84. Para garantizar el derecho a la salud de quienes se encuentran privados de libertad, la 

primera obligación que asume el Estado es la de regular la provisión de atención médica226, 

pues la atención a la salud se encuentra relacionado con las condiciones prevalecientes en 

cada Estado, incluyendo la forma en que éste se encuentra regulado. Al respecto, la Corte 

observa que, desde la detención del señor Hernández el 7 de febrero de 1989, hasta el 

otorgamiento de su libertad provisional, el 29 de mayo de 1991, dicho aspecto estaba 

regulado por un conjunto de leyes y reglamentos de alcance nacional y provincial227. En 

virtud de las referidas normas, la Corte advierte que durante el tiempo que el señor 

Hernández estuvo detenido, la legislación interna del Estado contemplaba el derecho de las 

personas privadas de libertad a recibir atención médica. Por consiguiente, la Corte concluye 

que el Estado reguló la atención médica para las personas privadas de libertad.  

 

85. En segundo lugar, corresponde al Tribunal determinar el momento en que el Estado 

tuvo conocimiento de la enfermedad de la presunta víctima y si adoptó las medidas 

necesarias para otorgar un tratamiento médico adecuado. Al respecto, la Corte constata que 

al momento del ingreso del señor Hernández a la Comisaría de Monte Grande, el día 7 de 

febrero de 1989, éste se encontraba “lúcido… y auto-psíquicamente ubicado, sin signos de 

intoxicación y al examen de la superficie corporal no presenta[ba] lesiones traumáticas 

recientes” (supra, párr. 27). Fue durante el tiempo en que se encontraba en la Comisaría 

de Monte Grande que el señor Hernández manifestó síntomas de que su estado de salud se 

encontrara afectado, lo cual fue denunciado por su madre ante el Juez de la Causa en dos 

momentos: el 6 de julio de 1989, cuando manifestó que su hijo padecía un “estado gripal 

muy pronunciado y además una afección al oído que requiere una atención médica que 

hasta la fecha no ha podido ser otorgada” y solicitó su traslado a la Unidad Carcelaria; y el 

1 de agosto de 1990, cuando denunció que desde hacía una semana el señor Hernández 

sufría serios dolores encefálicos. En virtud de la segunda denuncia, el señor Hernández fue 

trasladado a la Unidad Carcelaria y el 15 de agosto de 1990 se le informó al Juez de la Causa 

que el señor Hernández fue internado en el Hospital San Juan de Dios de la ciudad de la 

Plata por presentar “un cuadro de meningitis aguda de etiología por T.B.C.”. 

 

87. En relación con lo anterior, el Tribunal recuerda que toda persona privada de libertad 

tiene derecho a vivir en una situación de detención compatible con su dignidad personal228. 

                                                             
226 Cfr. Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 298, párr. 171, y Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., párr. 
115. 
227 a) La Ley Penitenciaria Federal, No. 412/58, de 14 de enero de 1958; b) el Código de Ejecución Penal para 
la Provincia de Buenos Aires, No. 5619, de 5 de octubre de 1950; c) la Ley No. 1373/1962 contentiva de las 
Normas Reglamentarias del Código de Ejecución Penal y de Estructuración Orgánica de la Dirección General de 
Establecimientos Penales, de 19 de febrero de 1962; d) la Ley No. 9079/1978, Orgánica del Servicio Penitenciario 
de la Provincia de Buenos Aires, de 9 de junio de 1978, y e) el Decreto No. 1300/1980, Reglamentario de la Ley 
Orgánica del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, de 1 de agosto de 1980. 
228 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 150, y Caso De La Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Serie C No. 115, párr. 124. 
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Asimismo, como responsable de los establecimientos de detención, el Estado debe 

garantizar a los reclusos la existencia de condiciones que dejen a salvo sus derechos229. En 

relación con la atención a la salud, el cumplimiento del requisito de calidad requiere que los 

establecimientos, bienes y servicios de salud, además de ser aceptables desde un punto de 

vista cultural, deben ser apropiados desde el punto de vista científico y ser de buena 

calidad230. Al respecto, la Corte recuerda que numerosas decisiones de organismos 

internacionales invocan las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el Tratamiento de 

Reclusos (en adelante, “Reglas sobre Tratamiento de Reclusos” a fin de interpretar el 

contenido del derecho de las personas privadas de la libertad a un trato digno y humano, lo 

cual se relaciona con la garantía de su derecho a la salud, como normas básicas respecto 

de su alojamiento, higiene, tratamiento médico y ejercicio físico, entre otros231. 

 

88. En particular, en relación con las Reglas sobre Tratamiento de Reclusos, los Estados 

deben proveer atención médica calificada, inclusive psiquiátrica, a las personas privadas de 

libertad, tanto en situaciones de emergencia como para efectos de atención regular, ya sea 

en el propio lugar de detención o centro penitenciario o, en caso de no contar con ello, en 

los hospitales o centros de atención en salud donde corresponda otorgar ese servicio. El 

servicio de atención de la salud debe mantener historiales médicos adecuados, actualizados 

y confidenciales de todas las personas privadas de libertad, lo cual debe ser accesible para 

esas personas cuando lo soliciten. Esos servicios médicos deben estar organizados y 

coordinados con la administración general del servicio de atención en salud general, lo cual 

implica establecer procedimientos adecuados y expeditos para el diagnóstico y tratamiento 

de los enfermos, así como para su traslado cuando su estado de salud requiera cuidados 

especiales en establecimientos penitenciarios especializados o en hospitales civiles. Para 

hacer efectivos estos deberes, son necesarios protocolos de atención en salud y mecanismos 

ágiles y efectivos de traslado de prisioneros, particularmente en situaciones de emergencia 

o enfermedades graves232. 

                                                             
229 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 150, y Caso De La Cruz Flores Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 18 de noviembre de 2004. Serie C No. 115, párr. 124. 
230 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 14: El derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud, 11 de agosto de 2000, U.N. Doc. E/C.12/2000/4, párr. 12. 
231Cfr. Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 133, párr. 99, y Caso Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de febrero de 2016. Serie C No. 312., párr. 174. Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para el Tratamiento de Reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1995, y aprobadas por el 
Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXVII) de 13 de 
mayo de 1977. 
232Cfr. Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones 
Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas 
por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 
de mayo de 1977, Reglas 22.1, 24 y 25, Coalición Antituberculosa para la Asistencia Técnica. Normas 
Internacionales para la Asistencia Antituberculosa (NIAA). La Haya: Coalición Antituberculosa para la Asistencia 
Técnica, 2006, norma 1. Cfr. Manual de Procedimiento del Programa de Tuberculosis para Poblaciones Privadas 
de Libertad en Gendarmería de Chile, Ministerio de Salud, p. 17. Atención y Cuidado de la Salud de las Personas 
Privadas de su Libertad. Plan estratégico de salud integral en el servicio penitenciario federal 2012-2015, 
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93. En relación con lo anterior, el Tribunal recuerda que el derecho a la salud se refiere al 

derecho de toda persona a gozar del más alto nivel de bienestar físico, mental y social. Este 

derecho abarca la atención de salud oportuna y apropiada conforme a los principios de 

disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad. El cumplimiento de la obligación del 

Estado de respetar y garantizar este derecho deberá dar especial cuidado a los grupos 

vulnerables y marginados, y deberá realizarse de conformidad con los recursos disponibles 

de manera progresiva y de la legislación nacional aplicable. En ese sentido, el Tribunal 

advierte que en al menos tres ocasiones, el 29 de agosto de 1990, el 27 de septiembre de 

1990, y el 24 de octubre de 1990, el señor Hernández no pudo ser internado en el hospital 

correspondiente en virtud de la falta de disponibilidad de camas. Asimismo, el Tribunal 

constata que como consecuencia de la imposibilidad de internación del señor Hernández por 

el motivo antes expuesto, existieron lapsos de tiempo prolongado, atendiendo a la 

naturaleza de la enfermedad que padeció, en que dejó de recibir atención médica. La Corte 

advierte que la falta de disponibilidad de camas y la consecuente imposibilidad de proveerle 

atención médica inmediata representaron un problema de disponibilidad y accesibilidad en 

los servicios de salud.  

 

III. DERECHOS A LAS GARANTÍAS JUDICIAL Y PROTECCIÓN JUDICIAL EN CASOS DE 

TORTURA Y VIOLENCIA SEXUAL: CASO AZUL ROJAS MARÍN Y OTRA VS. PERÚ.  

 

173. La Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los Estados 

Partes están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 

violaciones a los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 

obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 

de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 

jurisdicción (artículo 1.1)233. Asimismo, ha señalado que el derecho de acceso a la justicia 

debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares 

a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar 

y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables234. 

174. Igualmente, se ha señalado que el artículo 8 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura establece claramente que, cuando exista denuncia o razón 

fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, 

                                                             
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2013, p. 57. Guía para el control de la tuberculosis en 
población privada de libertad, Ministerio de Salud, marzo 2012, p. 9. 
233 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, supra, párr. 91, y Caso Gómez Virula 
y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 
2019. Serie C No. 393, párr. 64. 
234 Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie 
C No. 100, párr. 114, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas, supra, párr. 86. 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491236/index.do
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los Estados partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de 

inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el 

respectivo proceso penal235. 

 

B.2 Debida diligencia en la investigación 

123. El criterio de legalidad, previsto en el artículo 30 de la Convención Americana236, 

establece que cualquier medida restrictiva de un derecho debe estar prevista en la ley237. 

Así, por ejemplo, cuestiones tales como los traslados de personas privadas de la libertad de 

una cárcel a otra que generan afectaciones a la integridad personal o que separan a las 

familias, deben ser previstas en la normativa interna del Estado. 

178. La Corte ha señalado que el deber de investigar previsto en la Convención Americana 

se ve reforzado por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la Tortura que obligan al Estado a “toma[r] medidas efectivas 

para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción”, así como a “prevenir y 

sancionar […] otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”.  

179. La Corte ha desarrollado estándares específicos sobre cómo se debe investigar la 

violencia sexual en casos donde las víctimas han sido mujeres. Estos estándares se basaron 

principalmente en lo establecido en el Protocolo de Estambul y la Guía de la Organización 

Mundial de la Salud para el cuidado médico-legal de víctimas de violencia sexual238, los 

cuales se refieren a medidas que se deben tomar en caso de violencia sexual, 

independientemente de si las víctimas son hombres o mujeres. Por tanto, los mismos 

estándares son aplicables en el presente caso.  

180. Este Tribunal ha especificado que en una investigación penal por violencia sexual, es 

necesario que: i) la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, 

que le brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma tal 

que se evite o limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria 

y psicológica a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, 

mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la 

violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y 

detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del género que la víctima indique, 

ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea; v) se 

                                                             
235 Cfr. Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C No. 132, párr. 54, y 
Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 151. 
236 Artículo 30 de la Convención Americana. Alcance de las Restricciones: Las restricciones permitidas, de 
acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la misma, no 
pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito 
para el cual han sido establecidas. 
237 Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2009. Serie C No. 177, 
párr. 63, y Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala, párr. 332. 
238  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, 
párr. 194, y Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, 
párr. 178. 
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documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, 

tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del 

hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma 

inmediata el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia, y vi) se 

brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las etapas del 

proceso239.   

 
B.2.a Las declaraciones de la Señora Azul Rojas Marín 

182. En las entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber sido sometida a 

actos de tortura: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere relevante con 

libertad; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de tortura si se siente 

incómoda al hacerlo; iii) se debe documentar durante la entrevista la historia psicosocial y, 

de ser el caso, previa al arresto de la presunta víctima, el resumen de los hechos narrados 

por esta relacionados al momento de su detención inicial, las circunstancias, el lugar y las 

condiciones en las que se encontraba durante su permanencia bajo custodia estatal, los 

malos tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como los métodos 

presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir la declaración 

detallada240. Por otro lado, la entrevista que se realiza a una presunta víctima de actos de 

violencia o violación sexual deberá realizarse en un ambiente cómodo y seguro, que le brinde 

privacidad y confianza, y deberá registrarse de forma tal que se evite o limite la necesidad 

de su repetición241. 

 
B.2.b El examen médico practicado 

187. En casos donde existen indicios de tortura, los exámenes médicos practicados a la 

presunta víctima deben ser realizados con consentimiento previo e informado, sin la 

presencia de agentes de seguridad u otros agentes estatales242. Igualmente, al tomar 

conocimiento de actos de violación sexual, es necesario que se realice de inmediato un 

examen médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo 

posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su 

                                                             
239  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, 
párr. 194, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, 272. 
240 Cfr. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
248, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 273. Véase también, Naciones Unidas, Oficina del Alto Comisionado para los 
Derechos Humanos, Protocolo de Estambul (Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes), Nueva York y Ginebra, 2004, párrs. 100, y 135 a 141.   
241 Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, 
párr. 194, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 273. 
242 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No, 187, párr. 92, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 275. 
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confianza si así lo desea243. Dicho examen deberá ser realizado de conformidad con 

protocolos dirigidos específicamente a documentar evidencias en casos de violencia 

sexual244. 

190. Esta Corte ha señalado que con el fin de garantizar la mejor preservación de las 

evidencias, el peritaje ginecológico y anal debe ser realizado, de considerarse procedente 

su realización, durante las primeras 72 horas a partir del hecho denunciado, con base en un 

protocolo específico de atención a las víctimas de violencia sexual245. Tomando en cuenta el 

tiempo que ya había pasado desde la ocurrencia del hecho, el Estado ha debido realizar 

todas las gestiones posibles para realizar el examen inmediatamente, o al menos antes que 

se cumpliesen las 72 horas a partir del hecho denunciado, lo cual no sucedió en el presente 

caso, incluso considerando los retrasos que podrían ser imputables a la presunta víctima.   

 
B.2.c Omisiones probatorias y en la investigación de los posibles motivos 

discriminatorios  

194. En aras de garantizar la efectividad de la investigación de violaciones a los derechos 

humanos, se debe evitar omisiones probatorias y en el seguimiento de líneas lógicas de 

investigación246. La Corte ha especificado los principios rectores que son precisos observar 

en investigaciones penales relativas a violaciones de derechos humanos que pueden incluir, 

inter alia: recuperar y preservar el material probatorio con el fin de ayudar en cualquier 

potencial investigación penal de los responsables; identificar posibles testigos y obtener sus 

declaraciones, y determinar la causa, forma, lugar y momento del hecho investigado. 

Además, es necesario investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar 

análisis en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los procedimientos 

más apropiados247, lo cual implica garantizar la correcta cadena de custodia.  

196. Adicionalmente, este Tribunal considera que cuando se investigan actos violentos, 

como la tortura, las autoridades estatales tienen el deber de tomar todas las medidas que 

                                                             
243 Mutatis mutandis, Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 
supra, párr. 252, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 275. 
244 Mutatis mutandis, Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, 
supra, párr. 252, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 275.  Véase por ejemplo, Organización Mundial de la Salud, Guidelines for 
medico-legal care for victims of sexual violence, Ginebra, 2003. Disponible en: 
http://whqlibdoc.who.int/publications/2004/924154628X.pdf?ua=1. 
245 Cfr. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 

256. 
246 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
marzo de 2005. Serie C No. 120, párrs. 88 y 105, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 77. 
247 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, 
párr. 128, y Caso Gómez Virula y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, 
supra, párr. 73. 
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sean razonables para develar si existen posibles motivos discriminatorios248. Esta obligación 

implica que cuando existan indicios o sospechas concretas de violencia por motivos 

discriminatorios, el Estado debe hacer lo que sea razonable de acuerdo con las 

circunstancias, en aras de recolectar y asegurar las pruebas, explorar todos los medios 

prácticos para descubrir la verdad y emitir decisiones completamente razonadas, imparciales 

y objetivas, sin omitir hechos sospechosos que puedan ser indicativos de violencia motivada 

por discriminación249. La falta de investigación por parte de las autoridades de los posibles 

móviles discriminatorios, puede constituir en sí misma una forma de discriminación, 

contraria a la prohibición establecida en el artículo 1.1 de la Convención250. 

 
B.2.d Utilización de estereotipos discriminatorios durante la investigación 

 

198. La Corte recuerda que el estereotipo por la orientación sexual se refiere a una pre-

concepción de atributos, conductas o características poseídas por una persona en base a su 

orientación sexual251, en este caso en particular, por hombres homosexuales o percibidos 

como tales. 

199. En particular, la Corte ha reconocido que los prejuicios personales y los estereotipos 

de género afectan la objetividad de los funcionarios estatales encargados de investigar las 

denuncias que se les presentan, influyendo en su percepción para determinar si ocurrió́ o 

no un hecho de violencia, en su evaluación de la credibilidad de los testigos y de la propia 

víctima. Los estereotipos “distorsionan las percepciones y dan lugar a decisiones basadas 

en creencias preconcebidas y mitos, en lugar de hechos”, lo que a su vez puede dar lugar 

a la denegación de justicia, incluida la revictimización de las denunciantes252. La Corte 

                                                             
248 En el mismo sentido véase, TEDH, Caso Identoba y otros Vs. Georgia, No. 73235/12 [Cuarta Sección]. 
Sentencia de 7 de octubre de 2014, párr. 67. Véase en sentido similar, Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, 
párr. 208. 
249 En el mismo sentido véase, TEDH, Caso Nachova y otros Vs. Bulgaria, No. 43577/98 y 43579/98 [Gran Sala]. 
Sentencia del 6 de julio de 2005, párr. 160, y TEDH Caso Identoba y otros Vs. Georgia, No. 73235/12 [Cuarta 
Sección]. Sentencia de 12 de mayo de 2015, párr. 67. Véase en sentido similar, Caso Véliz Franco y otros Vs. 
Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie 
C No. 277, párr. 208. 
250 En el mismo sentido véase, TEDH, Caso Begheluri y otros vs. Georgia, No. 28490/02 [Cuarta Sección]. 
Sentencia del 7 de enero de 2015, párrs. 141 y 142; TEDH, Caso Identoba y otros Vs. Georgia, No. 73235/12 
[Cuarta Sección]. Sentencia de 12 de agosto de 2015, párr. 67. Véase en sentido similar, Caso López Soto y 
otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 223. 
251 Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 111, y Caso Ramírez 
Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 
351, párr. 301. 

252 Cfr. Caso Gutiérrez Hernández y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2017. Serie C No. 339, párr. 173, y Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. 
Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 326. Ver, en el mismo sentido, Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer, Recomendación General 33 sobre el acceso de las mujeres a la justicia, 2015, 
párr. 26. 
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considera que lo mismo puede ocurrir en casos de estereotipos por la orientación sexual253.  

202. Este Tribunal advierte que la apertura de líneas de investigación sobre el 

comportamiento social o sexual previo de las víctimas en casos de violencia de género no 

es más que la manifestación de políticas o actitudes basadas en estereotipos de género254. 

No hay razón por lo que lo mismo no sea aplicable a casos de violencia sexual contra 

personas LGBTI, o percibidas como tales. En este sentido, el Tribunal considera que las 

preguntas relativas a la vida sexual de la presunta víctima son innecesarias, así como 

revictimizantes. 

 

IV. RECONOCIMIENTO AL DERECHO DE PROPIEDAD COMUNITARIA Y EL DERECHO A UN 

MEDIO AMBIENTE SANO, A LA ALIMENTACIÓN ADECUADA, EL AGUA Y A 

PARTICIPAR EN LA VIDA CULTURAL: CASO PUEBLOS INDÍGENAS MIEMBROS DE LA 

ASOCIACIÓN LHAKA HONHAT (NUESTRA TIERRA) VS. ARGENTINA.  

 

a. El Derecho de Propiedad Comunitaria. 

114. Se ha dejado sentado que el derecho de propiedad de las comunidades indígenas sobre 

su territorio ancestral no está en discusión y ha sido reconocido en distintos actos estatales 

(supra párr. 89). Ello, además, será detallado más adelante (infra párrs. 130, 145, 146, 149, 

156 y 167). La cuestión que la Corte debe determinar es si la conducta estatal seguida en 

el caso ha brindado seguridad jurídica adecuada al derecho de propiedad comunitaria y si 

ha permitido el libre ejercicio y goce de ese derecho por parte de las comunidades indígenas.  

 

115. Al respecto, de conformidad con las pautas ya indicadas (supra párrs. 93 a 98), la Corte 

ha indicado que las comunidades indígenas tienen derecho al otorgamiento de un “título de 

propiedad formal, u otra forma similar de reconocimiento estatal, que otorgue seguridad 

jurídica a la tenencia indígena de la tierra frente a la acción de terceros o de los agentes del 

propio Estado”255. En este marco, deben reconocerse las formas y modalidades diversas y 

específicas de control, propiedad, uso y goce de los territorios por parte de las 

comunidades256, sin interferencia de terceros (supra párr. 98).  

                                                             
253 Cfr. Oficina de las Naciones Unidas sobre las Drogas y el Delito (UNODC), Manual sobre Privados de Libertad 
con Necesidades Especiales: Personas Lesbianas, Gay, Bisexuales y Transgénero (LGBT) Privadas de Libertad 
(Handbook on Prisoners with special needs: Lesbian, gay, bisexual and transgender (LGBT) Prisoners) 2009, 
pág. 104, y Comisión Interamericana, Violencia contra Personas Lesbianas, Gay, Bisexuales, Trans e Intersex en 
América, OAS/Ser.L/V/II.rev.2, 12 de noviembre de 2015, párr. 462.  
254 Cfr. Caso Véliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 209, y Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en 
Atenco Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 316. 
255 Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párr. 143, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, 
párr. 133. 
256 En ese sentido, la Corte ha dicho que: “1) la posesión tradicional de los indígenas sobre sus tierras tiene 
efectos equivalentes al título de pleno dominio que otorga el Estado; 2) la posesión tradicional otorga a los 
indígenas el derecho a exigir el reconocimiento oficial de propiedad y su registro” (Caso Comunidad Indígena 
Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, párr. 128). 

https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491196/index.do
https://decisia.lexum.com/dppc/ti/es/item/491196/index.do
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116. Como se ha expresado (supra párr. 97), para materializar los derechos territoriales de 

los pueblos indígenas cobijados por el artículo 21 de la Convención, los Estados deben prever 

un mecanismo efectivo, mediante la adopción de medidas legislativas y administrativas 

necesarias. Los mismos deben cumplir las reglas del debido proceso legal consagradas en 

los artículos 8 y 25 de la Convención Americana257. En virtud del artículo 2 de la Convención, 

los Estados deben adaptar su derecho interno para que estos mecanismos existan y sean 

adecuados258 y efectivos: deben suponer una posibilidad real para que las comunidades 

puedan defender sus derechos y ejercer el control efectivo de su territorio, sin ninguna 

interferencia externa259. Asimismo, debe dejarse dicho que los pueblos indígenas tienen 

derecho a no ser sujetos a una demora irrazonable para una solución definitiva de su 

reclamo260.  

 

118. Ahora bien, se ha señalado que en virtud de la conjunción de los artículos 2, 8, 21 y 

25 de la Convención, los Estados deben prever en su derecho interno procedimientos aptos 

para viabilizar reclamos territoriales indígenas (supra párr. 116). No obstante, si en un caso 

concreto el Estado satisfizo de otro modo el derecho de propiedad comunitaria, no resulta 

necesario examinar si su legislación interna general resulta adecuada al deber mencionado. 

Caso contrario, si se concluye que el derecho no ha sido satisfecho, sí es relevante analizar 

si en ello ha tenido incidencia el orden jurídico general en sus aspectos relevantes.  

 

B.2.2 Actos realizados para el reconocimiento de la propiedad 

 

153. Debe destacarse que la garantía adecuada de la propiedad comunitaria no implica solo 

su reconocimiento nominal, sino que comporta la observancia y respeto de la autonomía y 

autodeterminación de las comunidades indígenas sobre sus tierras.  

                                                             
257 Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua, párr. 138, y Caso Pueblo Indígena 
Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, párr. 130. 
258 “En relación con el artículo 2 de la Convención Americana, el Tribunal ha indicado que el mismo obliga a los 
Estados Parte a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de la 
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos 
y libertades protegidos por la Convención. Es decir, ‘[e]l deber general [derivado de este artículo] implica la 
adopción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por la otra, la expedición de normas 
y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías’” (Caso Comunidad 
Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras, párr. 206. Allí se cita: Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero de 1997. Serie C No. 30, párr. 51; Caso Castillo Petruzzi 
y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 207; 
Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus miembros Vs. Panamá, párr. 
192, y Caso Tarazona Arrieta y Otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de octubre de 2014. Serie C No. 286, párr. 153).  
259 Cfr. Caso Godínez Cruz Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C 
No. 3, párr. 92, y Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, párrs. 130 y 132.  
260 A efectos de evaluar lo referido, debe considerarse que el control efectivo del territorio, sin interferencias, en 
determinadas circunstancias, puede implicar una labor compleja. Esto, atendiendo a factores tales como la 
dimensión del territorio, sus características geográficas, la cantidad de terceros presentes en él, su perfil o 
características, entre otros (cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párr. 85. En ese sentido, 
Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus miembros Vs. Brasil, párr. 139). 
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154. Sobre lo anterior, es preciso recordar que “la normativa internacional relativa a pueblos 

y comunidades indígenas o tribales reconoce derechos a los pueblos como sujetos colectivos 

del Derecho Internacional y no únicamente a sus miembros[; …] los pueblos y comunidades 

indígenas o tribales, cohesionados por sus particulares formas de vida e identidad, ejercen 

algunos derechos reconocidos por la Convención desde una dimensión colectiva”, entre 

ellos, el derecho de propiedad de la tierra261. Al respecto, la Corte ha señalado el derecho a 

la autodeterminación de los pueblos indígenas respecto a la “disposición libre […] de sus 

riquezas y recursos naturales”, la que es necesaria para no verse privados de “sus propios 

medios de subsistencia”262. Se ha indicado ya que el derecho de propiedad comunitaria debe 

ser observado de modo de garantizar el control por parte de los pueblos indígenas de los 

recursos naturales del territorio, así como su estilo de vida (supra párr. 94). En ese sentido, 

tanto el Convenio 169, como la Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los 

Pueblos Indígenas, reconocen titularidad de derechos humanos a pueblos indígenas. La 

Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, en sus artículos VI y IX, 

respectivamente, preceptúa el deber estatal de reconocer “el derecho de los pueblos 

indígenas a su actuar colectivo”, y “la personalidad jurídica de los pueblos indígenas, 

respetando las formas de organización indígenas y promoviendo el ejercicio pleno de los 

derechos reconocidos en esta Declaración”.  

 

155. Lo dicho es relevante, pues la Corte ha expresado que “el derecho a que el Estado 

reconozca [la] personalidad jurídica es una de las medidas especiales que se debe 

proporcionar a los grupos indígenas y tribales a fin de garantizar que éstos puedan gozar 

de sus territorios según sus tradiciones”263. A tal efecto, la personalidad jurídica debe ser 

reconocida a las comunidades de modo que posibilite la adopción de decisiones sobre la 

tierra conforme a sus tradiciones y modos de organización264.  

 

                                                             
261 Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua, párr. 149; Caso Pueblo Indígena Kichwa 
de Sarayaku Vs. Ecuador, párrs. 145 y 231, y Titularidad de derechos de las personas jurídicas en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos (Interpretación y alcance del artículo 1.2, en relación con los artículos 
1.1, 8, 11.2, 13, 16, 21, 24, 25, 29, 30, 44, 46, y 62.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
así como del artículo 8.1 A y B del Protocolo de San Salvador). Opinión Consultiva OC-22/16, párr. 75.  
262 Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, párr. 93, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, párr. 122.  
263 Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, párr. 172, y Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, párr. 107.  
264 Resulta ilustrativo, sobre lo dicho, recordar apreciaciones hechas por la Corte respecto a circunstancias del 
caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam: “el reconocimiento del derecho a la personalidad jurídica del pueblo 
Saramaka como un conjunto ayudaría a evitar […] situaciones [de conflicto], ya que los representantes 
verdaderos de la personalidad jurídica serían elegidos conforme a sus propias tradiciones y autoridades locales, 
y las decisiones que afecten la propiedad sería la responsabilidad de aquellas autoridades y no la de los miembros 
individuales”. En ese caso, el Estado involucrado había “objetado si los doce capitanes de los doce clanes (lös) 
Saramaka verdaderamente representa[ban] la voluntad de la comunidad en su conjunto […]. El Estado, además, 
alegó que el verdadero representante de la comunidad debería ser [uno] y no otros”. La Corte entendió que 
“[e]sta controversia sobre quién realmente representa[ba] al pueblo Saramaka e[ra] una consecuencia natural 
de la falta de reconocimiento de su personalidad jurídica” (Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, párrs. 169 y 
170). 
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156. Ahora bien, el Decreto 1498/14 prevé acciones para el reconocimiento de la propiedad 

respecto de las comunidades indígenas que habitan los lotes 14 y 55. Cierto es que nombra 

71 comunidades, pero dado el proceso de “fisión –fusión” que caracteriza a las mismas, 

debe entenderse que el mayor número de comunidades que ha surgido con posterioridad a 

la emisión del Decreto 1498/14 no es sino una derivación de aquéllas 71. Por lo tanto, todas 

las comunidades indígenas habitantes de los lotes 14 y 55 que se han formado a partir de 

las 71 aludidas deben considerarse incluidas en el reconocimiento de propiedad efectuado 

por el Decreto 1498/14, en el entendido que ello abarca todas las comunidades señaladas 

como presuntas víctimas (supra párr. 35 y Anexo V). La Corte advierte que un entendimiento 

distinto del Decreto 1498/14, que implicara desconocer la propiedad de comunidades bajo 

el pretexto de que no están explícitamente nombradas en dicho decreto, resultaría contrario 

a la Convención. El Estado debe abstenerse de actuaciones o interpretaciones de normas 

sesgadas o de excesivo rigor formal que tengan por efecto generar divisiones artificiales en 

el conjunto de comunidades indígenas implicadas en el caso. Ahora bien, en el marco del 

entendimiento correspondiente del Decreto 1498/14, no es posible concluir que el Estado, 

en el modo en que ha reconocido la propiedad, impidiera el actuar colectivo de todas las 

comunidades titulares del derecho. En ese sentido, siendo que el Estado ha reconocido la 

propiedad a todas las comunidades indígenas, no se advierte una vulneración al derecho al 

reconocimiento de la personalidad jurídica de las mismas. Cuestión distinta es si, más allá 

del reconocimiento formal, el derecho de propiedad se ha cumplido en cuanto a la 

concreción efectiva de los actos necesarios para la definición, seguridad jurídica y libre 

disfrute de la propiedad. Ello también se examina en esta Sentencia, pero no resulta atinente 

a la cuestión de la personalidad jurídica.   

 

160. Debe dejarse establecido que a partir de normativa de jerarquía constitucional (supra 

párr. 54), no puede dudarse de que el Estado reconoce el derecho de propiedad comunitaria 

indígena265 y que el mismo, como también ha señalado el perito Solá, debe entenderse 

operativo, en cuanto el Estado tiene el deber inmediato e incondicionado de observarlo. La 

eventual falta de disposiciones normativas internas no excusa al Estado. Sin perjuicio de 

ello, es procedente considerar si las particularidades del sistema normativo estatal han 

implicado un obstáculo adicional a la salvaguarda del derecho de propiedad relevante en el 

caso.  

 

166. La Corte entiende que, dados los problemas normativos señalados, las comunidades 

indígenas implicadas en el caso no han contado con una tutela efectiva de su derecho de 

propiedad y han quedado, a tal efecto, sujetas al avance de negociaciones y a decisiones 

sobre su propiedad por medio de actos gubernativos potestativos que, en la práctica, luego 

de más de 28 años desde que se reclamara el reconocimiento de la propiedad, no han 

concretado adecuadamente su derecho.   

                                                             
265 La Corte nota que la redacción del artículo 15 de la Constitución de Salta (supra párr. 55) parece limitar el 
reconocimiento del derecho de propiedad comunitaria indígena solo a tierras “fiscales”, pero no examinará tal 
presunta limitación en forma puntual, por no ser relevante en el caso. 
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b. Derecho a un medio ambiente sano, a una alimentación adecuada, al agua 

y a participar en la vida cultural. 

 

195. La Corte, ha afirmado su competencia para determinar violaciones al artículo 26 de la 

Convención Americana266 y ha señalado que el mismo protege aquellos derechos 

económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA) que se deriven de la Carta de la 

Organización de Estados Americanos (en adelante “Carta de la OEA”, o “la Carta”), siendo 

pertinente para su entendimiento las “[n]ormas de [i]nterpretación” establecidas en el 

artículo 29 de la Convención267.  

 
196. Así, este Tribunal ha explicado que “[p]ara identificar aquellos derechos que pueden 

ser derivados interpretativamente del artículo 26, se debe considerar que este realiza una 

remisión directa a las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura 

contenidas en la Carta de la OEA”268. En base a lo anterior, estando establecido que un 

derecho debe entenderse incluido en el artículo 26 de la Convención, corresponde fijar sus 

alcances, a la luz del corpus iuris internacional en la materia269. Es pertinente destacar que 

la Corte ha recordado que:  

 

la misma Convención hace expresa referencia a las normas del Derecho Internacional general 

para su interpretación y aplicación, específicamente a través del artículo 29, el cual prevé el 

principio pro persona270. De esta manera, como ha sido la práctica constante de este 

                                                             
266 Cfr. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009. Serie C No. 198, párrs. 16, 17 y 97; Caso Lagos 
del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2017. Serie C No. 340, párr. 142; Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2017. Serie C No. 344, párr. 192; 
Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de febrero de 2018. 
Serie C No. 348, párr. 220; Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
8 de marzo de 2018. Serie C No. 349, párr. 100; Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párr. 97; Caso Muelle Flores 
Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie C 
No. 375, párrs. 170 a 208; Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional 
de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394, párr. 155, y Caso Hernández Vs. Argentina. 
 Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C No. 395, 
párr. 54. 
267 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, párr. 144, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 62. 
268 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, párr. 145; Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, párr. 103, y Caso 
Hernández Vs. Argentina, párr. 62. 
269 Ello no excluye acudir también a la normativa nacional que pudiera ser relevante (cfr. Caso Poblete Vilches y 
otros Vs. Chile, párr. 103, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 62). 
270 Cfr. Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2013. Serie C No. 272, párr. 143, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 65. 
En la determinación de los derechos respectivos, de ser el caso, la Corte da “un especial énfasis a la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre […], pues tal y como lo estableció este Tribunal[, l]os Estados 
Miembros han entendido que la Declaración contiene y define aquellos derechos humanos esenciales a los que 
la Carta se refiere, de manera que no se puede interpretar y aplicar la Carta de la Organización en materia de 
derechos humanos, sin integrar las normas pertinentes de ella con las correspondientes disposiciones de la 
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Tribunal271, al determinar la compatibilidad de las acciones y omisiones del Estado o de sus 

normas, con la propia Convención u otros tratados respecto de los cuales tiene competencia, 

la Corte puede interpretar las obligaciones y derechos en ellos contenidos a la luz de otros 

tratados y normas pertinentes272. 

 

197. La Corte ha afirmado, en el mismo sentido, que:  

 

los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos, cuya interpretación tiene que 

acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida actuales. Tal interpretación 

evolutiva es consecuente con las reglas generales de interpretación establecidas en el artículo 

29 de la Convención Americana, así como con la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados273 […]. Además, el párrafo tercero del artículo 31 de [dicha] Convención de Viena 

autoriza la utilización de medios interpretativos tales como los acuerdos o la práctica o reglas 

relevantes del derecho internacional que los Estados hayan manifestado sobre la materia del 

tratado, los cuales son algunos de los métodos que se relacionan con una visión evolutiva del 

Tratado274.  

 

199. Al proceder de esta manera, la Corte realiza una interpretación que permite actualizar 

el sentido de los derechos derivados de la Carta que se encuentran reconocidos en el artículo 

26 de la Convención275. Es por ello que lo que realiza es una aplicación de esta norma y, 

como ya antes ha explicado, “no está asumiendo competencias sobre tratados en los que 

no la tiene, ni tampoco está otorgando jerarquía convencional a normas contenidas en otros 

instrumentos nacionales o internacionales relacionados con los [derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales]”276.  

 

B.1.1.1 El derecho a un medio ambiente sano 
 

                                                             
Declaración, como resulta de la práctica seguida por los órganos de la OEA’” (cfr. Interpretación de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 de 14 de julio de 1989. Serie A No. 10. párr. 43, y Caso 
Hernández Vs. Argentina, párr. 66). 
271 Cfr. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Serie C No. 221, 
párr. 78 y 121; Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 
2012. Serie C No. 239, párr. 83; Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 129; Caso I.V. Vs. Bolivia. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 
329, párr. 168; Caso Lagos del Campo Vs. Perú, párr. 145; Caso Poblete Vilches y Otros Vs. Chile, párr. 103; 
Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, párr. 100, y Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú, párr. 158; Caso Hernández 
Vs. Argentina, párr. 65.  
272 Cfr. Caso Muelle Flores Vs. Perú, párr. 176, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 65.  
273 Cfr. El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso 
Legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 114, y Caso Hernández Vs. 
Argentina, párr. 67. 
274 Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú, párr. 160, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 67. 
275 Así lo ha señalado también la Corte anteriormente (cfr. Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala, párr. 101, 
y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 66). 
276 Cfr. Caso familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia, párr. 143, y Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 66. 
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202. Este Tribunal ya ha manifestado que el derecho a un medio ambiente sano “debe 

considerarse incluido entre los derechos […] protegidos por el artículo 26 de la Convención 

Americana”, dada la obligación de los Estados de alcanzar el “desarrollo integral” de sus 

pueblos, que surge de los artículos 30, 31, 33 y 34 de la Carta277.  

203. La Corte ya se ha referido al contenido y alcance de este derecho, considerando 

diversas normas relevantes, en su Opinión Consultiva OC-23/17, por lo que se remite a 

dicho pronunciamiento278. Afirmó en esa oportunidad que el derecho a un medio ambiente 

sano “constituye un interés universal” y “es un derecho fundamental para la existencia de 

la humanidad”, y que “como derecho autónomo […] protege los componentes del […] 

ambiente, tales como bosques, mares, ríos y otros, como intereses jurídicos en sí mismos, 

aun en ausencia de certeza o evidencia sobre el riesgo a las personas individuales. Se trata 

de proteger la naturaleza”, no solo por su “utilidad” o “efectos” respecto de los seres 

humanos, “sino por su importancia para los demás organismos vivos con quienes se 

comparte el planeta”. Lo anterior no obsta, desde luego, a que otros derechos humanos 

puedan ser vulnerados como consecuencia de daños ambientales279.  

                                                             
277 Cfr. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el 
marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr.57 y nota a pie de página 85. La Corte explicó en esa oportunidad 
que “los artículos 30, 31, 33 y 34 de la Carta establecen una obligación a los Estados para alcanzar el ‘desarrollo 
integral’ de sus pueblos[, concepto que] ha sido definido por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral 
de la OEA (SEDI) como ‘el nombre general dado a una serie de políticas que trabajan conjuntamente para 
fomentar el desarrollo sostenible’[,] una de [cuyas] dimensiones […] es precisamente el ámbito ambiental”. En 
los párrafos 52 y 53 de la misma Opinión Consultiva este Tribunal dio cuenta de una serie de instrumentos 
emitidos en el ámbito internacional, de los cuales surge que la protección del medio ambiente debe entenderse 
“parte integrante” de los procesos de desarrollo, siendo uno de los “pilares”, junto con el “desarrollo económico” 
y el “desarrollo social”, del desarrollo sostenible. La Corte recordó que en el ámbito de las Naciones Unidas se 
reconoció que “el alcance de los derechos humanos de todas las personas depende de la consecución de las tres 
dimensiones [indicadas] del desarrollo sostenible”, y que, “[e]n el mismo sentido, varios instrumentos del ámbito 
interamericano se han referido a la protección del […] ambiente y el desarrollo sostenible”. Los instrumentos 
referidos en ambos párrafos aludidos son: Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano 
(Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, Estocolmo, 5 a 16 de junio de 1972, 
Doc. ONU A/CONF.48/14/Rev.1); Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Conferencia de 
las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Río de Janeiro, 3-14 de junio de 1992, Doc. ONU 
NCONP.I51/26/Rev.1 (Vol. 1)); Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible y Plan de Aplicación 
de las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible (Cumbre Mundial de las Naciones Unidas 
sobre el Desarrollo Sostenible, Johannesburgo, 4 de septiembre de 2002, Doc. ONU A/CONF. 199/20); 
“Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” (Resolución 70/1 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 25 de septiembre de 2015, Doc. ONU A/RES/70/1), y Carta Democrática 
Interamericana (aprobada en la primera sesión plenaria de la Asamblea General de la OEA, celebrada el 11 de 
septiembre de 2001 durante el Vigésimo Octavo Periodo de Sesiones). 
278 Cfr. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el 
marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, en particular, párrs. 56 a 68. 
279 Cfr. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el 
marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párrs. 59, 62 y 64. Como se resalta en el escrito de amicus curiae 
presentado por DPLF y otras organizaciones, dadas las dimensiones económica, social y ambiental del desarrollo 
sostenible antes indicadas (supra nota a pie de página 191), el derecho al ambiente sano no debe ser 
menoscabado por la dimensión de desarrollo económico, sino que debe ser garantizado y, por tanto, existen 
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206. De modo solo adicional, se deja constancia de que el derecho al ambiente sano ha sido 

objeto de reconocimiento por diversos países de América: ya ha advertido la Corte que al 

menos 16 Estados del continente lo incluyen en sus Constituciones280.  

 

207. En lo que es relevante para el caso, debe hacerse notar que rige respecto al derecho 

al ambiente sano no solo la obligación de respeto281, sino también la obligación de garantía 

prevista en el artículo 1.1 de la Convención, una de cuyas formas de observancia consiste 

en prevenir violaciones. Este deber se proyecta a la “esfera privada”, a fin de evitar que 

“terceros vulneren los bienes jurídicos protegidos”, y “abarca todas aquellas medidas de 

carácter jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los 

derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean 

efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito”282. En esta línea, la Corte ha 

señalado que en ciertas ocasiones los Estados tienen la obligación de establecer mecanismos 

adecuados para supervisar y fiscalizar ciertas actividades, a efecto de garantizar los 

derechos humanos, protegiéndolos de las acciones de entidades públicas, así como de 

                                                             
obligaciones que deben ser observadas por los Estados. El mismo escrito de amicus curiae hizo notar que la 
Asamblea General de la OEA ha emitido diversas resoluciones instando a los Estados de la región a promover el 
derecho a un medio ambiente sano como un componente prioritario de sus políticas de desarrollo y con el fin 
de combatir el cambio climático (indicó, como ejemplos, las resoluciones Derechos Humanos y Medio Ambiente 
AG/RES. 1926 (XXXIII-O/03), que reconoce “la creciente importancia que se le asigna a la necesidad de 
administrar el medio ambiente en una forma sostenible para promover la dignidad y el bienestar humanos”; 
Derechos Humanos y Cambio Climático en las Américas AG/RES. 2429 (XXXVIII-O/08), que reconoce la estrecha 
relación entre la protección al medio ambiente y los derechos humanos y destaca que el cambio climático 
produce efectos adversos en el disfrute de los derechos humanos, y el Programa Interamericano para el 
Desarrollo Sostenible AG/RES. 2882 (XLVI-O/16), que reconoce las tres dimensiones del desarrollo, en la línea 
de la agenda 2030. 
280 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, nota a pie de página 88. Allí se indica que, además de la de Argentina, las 
Constituciones de los siguientes países consagran el derecho al ambiente: Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y 
Venezuela. 
281 La Corte ha señalado que en virtud de la obligación de respetar los derechos humanos, prevista en el artículo 
1.1 de la Convención, los Estados “deben abstenerse” de, entre otras conductas, “contaminar ilícitamente el 
medio ambiente de forma que se afecte las condiciones que permiten la vida digna de las personas, por ejemplo, 
mediante el depósito de desechos de empresas estatales en formas que afecten la calidad o el acceso al agua 
potable y/o a fuentes de alimentación” (Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación 
con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal 
- interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017. Serie A No. 
23, párr. 117. En sustento de lo indicado, la Corte citó señalamientos del Comité DESC (Observación General 
15: El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). 
20 de enero de 2003.Doc. ONU E/C.12/2002/11, párrs. 17 a 19, y Observación General 14: El derecho al disfrute 
del más alto de nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales). 11 de agosto de 2000. Doc. ONU E/C.12/2000/4, párr. 34). 
282 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 118. 
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personas privadas283. La obligación de prevenir “es de medio o comportamiento y no se 

demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido violado”284. 

Debido a que lo indicado es aplicable al conjunto de los derechos receptados en la 

Convención Americana, es útil dejar ya sentado que también refiere a los derechos a la 

alimentación adecuada, al agua y a participar en la vida cultural.   

 

208. Sin perjuicio de lo anterior, en materia específica ambiental, debe destacarse que el 

principio de prevención de daños ambientales, forma parte del derecho internacional 

consuetudinario, y entraña la obligación de los Estados de llevar adelante las medidas que 

sean necesarias ex ante la producción del daño ambiental, teniendo en consideración que, 

debido a sus particularidades, frecuentemente no será posible, luego de producido tal daño, 

restaurar la situación antes existente. En virtud del deber de prevención, la Corte ha 

señalado que “los Estados están obligados a usar todos los medios a su alcance con el fin 

de evitar que las actividades que se lleven a cabo bajo su jurisdicción, causen daños 

significativos al […] ambiente”285. Esta obligación debe cumplirse bajo un estándar de debida 

diligencia, la cual debe ser apropiada y proporcional al grado de riesgo de daño ambiental286. 

Por otro lado, si bien no es posible realizar una enumeración detallada de todas las medidas 

que podrían tomar los Estados con el fin de cumplir este deber, pueden señalarse algunas, 

relativas a actividades potencialmente dañosas: i) regular; ii) supervisar y fiscalizar; iii) 

requerir y aprobar estudios de impacto ambiental; iv) establecer planes de contingencia, y 

v) mitigar en casos de ocurrencia de daño ambiental287.  

 

                                                             
283 Ver, inter alia, Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. 
Serie C No. 149, párrs. 86, 89 y 99, y Caso I.V. Vs. Bolivia, párrs. 154 y 208. Ver, en el mismo sentido, Caso 
Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala, párr. 355. 
284 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 118. La Corte ha expresado la misma noción, aunque no en forma 
directamente vinculada al derecho al ambiente sano, en otras decisiones: cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. 
Honduras. Fondo, párrs. 165 y 166, y Caso López Soto y otros Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2018. Serie C No. 36, párr. 130. En el mismo sentido, la Comisión Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos ha destacado que el derecho a un medio ambiente sano impone a los 
Estados la obligación de adoptar medidas razonables para prevenir la contaminación y degradación del ambiente, 
promover la conservación y asegurar un desarrollo y uso de los recursos naturales ecológicamente sustentable 
(Cfr. Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Caso Ogoni Vs. Nigeria, Comunicación 155/96. 
Decisión de 27 de mayo de 2002, párr. 52).  
285 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, nota a pie de página 247 y párr. 142.  
286 Cfr. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el 
marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 142.  
287 Cfr. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el 
marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 145. 
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209. Además, la Corte ha tenido en cuenta que diversos derechos pueden verse afectados 

a partir de problemáticas ambientales288, y que ello “puede darse con mayor intensidad en 

determinados grupos en situación de vulnerabilidad”, entre los que se encuentran los 

pueblos indígenas y “las comunidades que dependen, económicamente o para su 

supervivencia, fundamentalmente de los recursos ambientales, [como] las áreas forestales 

o los dominios fluviales”. Por lo dicho “con base en ‘la normativa internacional de derechos 

humanos, los Estados están jurídicamente obligados a hacer frente a esas vulnerabilidades, 

de conformidad con el principio de igualdad y no discriminación’”289.   

 

B.1.1.2 El derecho a la alimentación adecuada 
 

210. En lo que respecta al derecho a la alimentación adecuada, la Carta señala en su artículo 

34.j que “[l]os Estados miembros convienen […] en dedicar sus máximos esfuerzos a la 

consecución de […] nutrición adecuada, particularmente por medio de la aceleración de los 

esfuerzos nacionales para incrementar la producción y disponibilidad de alimentos”. 

211. El derecho a la alimentación puede identificarse también en el artículo XI de la 

Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (en adelante también 

“Declaración Americana”)290, que dispone que “[t]oda persona tiene derecho a que su salud 

sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación”, entre otros 

aspectos.  

 

212. Además, el artículo 12.1 del Protocolo de San Salvador, expresa que “[t]oda persona 

tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del más alto 

nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual”.  

 

213. En el ámbito universal, la Declaración Universal de Derechos Humanos291, en su artículo 

25.1 prevé que: “[t]oda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, 

así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación”, así como otros 

bienes que indica el artículo. Además, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (PIDESC) expresa en su artículo 11.1, en términos similares, que “[l]os 

                                                             
288 Inclusive a la alimentación adecuada, al agua y a participar en la vida cultural.  
289 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, párrs. 66 y 67. La cita dentro del texto transcrito corresponde a: “Consejo de 
Derechos Humanos, Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre la relación entre el cambio climático y los derechos humanos, 15 de enero de 2009, Doc. ONU 
A/HRC/10/61, párr. 42, y Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre la cuestión de las 
obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, 
saludable y sostenible, 1 de febrero de 2016, Doc. ONU A/HRC/31/52, párr. 81”. 
290  Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana. Bogotá, Colombia, 1948. 
291 Proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948 en su 
Resolución 217 A (III). 
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Estados Partes […] reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para 

sí y su familia, incluso alimentación”292, entre otros factores.  

 

214. Asimismo, la Constitución Nacional de Argentina, en su texto sancionado el 15 de 

diciembre de 1994, señala en su artículo 75 inciso 22 que “[l]a Declaración Americana de 

los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos[, y] el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales”, entre otros instrumentos internacionales, “tienen 

jerarquía constitucional”. Por ende, el derecho a la alimentación, en el modo en que está 

recogido por dichos instrumentos, tiene “jerarquía constitucional”. La Constitución de Salta, 

por su parte, reconoce en términos generales el derecho a la salud, estrechamente ligado a 

la alimentación, y tiene normas específicas sobre alimentación en relación con “la infancia” 

y “la ancianidad”293.  

 

215. De forma adicional, se hace notar que diversos países han reconocido el derecho a la 

alimentación en normas internas. El Grupo de Trabajo para el análisis de los informes 

nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador (en adelante “Grupo sobre el PSS”) ha 

señalado que “un número creciente de Estados ha reconocido explícitamente el 

derecho a la alimentación adecuada en sus constituciones políticas y cada vez más en 

legislaciones internas (tanto mediante leyes marco, como de leyes sectoriales). América 

Latina se encuentra a la vanguardia de esta tendencia mundial”294.  

 

216. Del artículo 34.j de la Carta, interpretado a la luz de la Declaración Americana, y 

considerando los demás instrumentos citados, se pueden derivar elementos constitutivos 

del derecho a la alimentación adecuada. Esta Corte considera que el derecho protege, 

esencialmente, el acceso de las personas a alimentos que permitan una nutrición adecuada 

y apta para la preservación de la salud. En ese sentido, como ha señalado el Comité DESC, 

el derecho se ejerce cuando las personas tienen “acceso físico y económico, en todo 

                                                             
292 El PIDESC entró en vigor el 3 de enero de 1976. Argentina firmó el tratado el 19 de febrero de 1968 y lo 
ratificó el 8 de agosto de 1986. El instrumento, desde la vigencia de la reforma constitucional nacional aprobada 
en 1994 (supra párr. 54), goza en Argentina de jerarquía constitucional (infra, párr. 214).  
293 El artículo 41, denominado “Derecho a la salud”, dice: “La salud es un derecho inherente a la vida y su 
preservación es un deber de cada persona. Es un bien social. Compete al Estado el cuidado de la salud física, 
mental y social de las personas, y asegurar a todos la igualdad de prestaciones ante idénticas necesidades”. El 
artículo 33 establece “[e]l Estado asegura la protección de la infancia, cubriendo sus necesidades […] de […] 
alimentación”. El artículo 35 “reconoce a la ancianidad el derecho a una existencia digna”, y establece que “[l]a 
Provincia procura a los habitantes de la tercera edad: […l]a alimentación”. 
294  Grupo sobre el PSS. Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de 
San Salvador. 5 de noviembre de 2013. Doc. OEA/Ser.L/XXV.2.1 GT/PSS/doc.9/13. Segundo agrupamiento de 
Derechos, párr. 18. En la nota a pie de página 7, correspondiente a ese párrafo, se indicó que “Bolivia (Art. 16), 
Brasil (Art. 10), Ecuador (Art. 13), Guatemala (99), Guyana (Art. 40), Haití (Art. 22) y Nicaragua (Art. 63) 
reconocen el derecho a la alimentación para todos y todas en sus constituciones; Colombia (Art. 44), Cuba (Art. 
9), Honduras (Art. 142-146) reconocen el derecho a la alimentación de los niños y niñas,  Surinam (Art. 24) 
reconoce el derecho a la alimentación en el contexto del derecho al trabajo. Argentina, El Salvador y Costa Rica 
reconocen implícitamente el derecho a la alimentación en sus constituciones al haber elevado a rango 
constitucional o supraconstitucional el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”.  
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momento, a la alimentación adecuada o a medios para obtenerla[, sin que] deb[a] 

interpretarse […]en forma estrecha o restrictiva asimilándolo a un conjunto de calorías, 

proteínas y otros elementos nutritivos concretos”295.  

 

217. Si bien el derecho a la alimentación está ampliamente reconocido en el corpus iuris 

internacional296, el Comité DESC, con base en el PIDESC, ha desarrollado con claridad el 

contenido del derecho a la alimentación. Tomar tal desarrollo como referencia facilita la 

interpretación de la Corte del contenido del derecho297.  

218. En su Observación General 12, el Comité DESC señaló que el “contenido básico” del 

derecho a la alimentación comprende “[l]a disponibilidad de alimentos en cantidad y calidad 

suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias de los individuos, sin sustancias 

nocivas, y aceptables para una cultura determinada”, y “[l]a accesibilidad de esos alimentos 

en formas que sean sostenibles y que no dificulten el goce de otros derechos humanos”298. 

 

219. El Comité destacó que por disponibilidad debe entenderse “las posibilidades que tiene 

el individuo de alimentarse ya sea directamente, explotando la tierra productiva u otras 

fuentes naturales de alimentos, o mediante sistemas de distribución, elaboración y de 

comercialización que funcionen adecuadamente y que puedan trasladar los alimentos desde 

el lugar de producción a donde sea necesario según la demanda”. Explicó también que la 

accesibilidad “comprende la accesibilidad económica y física”299. 

                                                             
295 Comité DESC, Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11). 20º periodo 
de sesiones (1999). Doc. E/C.12/1995/5, párr. 6. En el mismo sentido se expidió el Grupo sobre el PSS (cfr. 
Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador – Segundo 
agrupamiento de Derechos, párr. 19). Como se indicó en el el escrito de amicus curiae presentado por DPLF y 
otras organizaciones, la Carta genera un parámetro mínimo para la satisfacción del derecho a la alimentación, 
al establecer que los Estados deben procurar acceso a “una nutrición adecuada”; esta obligación se ve reforzada 
por el artículo XI de la Declaración Americana, que si bien menciona la “preserva[ción]” de la “salud”, no debe 
confundirse con el “derecho a la salud”, pues se refiere por separado a las medidas de “asistencia médica” y las 
“relativas a la alimentación”. 
296 Al respecto, aunado a lo ya expuesto, entre los instrumentos relevantes pueden citarse los siguientes: 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, art. 12; Convención 
sobre los Derechos del Niño, artículos 24 y 27, o la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, arts. 25 y 28 (Argentina ratificó la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer el 15 de julio de 1985, la Convención de los Derechos del niño el 4 de diciembre 
de 1990, y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el 2 de septiembre de 2008). 
De modo adicional, pueden señalarse documentos como los siguientes: Declaración Universal sobre la 
Erradicación del Hambre y la Malnutrición de 1974; la Declaración de Roma de la Seguridad Alimentaria Mundial 
de 1996; la Declaración de la Cumbre Mundial sobre Alimentación de 2002, o las Directrices voluntarias en apoyo 
de la realización progresiva del derecho humano a la alimentación en el contexto de la seguridad alimentaria 
nacional, aprobadas por el Consejo de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO) en 2004.  
297 En un sentido similar procedió la Corte respecto de otros derechos. Así, puede citarse la sentencia sobre el 
caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile en relación con el derecho a la salud, o la sentencia sobre el caso Muelle 
Flores Vs. Perú, respecto al derecho a la seguridad social (cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, párrs. 115, 
118 y 120, y Caso Muelle Flores Vs. Perú, párr. 184). También el Grupo sobre el PSS procedió en forma similar, 
tomando los señalamientos del Comité DESC como una referencia relevante (cfr. Indicadores de progreso para 
la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador. - Segundo agrupamiento de Derechos”). 
298 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párr. 8. 
299 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párrs. 12 y 13. 
En el último párrafo indicado, el Comité DESC expresó también que: a) “[l]a accesibilidad económica implica que 
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220. En lo que también resulta relevante destacar para el caso, corresponde hacer notar 

que los conceptos de “adecuación” y “seguridad alimentaria” son particularmente 

importantes respecto al derecho a la alimentación. El primero, pone de relieve que no 

cualquier tipo de alimentación satisface el derecho, sino que hay factores que deben 

tomarse en cuenta, que hacen a la alimentación “adecuada”. El segundo concepto se 

relaciona con el de “sostenibilidad”, y entraña “la posibilidad de acceso a los alimentos por 

parte de las generaciones presentes y futuras”. El Comité DESC explicó también “que los 

alimentos deb[e]n ser aceptables para una cultura o unos consumidores determinados[, lo 

que] significa que hay que tener también en cuenta, en la medida de lo posible, los valores 

no relacionados con la nutrición que se asocian a los alimentos y el consumo de 

alimentos”300. 

 

221. Los Estados tienen el deber no solo de respetar301, sino también de garantizar el 

derecho a la alimentación, y debe entenderse como parte de tal obligación el deber de 

“protección” del derecho, tal como fue conceptuado por el Comité DESC: “[l]a obligación de 

proteger requiere que el Estado Parte adopte medidas para velar por que las empresas o 

los particulares no priven a las personas del acceso a una alimentación adecuada”. 

Correlativamente, el derecho se ve vulnerado por el Estado al “no controlar las actividades 

de individuos o grupos para evitar que violen el derecho a la alimentación de otras 

personas”302. 

                                                             
los costos financieros personales o familiares asociados con la adquisición de los alimentos necesarios para un 
régimen de alimentación adecuado deben estar a un nivel tal que no se vean amenazados o en peligro la 
provisión y la satisfacción de otras necesidades básicas. La accesibilidad económica se aplica a cualquier tipo o 
derecho de adquisición por el que las personas obtienen sus alimentos y es una medida del grado en que es 
satisfactorio para el disfrute del derecho a la alimentación adecuada. Los grupos socialmente vulnerables como 
las personas sin tierra y otros segmentos particularmente empobrecidos de la población pueden requerir la 
atención de programas especiales”, y b) “[l]a accesibilidad física implica que la alimentación adecuada debe ser 
accesible a todos, incluidos los individuos físicamente vulnerables, tales como los lactantes y los niños pequeños, 
las personas de edad, los discapacitados físicos, los moribundos y las personas con problemas médicos 
persistentes, tales como los enfermos mentales. Será necesario prestar especial atención y, a veces, conceder 
prioridad con respecto a la accesibilidad de los alimentos a las personas que viven en zonas propensas a los 
desastres y a otros grupos particularmente desfavorecidos. Son especialmente vulnerables muchos grupos de 
pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede verse amenazado”. 
300 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párrs. 7 y 11. 
301 La Corte ha señalado que, dado el deber de “respeto” mandado por el artículo 1.1 de la Convención, “los 
Estados deben abstenerse de […] cualquier práctica o actividad que deniegue o restrinja el acceso, en 
condiciones de igualdad, a los requisitos para una vida digna, como lo [es] la alimentación adecuada” (Medio 
ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la 
protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 
4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-23/17, párr. 117).   
302 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párrs. 15 y 19. 
Por otra parte, debe destacarse que la Corte ha señalado también que “en casos particulares de personas o 
grupos de personas que no están en condiciones de acceder por sí mismos […] a una alimentación adecuada, 
por razones ajenas a su voluntad, los Estados deben garantizar un mínimo esencial de […] alimentación” (Medio 
ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la 
protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 
4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-23/17, párr. 121). 
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B.1.1.3 El derecho al agua 
 

222. El derecho al agua se encuentra protegido por el artículo 26 de la Convención 

Americana. Ello se desprende de las normas de la Carta de la OEA, en tanto las mismas 

permiten derivar derechos de los que, a su vez, se desprende el derecho al agua303. Al 

respecto, baste señalar que entre aquellos se encuentran el derecho a un medio ambiente 

sano y el derecho a la alimentación adecuada, cuya inclusión en el citado artículo 26 ya ha 

quedado establecida en esta Sentencia, como asimismo el derecho a la salud, del que 

también este Tribunal ya ha indicado que está incluido en la norma304. El derecho al agua 

                                                             
303 Este Tribunal ya con anterioridad ha adoptado decisiones sobre la base de advertir la existencia de derechos 
a partir del contenido de otros que surgen de textos convencionales aplicables. Así se ha hecho, por ejemplo, 
respecto al “derecho a la verdad”: la Corte ha indicado que “toda persona, incluyendo los familiares de las 
víctimas de graves violaciones a derechos humanos, tiene, de acuerdo con los artículos 1.1, 8.1, 25, así como 
en determinadas circunstancias el artículo 13 de la Convención, el derecho a conocer la verdad” (Caso Gelman 
Vs. Uruguay, párr. 243, y Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252, párr. 298; también, en el mismo sentido, Caso 
Trujillo Oroza Vs. Bolivia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de febrero de 2002. Serie C No. 92, párr. 114, 
y Caso Omeara Carrascal y otros Vs. Colombia, párr. 256).  
304 Debe dejarse sentado que la Corte ya ha indicado que el derecho a la salud se incluye en el artículo 26, pues 
se deriva de los artículos 31.i, 31.l y 45.h de la Carta (cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, párr.106, y 
Caso Hernández Vs. Argentina, párr. 64). Ahora bien, la relación entre alimentación, salud y agua resulta 
evidente. Ha sido expresamente advertida por el Comité DESC, que ha dicho que “el derecho al agua […] está 
indisolublemente asociado al derecho al más alto nivel posible de salud [… y a] una alimentación adecuada” 
(Comité DESC. Observación General 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales), párr. 3). Este Tribunal, por su parte, ha recordado que “[e]ntre las 
condiciones necesarias para una vida digna, […] se ha referido al acceso y calidad del agua, alimentación y 
salud, cuyo contenido ya ha sido definido en la jurisprudencia de esta Corte, indicando que estas condiciones 
impactan de manera aguda el derecho a una existencia digna y las condiciones básicas para el ejercicio de otros 
derechos humanos. Asimismo, la Corte ha incluido la protección del […] ambiente como una condición para la 
vida digna”. Ha advertido que “[e]ntre dichas condiciones cabe destacar que la salud requiere de ciertas 
precondiciones necesarias para una vida saludable, por lo que se relaciona directamente con el acceso a la 
alimentación y al agua”, y que “la contaminación ambiental puede causar afectaciones a la salud”, por lo que la 
protección del ambiente se relaciona directamente con el acceso a la alimentación, al agua y a salud. (Medio 
ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la 
protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 
4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-23/17, párrs. 109 y 110. Allí se cita la siguiente jurisprudencia de este Tribunal: Caso Comunidad 
Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párrs. 163 y 167; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, 
párrs. 156 a 178; Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214, párrs. 187 y 195 a 213; Caso Artavia Murillo y otros 
(Fecundación in Vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 
de noviembre de 2012. Serie C No. 257, párr. 148; Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, párr. 172, y Caso 
Chinchilla Sandoval y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
29 de febrero de 2016. Serie C No. 312, párr. 168. También se cita: Comité DESC. Observación General 14: El 
derecho al disfrute del más alto de nivel posible de salud (artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 4 y 34 y Comité Europeo de Derechos Sociales, Demanda Nº 30/2005, 
Fundación para los derechos humanos “Marangopoulos” Vs. Grecia (Fondo). Decisión del 6 de diciembre de 
2006, párr. 195. La Corte ha señalado además que: a) el “derecho al agua” está entre “los derechos 
particularmente vulnerables a afectaciones ambientales”, b) “el Consejo de Derechos Humanos ha identificado 
amenazas ambientales que pueden afectar, de manera directa o indirecta, el goce efectivo de derechos humanos 
concretos, [entre ellos, el derecho al] agua”, y c) que “el acceso al agua y a […] aliment[os] puede ser afectado 
por ejemplo, si la contaminación limita la disponibilidad de los mismos en cantidades suficientes o afecta su 
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puede vincularse con otros derechos, inclusive el derecho a participar en la vida cultural, 

también tratado en esta Sentencia (infra párrs. 231 a 242)305. 

223. Es pertinente destacar también que la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

contempla en su artículo 25 el derecho a “un nivel de vida adecuado”, como también lo 

hace el PIDESC en su artículo 11. Este derecho debe considerarse inclusivo del derecho al 

agua, como lo ha hecho notar el Comité DESC, que también ha considerado su relación con 

otros derechos. De este modo, también en el ámbito universal se ha determinado la 

existencia del derecho al agua pese a la falta de un reconocimiento expreso general306. Sí 

hacen referencia expresa al agua algunos tratados del sistema universal referidos a aspectos 

específicos de protección de los derechos humanos, como la Convención sobre los Derechos 

del Niño, en el artículo 24, o la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, en el artículo 14, referido a “problemas especiales a que 

hace frente la […] mujer de las zonas rurales”. 

 

224. De modo adicional a lo expuesto, debe resaltarse que la Organización de las Naciones 

Unidas, a través de su Asamblea General, emitió el 28 de julio de 2010 la Resolución 64/292 

titulada “El derecho humano al agua y el saneamiento”, que reconoce que “el derecho al 

agua potable y el saneamiento es un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la 

                                                             
calidad”(Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el 
marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párrs. 66, 54, 111. Respecto a la mención al Consejo de Derechos 
Humanos, se citó: “Consejo de Derechos Humanos, Resolución 35, titulada ‘Los derechos humanos y el cambio 
climático’, adoptada el 19 de junio de 2017, Doc. ONU A/HRC/35/L.32; Consejo de Derechos Humanos, Informe 
del Relator Especial sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de 
un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, 1 de febrero de 2016, Doc. ONU A/HRC/31/52, 
párrs. 9 y 23; Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos sobre la relación entre el cambio climático y los derechos humanos, 15 de enero de 
2009, Doc. ONU A/HRC/10/61, párrs. 18 y 24, y Consejo de Derechos Humanos, Estudio analítico de la relación 
entre los derechos humanos y el medio ambiente, Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, 16 de diciembre de 2001, Doc. ONU A/HRC/19/34, párr. 7”).  
305 Adviértase que el Comité DESC ha señalado que “[e]l agua es fundamental para procurarse medios de 
subsistencia (el derecho a ganarse la vida mediante un trabajo) y para disfrutar de determinadas prácticas 
culturales (el derecho a participar en la vida cultural)”, y que “[e]l derecho al agua se encuadra claramente en 
la categoría de las garantías indispensables para asegurar un nivel de vida adecuado, en particular porque es 
una de las condiciones fundamentales para la supervivencia.[…] El derecho al agua también está 
indisolublemente asociado al […] derecho a una vivienda […]. Este derecho también debe considerarse 
conjuntamente con otros derechos consagrados en la Carta Internacional de Derechos Humanos, en primer 
lugar el derecho a la vida y a la dignidad humana”. Además, el Comité DESC notó que “[e]l derecho al agua ha 
sido reconocido en un gran número de documentos internacionales, tales como tratados, declaraciones y otras 
normas”, aludiendo no a instrumentos generales sobre derechos humanos, sino a diversos documentos sobre 
cuestiones específicas, que no hace falta exponer aquí (cfr. Comité DESC. Observación General 15. El derecho 
al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 6, 3 y 
4, y nota a pie de página 5, respectivamente). Dado lo dicho, puede destacarse el vínculo del derecho al agua 
con el derecho a la vida, recogido en el artículo 4 de la Convención. También surge de lo expuesto que el derecho 
al agua podría desprenderse y/o tener relación con otros derechos. No resulta necesario, a efectos del examen 
del presente caso, ahondar en consideraciones al respecto. 
306 Cfr. Comité DESC. Observación General. 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 3 y 4.  
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vida y de todos los derechos humanos”. En la misma línea, la Carta Social de las Américas, 

en su artículo 9 del Capítulo III, afirma que “[l]os Estados […] reconocen que el agua es 

fundamental para la vida y básica para el desarrollo socioeconómico y la sostenibilidad 

ambiental” y que “se comprometen a continuar trabajando para garantizar el acceso al agua 

potable y a los servicios de saneamiento para las presentes y futuras generaciones”. La 

Asamblea General de la OEA adoptó también, en 2007 y 2012, las resoluciones 2349/07 y 

2760/12, denominadas respectivamente “[e]l agua, la salud y los derechos humanos” y “[e]l 

derecho humano al agua potable y el saneamiento”. La primera, en sus artículos 1 y 4, 

“[r]econoce” al agua como “esencial para la vida y la salud” e “indispensable para poder 

vivir una vida con dignidad humana”, así como “el uso ancestral del agua por parte de las 

comunidades urbanas, rurales y pueblos indígenas, en el marco de sus usos y costumbres 

sobre el uso del agua, de conformidad con las respectivas legislaciones nacionales”. La 

segunda, en su primer artículo, “invita” a los Estados a “seguir trabajando” para “asegurar 

el acceso al agua potable y a servicios de saneamiento para las generaciones presentes y 

futuras”. El derecho también está contemplado en el artículo 12 de la Convención 

Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores307.  

 

226. Habiendo dado cuenta de disposiciones normativas que dan sustento al derecho, es 

relevante señalar su contenido. El Comité DESC ha expresado que:  

 
[e]l derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, 
aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico. Un abastecimiento 
adecuado de agua salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para reducir 
el riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de 
consumo y cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica308.  

 

En el mismo sentido la Corte, siguiendo lineamientos del Comité DESC, ha expresado que 

“el acceso al agua […] comprende ‘el consumo, el saneamiento, la colada, la preparación 

de alimentos y la higiene personal y doméstica’, así como para algunos individuos y grupos 

también […] ‘recursos de agua adicionales en razón de la salud, el clima y las condiciones 

de trabajo’”309.  

 

227. El Comité DESC ha indicado que “[e]l derecho al agua entraña tanto libertades como 

derechos”. Las primeras implican poder “mantener el acceso a un suministro de agua” y “no 

ser objeto de injerencias”, entre las que puede encontrarse la “contaminación de los 

recursos hídricos”. Los derechos, por su parte, se vinculan a “un sistema de abastecimiento 

y gestión del agua que ofrezca a la población iguales oportunidades de disfrutar del 

                                                             
307  Ratificada por Argentina el 23 de octubre de 2017.  
308 Comité DESC. Observación General 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párr. 2. 
309 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 111. Véase también Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay, 
párr. 195. 



75 | P á g i n a  
 

derecho”. Destacó también que “[e]l agua debe tratarse como un bien social y cultural, y 

no fundamentalmente como un bien económico”310, y que “los siguientes factores se aplican 

en cualquier circunstancia: 

 
a) La disponibilidad. El abastecimiento de agua de cada persona debe ser continuo y suficiente 

para los usos personales y domésticos […]. 

b) La calidad. El agua necesaria para cada uso personal o doméstico debe ser salubre […]. 

Además, el agua debería tener un color, un olor y un sabor aceptables […]. 

c) La accesibilidad. El agua y las instalaciones y servicios de agua deben ser accesibles para 

todos, sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte” 311.  

 

228. El Comité DESC, al explicar cómo el derecho al agua se vincula con otros derechos, 

señaló también la importancia de “garantizar un acceso sostenible a los recursos hídricos 

con fines agrícolas para el ejercicio del derecho a una alimentación adecuada”. Agregó que 

“los Estados […] deberían garantizar un acceso suficiente al agua para la agricultura de 

subsistencia y para asegurar la de subsistencia de los pueblos indígenas”. Sostuvo que “[l]a 

higiene ambiental, como aspecto del derecho a la salud […] entraña la adopción de medidas 

no discriminatorias para evitar los riesgos para la salud que representa el agua insalubre y 

contaminada por sustancias tóxicas”312. La Corte ya ha notado, en el mismo sentido, que el 

“derecho al agua” (como también los derechos a la alimentación y a participar en la vida 

cultural) está “entre los derechos particularmente vulnerables a afectaciones 

ambientales”313. 

                                                             
310 Agregó que “debe ser sostenible” el “modo en que se ejerza el derecho al agua”, para que pueda “ser ejercido 
por las generaciones actuales y futuras”. 
311 Comité DESC. Observación General 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 10, 11 y 12. En cuanto a la “accesibilidad”, el Comité DESC, 
en el último párrafo citado, explicó que “presenta cuatro dimensiones superpuestas: i) Accesibilidad física. El 
agua y las instalaciones y servicios de agua deben estar al alcance físico de todos los sectores de la población. 
[…] ii) Accesibilidad económica. El agua y los servicios e instalaciones de agua deben estar al alcance de todos. 
Los costos y cargos directos e indirectos asociados con el abastecimiento de agua deben ser asequibles y no 
deben comprometer ni poner en peligro el ejercicio de otros derechos reconocidos en el P[IDESC] iii) No 
discriminación. El agua y los servicios e instalaciones de agua deben ser accesibles a todos de hecho y de 
derecho, incluso a los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por 
cualquiera de los motivos prohibidos. iv) Acceso a la información. La accesibilidad comprende el derecho de 
solicitar, recibir y difundir información sobre las cuestiones del agua”.  
312 Comité DESC. Observación General 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 7 y 8.  
313 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 66. La Corte ha indicado que “la salud [se relaciona directamente con el 
acceso a la alimentación y al agua (cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párr. 167, Caso 
Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, párrs. 156 a 178; Caso de la Comunidad Indígena Xákmok 
Kásek vs. Paraguay, párrs. 195 a 213 y Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación 
con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal 
- interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 110) y que “el acceso al agua y a la 
alimentación puede ser afectado por ejemplo, si la contaminación limita la disponibilidad de los mismos en 
cantidades suficientes o afecta su calidad” (cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam, párr. 126; Caso de la 
Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, párrs. 195 y 198 y Medio ambiente y derechos humanos 
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229. En cuanto a las obligaciones que conlleva el derecho al agua, cabe agregar a lo 

expuesto algunas especificaciones. Rige, desde luego, el deber de respetar el ejercicio del 

derecho314, así como el deber de garantía, señalados en el artículo 1.1 de la Convención. 

Este Tribunal ha indicado que “el acceso al agua” implica “obligaciones de realización 

progresiva”, pero que “sin embargo, los Estados tienen obligaciones inmediatas, como 

garantizar [dicho acceso] sin discriminación y adoptar medidas para lograr su plena 

realización”315. Entre las obligaciones estatales que pueden entenderse comprendidas en el 

deber de garantía se encuentra la de brindar protección frente a actos de particulares, que 

exige que los Estados impidan a terceros que menoscaben el disfrute del derecho al agua, 

así como“garantizar un mínimo esencial de agua” en aquellos “casos particulares de 

personas o grupos de personas que no están en condiciones de acceder por sí mismos al 

agua […], por razones ajenas a su voluntad”316. 

 

230. La Corte concuerda con el Comité DESC en cuanto a que, en el cumplimiento de sus 

obligaciones relativas al derecho al agua, los Estados “deben prestar especial atención a las 

personas y grupos de personas que tradicionalmente han tenido dificultades para ejercer 

este derecho”, inclusive, entre otros, “los pueblos indígenas”. En ese sentido, deben velar 

porque “[e]l acceso de los pueblos indígenas a los recursos de agua en sus tierras 

ancestrales sea protegido de toda transgresión y contaminación ilícitas” y “facilitar recursos 

para que los pueblos indígenas planifiquen, ejerzan y controlen su acceso al agua”, así como 

que “[l]as comunidades nómadas […] tengan acceso al agua potable en sus lugares de 

acampada tradicionales”317. 

 

B.1.1.4 El derecho a participar en la vida cultural 
 

                                                             
(obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos 
a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr 11). 
314 De conformidad al deber de respeto ordenado por el artículo 1.1 de la Convención, “los Estados deben 
abstenerse de […] cualquier práctica o actividad que deniegue o restrinja el acceso, en condiciones de igualdad, 
a los requisitos para una vida digna, como […] el agua” (Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones 
estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y 
a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 117). 
315 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 111.  
316 La Corte advirtió que igual consideración corresponde a la alimentación. Medio ambiente y derechos humanos 
(obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos 
a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 
121.  
317 Comité DESC. Observación General 15. El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párr. 16. 
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231. En lo concerniente al derecho a participar en la vida cultural, que incluye el derecho a 

la identidad cultural318, la Carta establece, en sus artículos 30, 45 f., 47 y 48, el compromiso 

de los Estados para a) “que sus pueblos alcancen un desarrollo integral[, que] abarca [el] 

campo […] cultural […]”; b) [l]a incorporación y creciente participación de los sectores 

marginales de la población, tanto del campo como de la ciudad, en la vida […] cultural […], 

a fin de lograr la plena integración de la comunidad nacional”; c) “estimul[ar…] la cultura” 

y d) “preservar y enriquecer el patrimonio cultural de los pueblos americanos” 319.  

232. Además, el artículo XIII de la Declaración Americana indica, en lo pertinente, que 

“[t]oda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la comunidad”. 

 

233. El Protocolo de San Salvador, por su parte, reconoce en su artículo 14.1.a. “el derecho 

de toda persona a […] participar en la vida cultural”.  

                                                             
318 En la presente Sentencia, dadas las características de los hechos relevantes que se examinan y los alegatos 
al respecto, se abordará el derecho a “participar en la vida cultural” en un aspecto específico, que es el derecho 
a la “identidad cultural”. En ese sentido, se ha aducido en este caso la afectación a los rasgos culturales propios 
o identitarios, a la cultura como “modo de vida”. La noción de “identidad cultural” se encuentra en el Convenio 
169 de la OIT y en la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos indígenas, y puede entenderse 
incorporada en la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, que se expresa en 
términos equivalentes, y ha ya sido utilizada por la Corte respecto a comunidades indígenas. Este Tribunal ha 
dicho que la “identidad cultural” es un “derecho humano fundamental y de naturaleza colectiva de las 
comunidades indígenas, que debe ser respetado en una sociedad multicultural, pluralista y democrática” (Medio 
ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la 
protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 
4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
Consultiva OC-23/17, párr. 113; en el mismo sentido, Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, 
párr. 217.) El derecho a la identidad cultural es atinente a pueblos indígenas, pero no solo a ellos: presenta una 
estrecha relación con el derecho de toda persona a “participar en la vida cultural” y con el derecho de integrantes 
de grupos considerados “minorías” a “tener su propia vida cultural”, conforme, respectivamente, los artículos 15 
y 27 de los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y de Derechos Civiles y Políticos 
(infra párr. 234), según ha sido indicado por los Comités correspondientes (cfr. Comité DESC. Observación 
General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, párrafo 1 a), del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). 43º período de sesiones (2009) Doc. 
E/C.12/GC/21, párrs 3, 7, 9, 13, 15, 32, 33, 36, 37, 42, 43, 49, 53 y 55 , y Comité de Derechos Humanos. 
Observación General 23. Derecho de las minorías (artículo 27). 50º período de sesiones (1994). Doc. 
CCPR/C/21/Rev.1/Add.5, párrs. 1 y 3). Por otra parte, este Tribunal aclara que los derechos culturales no se 
limitan a lo anterior. No resulta necesario aquí profundizar en esto último, baste con señalar que el artículo XIII 
de la Declaración Americana habla también de “gozar de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de 
los progresos intelectuales y especialmente de los descubrimientos científicos [y] asimismo [de] la protección de 
los intereses morales y materiales” relativos a “inventos [y] obras”. Puede observarse también, en el mismo 
sentido, lo señalado por el Comité DESC en el párrafo 2 de la citada Observación General 21, en que de forma 
clara habla del derecho a “participar en la vida cultural” y, además, de “otros derechos culturales”.  
319 La Corte considera relevante dejar sentado que las normas indicadas deben entenderse y aplicarse de forma 
armónica con otros compromisos internacionales de los Estados, tales como los que surgen, por ejemplo, del 
artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y del artículo 27 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (infra párr. 234), o del Convenio 169. Por ello, no corresponde 
entender que tales normas mandan políticas estatales que propendan a la asimilación de grupos minoritarios, o 
con pautas culturales propias, a una cultura que se pretenda mayoritaria o dominante. Por el contrario, los 
mandatos de procurar un desarrollo “integral”, “incorporar” y acrecentar la “participación” de sectores 
poblacionales para su “plena integración”, estimular la cultura y “preservar y enriquecer” el patrimonio cultural, 
deben entenderse en el marco del respeto a la propia vida cultural de los diversos grupos, tales como 
comunidades indígenas. Por lo tanto, la “participación”, “integración” o “incorporación” en la “vida cultural” 
deben procurarse sin perjuicio de la diversidad cultural, y entenderse de modo respetuoso de la misma y de los 
derechos de los distintos grupos y las personas que los integran. 
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234. En el ámbito universal, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su 

artículo 27.1, dispone que: “[t]oda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la 

vida cultural de la comunidad”. El PIDESC en su artículo 15.1.a. señala “el derecho de toda 

persona a […p]articipar en la vida cultural”. Además, el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos (PIDCP) prevé en su artículo 27 que “[e]n los Estados en que existan 

minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que pertenezcan a 

dichas minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su 

grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear 

su propio idioma”.  

 

237. Ahora bien, en lo referente al concepto pertinente de “cultura”, resulta útil tomar en 

cuenta lo señalado por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia 

y la Cultura (UNESCO), que la ha definido como “el conjunto de los rasgos distintivos 

espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un 

grupo social y que abarca, además de las artes y las letras, los modos de vida, las maneras 

de vivir juntos, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias”320.  

 

238. La diversidad cultural y su riqueza deben ser protegidas por los Estados ya que, en 

palabras de la UNESCO, “es tan necesaria para el género humano como la diversidad 

biológica para los organismos vivos[;] constituye el patrimonio común de la humanidad y 

debe ser reconocida y consolidada en beneficio de las generaciones presentes y futuras”. 

En este sentido, los Estados están en la obligación de proteger y promover la diversidad 

cultural y adoptar “políticas que favore[zcan] la inclusión y la participación de todos los 

ciudadanos [para que así se] garanti[ce] la cohesión social, la vitalidad de la sociedad civil 

y la paz”. Por ello, “el pluralismo cultural constituye la respuesta política al hecho de la 

diversidad cultural”321. 

239. El Comité DESC ha señalado que  

 
[e]l concepto de cultura no debe entenderse como una serie de expresiones aisladas o 
compartimientos estancos, sino como un proceso interactivo a través del cual los individuos y 
las comunidades, manteniendo sus particularidades y sus fines, dan expresión a la cultura de 
la humanidad. Ese concepto tiene en cuenta la individualidad y la alteridad de la cultura como 
creación y producto social322. 

 

                                                             
320 Preámbulo de la Declaración Universal de la UNESCO sobre la diversidad cultural, de 2 de noviembre de 2001. 
Allí se indica que es una “[d]efinición conforme a las conclusiones de la Conferencia Mundial sobre las Políticas 
Culturales (MONDIACULT, México, 1982), de la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo (Nuestra Diversidad 
Creativa, 1995) y de la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo (Estocolmo, 
1998)”. 
321 Declaración Universal de la UNESCO sobre la diversidad cultural, arts. 1 y 2. El artículo 4 agrega que “[l]a 
defensa de la diversidad cultural es un imperativo ético, inseparable del respeto de la dignidad de la persona 
humana. Ella supone el compromiso de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales, en 
particular los derechos de las personas que pertenecen a minorías y los de los pueblos indígenas”. 
322 Comité DESC. Observación General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, 
párrafo 1 a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párr. 12. 
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240. La Corte entiende que el derecho a la identidad cultural tutela la libertad de las 

personas, inclusive actuando en forma asociada o comunitaria, a identificarse con una o 

varias sociedades, comunidades, o grupos sociales, a seguir una forma o estilo de vida 

vinculado a la cultura a la que pertenece y a participar en el desarrollo de la misma. En ese 

sentido, el derecho protege los rasgos distintivos que caracterizan a un grupo social, sin que 

ello implique negar el carácter histórico, dinámico y evolutivo de la cultura323.   

 

241. El Comité DESC, en lo que es útil resaltar, ha destacado, entre los “elementos” que 

requiere la realización del derecho a participar en la vida cultural, los siguientes:  

 

a) la disponibilidad, que conceptuó como “la presencia de bienes y servicios culturales”, 

entre los que destacó “dones de la naturaleza” tales como “ríos”, “bosques”, “flora” y 

“fauna”, así como “bienes culturales intangibles, como[, entre otros] costumbres [y] 

tradiciones […], así como valores, que configuran la identidad y contribuyen a la diversidad 

cultural de individuos y comunidades”;  

b) la accesibilidad, que “consiste en disponer de oportunidades efectivas y concretas de 

que los individuos y las comunidades disfruten plenamente de una cultura”;  

c) la aceptabilidad, que “implica que las leyes, políticas, estrategias, programas y medidas 

adoptadas por el Estado […] para el disfrute de los derechos culturales deben formularse 

y aplicarse de tal forma que sean aceptables para las personas y las comunidades de que 

se trate”;  

                                                             
323 Es posible señalar, en el mismo sentido que lo indicado, los conceptos referidos por UNESCO (supra párrs. 
237 y 238), el Comité de Derechos Humanos y el Comité DESC. El Comité de Derechos Humanos, respecto al 
artículo 27 del PIDCP (supra, párr. 234), ha expresado que “no se debe negar a las personas que pertenezcan 
a […] minorías el derecho que les corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural” (Comité de Derechos Humanos. Observación General 23. Derecho de las minorías (artículo 
27), párr 5). En la misma línea, el Comité DESC, explicando el artículo 15.1.a. del PIDESC (supra, párr. 234), 
indicó que “la cultura es un concepto amplio e inclusivo que comprende todas las expresiones de la existencia 
humana. La expresión ‘vida cultural’ hace referencia explícita al carácter de la cultura como un proceso vital, 
histórico, dinámico y evolutivo, que tiene un pasado, un presente y un futuro”. Agregó que la “cultura”, en el 
sentido pertinente, abarca “las formas de vida, el lenguaje, la literatura escrita y oral, la música y las canciones, 
la comunicación no verbal, los sistemas de religión y de creencias, los ritos y las ceremonias, los deportes y 
juegos, los métodos de producción o la tecnología, el entorno natural y el producido por el ser humano, la 
comida, el vestido y la vivienda, así como las artes, costumbres y tradiciones, por los cuales individuos, grupos 
y comunidades expresan su humanidad y el sentido que dan a su existencia, y configuran una visión del mundo 
que representa su encuentro con las fuerzas externas que afectan a sus vidas”. Además, señaló que “[l]a 
participación en la vida cultural comprende, en particular, el derecho de toda persona (sola, en asociación con 
otras o como una comunidad) a […] identificarse o no con una o con varias comunidades, […y] a ejercer sus 
propias prácticas culturales”; que “[e]l acceso a la vida cultural comprende, en particular, el derecho de toda 
persona (sola, en asociación con otras o como una comunidad) a conocer y comprender su propia cultura y la 
de otros, a través de la educación y la información, y a recibir educación y capacitación de calidad con pleno 
respeto a su identidad cultural. Toda persona tiene también derecho […] a seguir un estilo de vida asociado al 
uso de bienes culturales y de recursos como la tierra, el agua, la biodiversidad, el lenguaje o instituciones 
específicas, y a beneficiarse del patrimonio cultural y de las creaciones de otros individuos y comunidades”. 
Agregó que la “contribución a la vida cultural” es una expresión que se refiere al derecho de toda persona a, 
entre otros aspectos, “participar en el desarrollo de la comunidad a la que pertenece”. (Comité DESC. 
Observación General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, párrafo 1 a), del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 11. 13 y 15.) 
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d) la adaptabilidad, que “se refiere a la flexibilidad y la pertinencia de las políticas, los 

programas y las medidas adoptados por el Estado […] en cualquier ámbito de la vida 

cultural, que deben respetar la diversidad cultural de las personas y las comunidades”, y   

e) la idoneidad, que “se refiere a la realización de un determinado derecho humano de 

manera pertinente y apta a un determinado contexto o una determinada modalidad 

cultural, vale decir, de manera que respete la cultura y los derechos culturales de las 

personas y las comunidades, con inclusión de las minorías y de los pueblos indígenas”. 

Sobre este último elemento, el Comité DESC “recalc[ó…] la necesidad de tener en cuenta, 

en toda la medida de lo posible, los valores culturales asociados, entre otras cosas, con 

los alimentos y su consumo [y] la utilización del agua”324. 

 

242. El Comité DESC, entre las obligaciones estatales referidas al derecho a participar en la 

vida cultural, señaló la de “cumplir”, que “requiere [la] adop[ción de] las medidas adecuadas 

legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias, de promoción y de otra índole, 

destinadas a la plena realización del derecho”, y la de “proteger”, que “exige que los Estados 

[…] adopten medidas para impedir que otros actores interfieran con el derecho a participar 

en la vida cultural”. El Comité DESC explicó que los Estados tienen “obligaciones básicas”, 

entre las que mencionó “proteger el derecho de toda persona a ejercer sus propias prácticas 

culturales”. Señaló, asimismo, que el derecho se viola cuando un Estado “no toma las 

medidas necesarias para cumplir las obligaciones [respectivas]”325. 

 

B.1.2 Interdependencia entre los derechos a un ambiente sano, a la alimentación 

adecuada, al agua y a la identidad cultural y especificidades en relación con pueblos 

indígenas 

 

244. Esta Corte haciendo referencia a diversos pronunciamientos emitidos en el ámbito de 

organismos internacionales326, ha destacado la “estrecha” relación o “interdependencia” 

entre el ambiente y los derechos humanos. Lo dicho, por cuanto éstos pueden ser afectados 

por la degradación ambiental y, a su vez, dado que, como se ha indicado en el ámbito de 

la Organización de las Naciones Unidas, “la protección eficaz del […] ambiente depende con 

frecuencia del ejercicio de derechos humanos”327. 

                                                             
324 Comité DESC. Observación General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, 
párrafo 1 a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párr. 16.  
325 Comité DESC. Observación General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, 
párrafo 1 a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs.48, 55 y 63.  
326 Entre ellos, la Corte citó documentos emitidos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la 
Asamblea General de la OEA, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Comisión Africana de Derechos 
Humanos y el Experto independiente (hoy Relator Especial) sobre la cuestión de las obligaciones de derechos 
humanos relacionadas con el disfrute de un ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible de Naciones 
Unidas (cfr. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en 
el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, párrs. 49 a 51). 
327 Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco 
de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los 
artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
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245. En este marco, hay amenazas ambientales que pueden incidir en la alimentación; el 

derecho respectivo, como también el derecho a participar en la vida cultural y el derecho al 

agua, resultan “particularmente vulnerables” a “afectaciones ambientales” (supra párr. 

228). En ese sentido, el Comité DESC ha indicado que entre las “políticas” cuya “adopción” 

el derecho a la alimentación “requiere” se encuentran las “ambientales”328. Del mismo modo, 

ha señalado que “en las políticas y los programas medioambientales y de desarrollo 

económico”, los Estados deben “[r]espetar y proteger” el “patrimonio cultural de todos los 

grupos y comunidades, en particular de las personas y los grupos desfavorecidos y 

marginados”329. 

 

246. El Comité DESC ha señalado también que:  

 
el derecho a una alimentación adecuada […] es indispensable para el disfrute de otros 
derechos humanos [e] inseparable de la justicia social, pues requiere la adopción de políticas 
económicas, ambientales y sociales adecuadas, en los planos nacional e internacional, 
orientadas a la erradicación de la pobreza y al disfrute de todos los derechos humanos por 
todos330.  

 

Añadió que “el significado preciso de ‘adecuación’ viene determinado en buena medida por 

las condiciones sociales, económicas, culturales, climáticas, ecológicas y de otro tipo 

imperantes en el momento”331. El Grupo sobre el PSS ha indicado, en el mismo sentido, que 

es “necesario” considerar la “dimensi[ón…] cultural” del derecho a la alimentación adecuada 

y que “en tanto la alimentación es una expresión cultural de los pueblos es necesario su 

tratamiento integral y en directa interdependencia entre derechos civiles, políticos y 

económicos, sociales y culturales”332.  

247. Respecto a los pueblos indígenas en particular, debe señalarse que el Convenio 169, 

en sus artículos 4.1, 7.1, 15.1 y 23, establece, respectivamente, la obligación estatal de 

                                                             
Opinión Consultiva OC-23/17, párrs. 54 y 51. La cita señalada corresponde a lo dicho por el Experto 
Independiente referido en la nota a pie de página anterior, en el siguiente documento: Consejo de Derechos 
Humanos, Informe preliminar del Experto independiente sobre la cuestión de las obligaciones de derechos 
humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, John H. 
Knox, 24 de diciembre de 2012, Doc. ONU A/HRC/22/43, párr. 10. 
328 Comité DESC. Observación General. 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párr. 4.  
329 Comité DESC. Observación General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, 
párrafo 1 a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párr. 50.  
330 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párr. 4. 
331 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párr. 7. 
332 Grupo sobre el PSS. Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de 
San Salvador. Segundo agrupamiento de Derechos, párr. 21. ACIJ, en su escrito de amicus curiae, expresó que 
“[e]l derecho a la alimentación puede realizarse cuando existe un proceso social en el que las personas, mujeres 
y hombres por igual, tienen opciones a su disposición para decidir cómo relacionarse con la naturaleza, 
transformar recursos en alimentos, en especial de producción local, de acuerdo con principios agroecológicos y 
que constituyan una dieta diversificada que sea adecuada, segura y nutritiva. Esta idea es necesaria para que 
todas las personas logren el bienestar alimenticio, sustenten la identidad cultural y sean capaces de llevar una 
vida saludable, activa y social. También se aplica particularmente a los grupos vulnerables, como los pueblos 
indígenas”. Notó que la FAO considera que “el derecho a la alimentación de los pueblos indígenas es inseparable 
de su derecho a la tierra, los territorios y los recursos, la cultura y la autodeterminación”.  
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“adoptar […] las medidas especiales que se precisen para salvaguardar […] las culturas y el 

medio ambiente de los pueblos [indígenas o tribales]”; el derecho de tales pueblos a “decidir 

sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste 

afecte a sus vidas […] y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera”; “los derechos 

de los pueblos [referidos] a los recursos naturales existentes en sus tierras”, que 

“comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y 

conservación de dichos recursos”, y que “las actividades tradicionales y relacionadas con la 

economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza, la pesca, la caza con 

trampas y la recolección, deberán reconocerse como factores importantes del 

mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos”.  

 

248. En el mismo sentido, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas indica en sus artículos 20.1, 29.1 y 32.1, respectivamente, los derechos 

de los pueblos indígenas “a disfrutar de forma segura de sus propios medios de subsistencia 

y desarrollo”; “a la conservación y protección del medio ambiente y de la capacidad 

productiva de sus tierras o territorios y recursos”, y “a determinar y elaborar las prioridades 

y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos”. 

La Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, por su parte, en su 

artículo XIX recepta el “derecho a la protección del medio ambiente sano”, que incluye el 

derecho de los “pueblos indígenas” a “vivir en armonía con la naturaleza y a un ambiente 

sano, seguro y sustentable”; a “conservar, restaurar y proteger el medio ambiente y al 

manejo sustentable de sus tierras, territorios y recursos”, y “a la conservación y protección 

del medio ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios y recursos”333 

 

249. Sobre el particular, es pertinente tener en consideración que el Comité DESC expresó 

que:  

 
La fuerte dimensión colectiva de la vida cultural de los pueblos indígenas es indispensable para 
su existencia, bienestar y desarrollo integral, y comprende el derecho a las tierras, territorios 
y recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o de otra forma utilizado o adquirido. 
Hay que respetar y proteger los valores culturales y los derechos de los pueblos indígenas 
asociados a sus tierras ancestrales y a su relación con la naturaleza, a fin de evitar la 
degradación de su peculiar estilo de vida, incluidos los medios de subsistencia, la pérdida de 
recursos naturales y, en última instancia, su identidad cultural. Por lo tanto, los Estados partes 
deben tomar medidas para reconocer y proteger los derechos de los pueblos indígenas a 
poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras, territorios y recursos comunales y, en los casos 

                                                             
333 De forma adicional, la Corte nota que otros instrumentos internacionales se han referido al vínculo entre el 
ambiente y pueblos indígenas. Así, es posible mencionar el Convenio sobre Diversidad Biológica (aprobado por 
Argentina por la ley 24.375, promulgada el 3 de octubre de 1994), que impone en su artículo 8.j. respetar, 
preservar y mantener conocimientos, innovaciones y prácticas de comunidades indígenas que sean pertinentes 
para la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica. También puede mencionarse la Agenda 
21, firmada en la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en 1992, cuyo capítulo 
26 destaca el papel de los pueblos indígenas en la definición del desarrollo sostenible.  



83 | P á g i n a  
 

en que se hubieren ocupado o utilizado de otro modo esas tierras o territorios sin su 
consentimiento libre e informado, adoptar medidas para que les sean devueltos334. 

 

250. Por otra parte, es importante destacar que el manejo por parte de las comunidades 

indígenas de los recursos existentes en sus territorios debe entenderse, al menos en 

términos apriorísticos, favorable a la preservación del ambiente. Esta Corte ha considerado 

que:  

 
los pueblos indígenas, por lo general, pueden desempeñar un rol relevante en la conservación 
de la naturaleza, dado que ciertos usos tradicionales conllevan prácticas de sustentabilidad y 
se consideran fundamentales para la eficacia de las estrategias de conservación. Por ello, el 
respeto de los derechos de los pueblos indígenas, puede redundar positivamente en la 
conservación del medioambiente. Por lo expuesto, el derecho de estas comunidades y las 
normas internacionales de medio ambiente deben comprenderse como derechos 
complementarios y no excluyentes335.  

 

Es claro, en ese sentido, el Principio 22 de la Declaración de Río, que señala que “las 

poblaciones indígenas y sus comunidades, […] desempeñan un papel fundamental en la 

ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas 

tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e 

intereses y hacer posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible”336. 

 

251. Adicionalmente, corresponde tener en cuenta lo que ha explicado el Comité de 

Derechos Humanos, en cuanto a que el derecho de las personas a disfrutar de su propia 

cultura, “puede […] guardar relación con modos de vida estrechamente asociados al 

territorio y al uso de sus recursos”, como es el caso de los miembros de comunidades 

indígenas337. El derecho a la identidad cultural, puede manifestarse, entonces, de diversas 

formas; en el caso de los pueblos indígenas se observa, sin perjuicio de otros aspectos, en 

“un modo particular de vida relacionado con el uso de recursos terrestres […]. Ese derecho 

puede incluir actividades tradicionales tales como la pesca o la caza y el derecho a vivir en 

reservas protegidas por la ley”338. En la misma línea, la Corte ya ha tenido oportunidad de 

advertir que el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas está vinculado con 

la protección y acceso a los recursos naturales que se encuentran en sus territorios (supra 

párr. 94). De modo concordante, el Grupo sobre el PSS ha notado que “el bienestar físico, 

                                                             
334 Comité DESC. Observación General 21. Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15, 
párrafo 1 a), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párr. 36. 
335 Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam, párr. 173. 
336 En esta línea, el artículo 10. c) del Convenio sobre la Diversidad Biológica señala que se “[p]rotegerá y 
alentará la utilización consuetudinaria de los recursos biológicos, de conformidad con las prácticas culturales 
tradicionales que sean compatibles con las exigencias de la conservación o de la utilización sostenible”. En el 
mismo sentido, FARN, en su escrito de amicus curiae destacó “[e]l rol que cumplen los [p]ueblos [i]ndígenas en 
las estrategias integrales de mitigación y adaptación al cambio climático es su cosmovisión, su forma de vida, la 
cual contribuye al sistema de subsistencia sostenible y a la conservación de la biodiversidad, conformando una 
herramienta necesaria para refrenar los efectos catastróficos del cambio climático”. Resaltó al respecto el “rol 
activo de las mujeres indígenas, cuyo conocimiento ecológico tradicional y especializado debe ser considerado 
una de las soluciones más adecuadas al cambio climático”. 
337 Comité de Derechos Humanos. Observación General 23. Derecho de las minorías (artículo 27), párr. 3. 
338 Comité de Derechos Humanos. Observación General 23. Derecho de las minorías (artículo 27), párr. 7. 
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espiritual y cultural de las comunidades indígenas está íntimamente ligado con la calidad del 

medio ambiente en que desarrollan sus vidas”339.  

 

252. La Corte, a su vez, ha tenido oportunidad de apreciar circunstancias que mostraron 

que “el vínculo de los miembros de una comunidad con sus territorios” resulta “fundamental 

e inescindible para su supervivencia alimentaria y cultural”340. En ese entendimiento, el 

Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación se ha referido a 

aspectos problemáticos respecto al goce de ese derecho que suelen ser atinentes a pueblos 

indígenas. Ha afirmado que:  

 
[e]l ejercicio del derecho de los pueblos indígenas a la alimentación suele depender 
fundamentalmente de sus posibilidades de acceder a los recursos naturales existentes en la 
tierra o los territorios que ocupan o usan, y del control que ejercen sobre esos recursos. Sólo 
así pueden mantener sus actividades económicas y de subsistencia tradicionales, como la 
caza, la recolección o la pesca, que les permite alimentarse y preservar su cultura e 
identidad341.  

 

253. En forma concordante, el Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos 

y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas, ha aseverado que “el conjunto 

formado por la tierra, el territorio y los recursos constituye una cuestión de derechos 

humanos esencial para la supervivencia de los pueblos indígenas”342, y en el ámbito de la 

Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) se ha 

indicado que “[l]os Estados deberían […] promover y proteger la seguridad de la tenencia 

de la tierra[,…] promov[iendo su] conservación y […]utilización sostenible”, debiendo 

“prestarse particular atención a la situación de las comunidades indígenas”343. El Comité 

DESC ha destacado, al respecto, que “son especialmente vulnerables” a ver menoscabado 

el goce de su derecho a la alimentación “muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso 

a las tierras ancestrales puede verse amenazado”344.  

 

254. Por otra parte, el derecho a la alimentación no debe entenderse de forma restrictiva. 

El bien protegido por el derecho no es la mera subsistencia física y, en particular respecto 

de pueblos indígenas, tiene una dimensión cultural relevante. El Relator Especial sobre el 

derecho a la alimentación ha explicado que:  

 

                                                             
339 Grupo sobre el PSS. Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de 
San Salvador. Segundo agrupamiento de Derechos, párr. 36.  
340 Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay, párr 282. 
341 Relator especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación. El derecho a la alimentación. 12 
de septiembre de 2005. Doc. A/60/350, párr. 23. 
342 Derechos humanos y cuestiones indígenas Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, presentado de conformidad 
con la resolución 2001/57 de la Comisión. 4 de febrero de 2002. Doc. E/CN.4/2002/97, párr. 57. 
343 FAO. Directrices voluntarias en apoyo de la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada 
en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. Aprobadas por el Consejo de la FAO en su 127º período de 
sesiones, noviembre de 2004. Directriz 8B. Tierra. 
344 Comité DESC. Observación General 12. El derecho a una alimentación adecuada (artículo 11), párr. 13.  
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comprender lo que significa el derecho a la alimentación para los pueblos indígenas es mucho 
más complejo que lo que dimana de un simple análisis de las estadísticas sobre hambre, 
malnutrición o pobreza. Muchos pueblos indígenas tienen sus propias concepciones particulares 
de lo que es la alimentación, el hambre y la subsistencia. En general, es difícil separar 
conceptualmente la relación de los pueblos indígenas con los alimentos, de sus relaciones con la 
tierra, los recursos, la cultura, los valores y la organización social.  
 
Los alimentos, la obtención y el consumo de alimentos suelen ser una parte importante de la 
cultura, así como de la organización social, económica y política. Muchos pueblos indígenas 
entienden el derecho a una alimentación adecuada como un derecho colectivo. Normalmente 
consideran que las actividades de subsistencia como la caza, la pesca y la recolección son 
fundamentales no sólo para garantizar su derecho a la alimentación, sino también para nutrir sus 
culturas, idiomas, vida social e identidad. Con frecuencia, su derecho a la alimentación depende 
estrechamente del acceso y el control que tengan respecto de sus tierras y otros recursos 
naturales existentes en sus territorios345. 

 

                                                             
345 Relator especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación. El derecho a la alimentación, 
párr. 21. Además, en el párrafo 19 del documento indicado, el Relator manifestó que “debido a los prolongados 
procesos históricos de colonización, explotación y exclusión política y económica, los pueblos indígenas están 
entre los grupos más vulnerables a la pobreza, el hambre y la malnutrición. El derecho a la alimentación está 
directamente vinculado a la situación de extrema pobreza en la que viven muchos pueblos indígenas”. En el 
párrafo anterior agregó que “[L]las actividades de desarrollo inadecuadas a menudo intensifican la marginación, 
la pobreza y la inseguridad alimentaria de los pueblos indígenas; no reconocen los métodos que usan los 
indígenas para asegurar su propia subsistencia, y hacen caso omiso del derecho de éstos a definir su propia 
forma de alcanzar el desarrollo”. En forma concordante con lo expuesto, el señor De Shutter, ex Relator Especial 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho a la Alimentación, en su presentación como amicus curiae, explicó que 
“la cultura se manifiesta en muchas formas, incluida una forma particular de vida asociada con el uso de los 
recursos de la tierra, especialmente en el caso de los pueblos indígenas”, y que respecto a estos “el derecho a 
la alimentación no puede verse aislado del control y soberanía sobre sus territorios”. En el mismo sentido, el 
escrito de amicus curiae presentado por DPLF y otras organizaciones señala que al impedir que una comunidad 
indígena procure su sustento alimenticio conforme a su propia cultura se estaría vulnerando también el derecho 
a una alimentación adecuada, por la ausencia de aceptabilidad de alimentos.  


